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Presentación 





Los pueblos indígenas de la amazonia, valles, chaco y altiplano 
han luchado por preservar su identidad desde la invasión española 
hasta hace poco, cuando los gobiernos neoliberales reconocieron 
parcialmente sus derechos a partir de la década de los años 80. 


Con el gobierno del Presidente Evo Morales Ayma y con la 
aprobación de la Nueva Constitución Política del Estado, los pue- 
blos indígenas originario campesinos son reconocidos en toda su 
dimensión. Sus derechos se constitucionalizan, revalorizando y 
reivindicando su identidad y cultura que por muchos siglos fueron 
condenadas al olvido y la exclusión. 


Cabe señalar que este reconocimiento implica además volcar la 
mirada, y tomar como modelo de vida aquellos valores propios de 
estos pueblos, como la reciprocidad y complementariedad, aspectos 
que garantizan el buen vivir, esencia del nuevo Estado Plurinacional 
de Bolivia. 


Los pueblos indígenas originario campesinos, comienzan ahora a 
ejercer sus derechos en el plano económico y productivo, al rescatar 
sus conocimientos ancestrales y proyectarlos hacia una sociedad más 
justa y equitativa. 


Las investigaciones que presentamos a continuación representan 
una mirada a la estructura de organización económica, política, so- 
cial y cultural, de acuerdo con la cosmovisión de cada cultura y que 
tiene lugar en las comunidades, ayllus markas, tentas capitanías y 
cabildos, que conforman las naciones y pueblos indígenas originario 
campesinos. 


Juan Ramón Quintana 
Ministro de la Presidencia 


Prólogo 





Como consecuencia de la implementación de las políticas de so- 
metimiento colonial en América Latina, los derechos de los pueblos 
indígenas han sido marginados, excluidos, discriminados y supri- 
midos. Sin embargo, dichos pueblos nunca dejaron de reivindicar y 
luchar por el respeto y la vigencia de sus derechos. 


En los últimos tiempos, los movimientos indígenas y sociales del 
Estado Plurinacional de Bolivia organizaron varias formas de movi- 
lizaciones para hacer respetar sus derechos, adoptando la propuesta 
de la constitucionalización de los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas. 


Una de las movilizaciones importantes en Bolivia, que contribuyó 
al reconocimiento constitucional de los derechos indígenas, fue la 
marcha de los pueblos indígenas de la Amazonía y el Oriente que 
comenzó desde las tierras del Beni hasta llegar a la ciudad de La Paz, 
demandando el respeto de sus tierras y territorios y las reformas 
constitucionales donde se incorporen los derechos de los pueblos 
indígenas. 


Actualmente, como resultado del proceso constituyente boliviano, 
los derechos fundamentales colectivos de las naciones y pueblos indí- 
gena originario campesinos, se encuentran establecidos en el artículo 
30 de la Constitución Política del Estado. Estos derechos están siendo 
implementados a través de proyectos y políticas, con el horizonte 
de garantizar y promover el ejercicio de los derechos de los pueblos 
indígenas, sin discriminación de ninguna naturaleza. 
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Con este antecedente, se ha desarrollo un trabajo de investigación 
con el tema “Derechos de los pueblos indígena originario campe- 
sinos de Cochabamba: Entre la ley y la realidad” que presenta un 
panorama general sobre la situación del ejercicio de los derechos de 
los pueblos, a partir de la experiencia vivida en las comunidades de 
Tapaza y Link'u, pertenecientes al municipio de Independencia, pro- 
vincia Ayopaya del departamento de Cochabamba; además, recoge 
datos para analizar comparativamente con los municipios vecinos 
de Tapacarí y Capinota. 


Las autoras del trabajo de investigación presentan seis ejes temá- 
ticos de derechos indígenas: el derecho a la libre determinación, el 
derecho a la territorialidad, el derecho a la educación, el derecho a 
la salud, el derecho a la justicia propia y el derecho a la no discrimi- 
nación. A partir de estos ejes se analizan el ejercicio de los derechos 
mencionados en las comunidades objeto de investigación. Estos 
derechos, en el concepto de los derechos de los pueblos indígenas, 
conforman el conjunto del mínimo fundamental de los derechos 
indígenas. 


El derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas, 
desde la normatividad del Convenio 169 de la Organización Interna- 
cional del Trabajo, instrumento ratificado por Bolivia mediante Ley 
1257 de 11 de julio de 1991, consiste en que los pueblos indígenas 
determinan libremente su condición política; es decir, sus propias 
formas de organización y, en segundo lugar, persiguen libremente 
su desarrollo económico, social y cultural. 


El derecho a la territorialidad, que se refiere a que los pueblos in- 
dígenas mantienen esa relación directa con sus tierras y territorios, es 
comprendido como la totalidad del hábitat de las regiones o lugares 
que los pueblos indígenas ocupan o utilizan de alguna u otra manera. 
Este derecho se constituye en la base fundamental para el desarrollo 
social, económico, cultural y jurídico de los pueblos. 


El derecho a la justicia propia de los pueblos indígenas consiste 
en ejercer las funciones jurisdiccionales y de competencia para admi- 
nistrar justicia de conformidad a sus principios, valores culturales, 
costumbres, normas y procedimientos que conforman sus sistemas 
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jurídicos. Las autoridades de los pueblos indígenas, de acuerdo 
con su propia cosmovisión, cumplen las funciones de gestión y ad- 
ministración de justicia, para garantizar la pacífica convivencia en 
equilibrio y armonía. 


El derecho a la educación de los pueblos indígenas se refiere a que 
dichos pueblos tienen el derecho a que los servicios de educación res- 
pondan a sus necesidades, su realidad social y cultural, sus saberes, 
valores y conocimientos propios. Además, los Estados deben adoptar 
políticas y proyectos que garanticen a los pueblos indígenas el acceso 
a la educación en todos los niveles en igualdad de condiciones que 
el resto de la población. 


El derecho a la salud de los pueblos indígenas consiste en que los 
Estados deben proveer de los medios necesarios para revalorizar 
y recuperar sus sistemas de salud propios. Por otra parte, también 
debe garantizarse el acceso de los pueblos indígenas a los servicios 
de salud en el marco del principio de la igualdad. 


El derecho a la no discriminación a los pueblos indígenas se refie- 
re a que deben ejercer todos los derechos humanos reconocidos en 
los instrumentos internacionales, desde la vigencia de sus derechos 
colectivos. 


Este trabajo se constituye en una motivación e invitación para 
la sociedad boliviana en su conjunto, con el fin de generar espacios 
de reflexión y realizar trabajos de investigación sobre los derechos 
de los pueblos indígenas, desde las diferentes disciplinas del saber 
humano y desde el enfoque de la teoría y la realidad. 


Julia Bazoalto Vargas 
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1. Acercamiento a la temática 


El Estado boliviano ha ratificado todos los tratados! internaciona- 
les que tienen relevancia con los derechos humanos de los pueblos 
indígenas. A partir de la década de los años 90, ha habido avances 
en la legislación nacional para promover estos derechos, aunque se 
ha puesto énfasis en los derechos individuales de las personas per- 
tenecientes a las culturas indígenas. En el marco internacional de los 
derechos humanos, el año 1989 se llega a adoptar el Convenio 169 de 
la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes”. 
Este es el primer instrumento internacional de los derechos humanos 
que reconoce el estatus colectivo de los pueblos indígenas del mundo, 
aunque con ciertas limitaciones”. El año 1991, mediante la Ley 1257, 
el Estado de Bolivia ratifica el Convenio 169 de la OIT. En la reforma 
constitucional del año 1994*, por primera vez en la historia boliviana 
se reconoce en el nivel constitucional los derechos de los pueblos 
indígenas. En la legislación secundaria promulgada después de la 
reforma constitucional, en alguna medida se logra tomar en cuenta 





A diferencia con las declaraciones, los tratados son los instrumentos jurídicos 
interestatales que tienen obligatoriedad para su implementación en el nivel 
nacional. Por ejemplo, los convenios, pactos y convenciones son tratados. 


En adelante, se hará referencia a éste como Convenio 169 de la OIT. 


Según el Convenio 169 de la OIT, el término pueblos no debe ser interpretado 
de manera que tenga implicación a los derechos conferidos en el derecho 
internacional. Esta cláusula se refiere principalmente a la prohibición del 
derecho a secesión, la conformación de estados propios como forma de ejercer 
la autodeterminación externa de los pueblos indígenas. 


1 Ley No. 1585 de 12 de agosto de 1994. 
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los derechos indígenas comprometidos en el Convenio 169 de la OIT 
y la Constitución, en las leyes como: Ley de Participación Popular, 
Ley de Reforma Educativa? y el Código de Procedimiento Penal”. 
El siguiente paso importante en el nivel normativo es del año 2007, 
cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas logra aprobar 
la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas*, instru- 
mento que resalta aún en mayor grado los derechos colectivos. Dos 
meses después de su aprobación en las Naciones Unidas, el gobierno 
nacional de Bolivia eleva la Declaración a rango de ley nacional, 
que es un hecho trascendental en el nivel internacional”. En enero 
2009, mediante el referéndum dirimitorio, se logra aprobar la nueva 
Constitución Política del Estado, que a diferencia de todas las cons- 
tituciones anteriores había contado con una amplia participación de 
asambleístas indígena originario campesinos en su elaboración. Esta 
Constitución parte de un nuevo modelo de Estado, denominando a 
éste Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, 
que reconoce la libre determinación de las naciones y pueblos indí- 
gena originario campesinos". 


En Bolivia los pueblos indígenas de las alturas y los valles por 
razones históricas se autodefinen como originarios o campesinos, y los 
pueblos indígenas de las tierras bajas se autodefinen como indígenas. 
Según la definición del pueblo indígena empleada en el Art. 1(b) del 
Convenio 169 de la OIT, los pueblos indígenas son: 


considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones 
que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece 
el país en la época de la conquista o la colonización o del estableci- 
miento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su 
situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 





5 Ley No. 1551 de 20 de abril de 1994. 

6 Ley No. 1565 de 7 de julio de 1994. 

7 Ley No. 1070 de 25 de marzo de 1999, 

$ 13 de septiembre de 2007, A/61/295. 

2 Ley No. 3760 de 7 de noviembre de 2007. 


10 Nueva Constitución Política del Estado, promulgada el 7 de febrero de 2009, 


Artículos 1-2. 
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En la nueva Constitución Política del Estado en Bolivia se ha 
incluido una definición que está en la misma línea del texto del Con- 
venio 169 de la OIT, en su Art. 30(I): “Es nación y pueblo indígena 
originario campesino toda la colectividad humana que comparta 
identidad cultural, idioma, tradición histórica, instituciones, terri- 
torialidad y cosmovisión, cuya existencia es anterior a la invasión 
colonial española”. 


Por lo tanto, las comunidades, pueblos o naciones que se autode- 
finen como indígenas, originarios o campesinos en el contexto boliviano 
están protegidos por los mismos derechos, que a nivel internacional 
han sido denominados como los derechos de los pueblos indígenas. En 
el ámbito internacional de los derechos humanos no existen los de- 
rechos de los grupos denominados como originarios o campesinos, 
aunque en la legislación boliviana se reconoce de manera equivalente 
los derechos de los originarios, campesinos e indígenas. Por respeto 
a las diferentes formas de autoidentificación que existen en el con- 
texto boliviano y las definiciones conceptuales dadas en la nueva 
Constitución Política del Estado, este trabajo de investigación, al 
referirse al ámbito nacional, usará el termino pueblo o comunidad 
indígena originario campesino, y al hablar del contexto internacional, 
el termino pueblos indígenas. Al describir la realidad en las zonas del 
estudio en el departamento de Cochabamba se usará los conceptos 
originario O campesino. 


2. Sobre la zona de estudio 


El presente estudio cuenta con dos dimensiones: por un lado, 
se realiza un análisis de la legislación actual y su implementación 
nacional en relación con algunos derechos centrales de los pueblos 
indígena originario campesinos; y, por otro lado, se hace una inves- 
tigación sobre el ejercicio de estos derechos desde la vivencia de las 
comunidades originarias y campesinas en los valles del departamento 
de Cochabamba. Se ha realizado la investigación de campo princi- 
palmente en las comunidades de Tapaza y Link"u, pertenecientes al 
municipio de Independencia de la provincia Ayopaya, y de manera 
comparativa se ha recogido datos de algunas zonas de las provincias 
de Tapacarí y Capinota del departamento de Cochabamba. 
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El trabajo de campo corresponde a las zonas de los valles interan- 
dinos (Ayopaya y Tapacarí) y valles abiertos (Capinota). Los valles de 
los Andes orientales desde los tiempos de los incas han sido tierras 
multiétnicas por los movimientos poblacionales externos realizados 
por el Estado Inca y por los movimientos internos producidos por el 
manejo vertical de los pisos ecológicos. Según fuentes secundarias y 
documentación colonial, la población de la provincia Ayopaya tiene 
su origen principalmente en dos culturas precoloniales: los soras 
(aymara hablantes) y los ica yungas (quechua hablantes). Los soras 
habitaban también la región que hoy es Tapacarí (Rojas Vaca 2001: 
32). La población de Ayopaya tiene sus raíces culturales también en 
las culturas karangas y pacajes (Entrev. No. 89, con José Cerruto)". 
Hasta comienzos del siglo XVIII se establecieron numerosas hacien- 
das en la provincia Ayopaya. Antes de la Reforma Agraria, el 93% 
de su población carecía de propiedad (Valenzuela Castaños 2007: 
129). Luego de la promulgación de la Ley de Reforma Agraria pa- 
saron varios años todavía hasta que los campesinos que trabajaban 
en las haciendas lograran liberarse del sistema feudal y formar sus 
propias comunidades, dando inicio al nacimiento de la organización 
sindical campesina en la provincia. En el año 1990 se creó la Central 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Ayopaya, y en 1994 
se realizó el primer congreso ordinario de mujeres campesinas de la 
misma provincia (Ibid.: 61). La organización campesina originaria en 
el municipio de Independencia está conformada por tres centrales 
regionales y 22 subcentrales, y cuenta con un total de 149 comunida- 
des (Gobierno Municipal de Independencia 2002: 10). Las centrales 
regionales corresponden a la división cantonal de la provincia. 


El municipio de Independencia se encuentra al nor-oeste del 
departamento de Cochabamba. Limita al norte y al oeste con el muni- 
cipio de Inquisivi (departamento de La Paz), al este con el municipio 
de Morochata y al sur con el municipio Colquiri (departamento La 
Paz). Cuenta con una población de alrededor de 27.000 habitantes, 
del cual 7,5% es población urbana y 92,5% rural. La superficie del 
municipio es de 1.602 km”, que está dividido entre cuatro zonas 





1 De aquí en adelante se dará el número de la entrevista y el nombre del entrevis- 
y 


tado. Los datos de las entrevistas se detallan en el acápite H. de la Bibliografía 
y Fuentes de Información. 
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ecológicas: bajíos (1.600-2.400 msnm), valles (2.400-2.900 msnm), 
lomas (2.900-3.800 msnm) y alturas (3.800-4.600 msnm). Es el único 
municipio en el departamento de Cochabamba donde la pobreza ha 
aumentado del 92,9% (según el censo del año 1992) al 97,5% (según 
el censo del 2001), siendo así una región de niveles extremos de po- 
breza. La esperanza de vida al nacer en el municipio es 50,5 años, 
cuando el promedio nacional es de 67,1 años. El 93,2% de la población 
se autoidentifica como quechua y el 3,3% como aymara. El municipio 
tuvo un decrecimiento poblacional de 0,67% entre los años 1992 y 
2001 (Gobierno Municipal de Independencia 2008). Las corrientes 
más fuertes de migración son hacia el Chapare, Cochabamba, Oru- 
ro, Yungas y Santa Cruz. Generalmente son los jóvenes de entre 15 
y 18 años los que más migran; casi 60% de la población joven migra 
(Gobierno Municipal de Independencia 2002: 51-52). 


La comunidad de Tapaza se encuentra ubicada en el distrito 3 
(Tiquirpaya), primera sección municipal de Independencia de la 
provincia Ayopaya. Se encuentra a una distancia de 38 km aproxi- 
madamente de la población de Independencia (dos horas de viaje) 
y de 218 km a la ciudad de Cochabamba (siete horas de viaje). La 
comunidad de Tapaza limita al norte con las comunidades de Bue- 
na Vista y Phuyuni, al sur con las comunidades de Cantumarca y 
Untuavi (municipio de Morochata), al este con las comunidades de 
Tirita (municipio de Morochata), Santa Rosa y Untuavi y al oeste con 
las comunidades de Yunga Yunga y Tabluni. La zona forma parte del 
sur de la provincia Ayopaya, encontrándose a una altura de 2.900 
msnm ubicado en la ladera del cerro. Tapaza está ubicada en una 
zona bastante fértil, de topografía relativamente ondulada, situada 
en una ladera extensa a orillas de la quebrada. La comunidad cuenta 
con 70 familias asentadas; de las cuales 20 migran temporalmente 
por razones familiares y de trabajo durante un promedio de dos 
meses anualmente. Los sectores que corresponden al asentamiento 
humano permiten zonas de cultivos. Su producción principal son 
los cultivos de papa, maíz, trigo, cebada y arveja. De sus actividades 
agropecuarias, el 42% de la producción total es destinado al consumo 
familiar. La superficie promedio de propiedad de tierra por familia 
es de 4a 10 has. aptos para cultivo en los diferentes pisos ecológicos. 
Tapaza tiene como organización comunal el sindicato agrario que 
depende de la Subcentral Campesina de Uvas Pampa y de la Central 
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Campesina de Independencia. La población escolar del nivel básico 
asiste a la escuela en la misma comunidad de Tapaza, que cuenta 
con una infraestructura seccional, con una población escolar de 125 
alumnos. La asistencia sanitaria que se puede tener en la comunidad 
es la ofrecida en la posta de la comunidad y hospital de Independen- 
cia. La atención médica de casos más delicados debe realizarse en la 
ciudad de Cochabamba. No existe servicio de saneamiento básico. 
El agua para alimentación y aseo personal es de vertientes y arroyos 
existentes en la comunidad (KURMI Cochabamba 2007: 4-6). 


La comunidad de Link'u se encuentra ubicada en el distrito 4 (Ma- 
chaca), primera sección municipal de Independencia de la provincia 
Ayopaya. La distancia de Link'u a la población de Independencia es 
de 17 km (una hora de viaje) y a la ciudad de Cochabamba es de 248 
km (ocho horas de viaje). La comunidad de Link'u limita al norte con 
las comunidades Wancarani y Machaca al sur con Ulupicani, al este 
con la comunidad Pajchani y al oeste con la comunidad de Pukarani. 
El territorio de la comunidad de Link'u se encuentra a una altura de 
entre 2.800 y 4.100 msnm ubicada en la ladera del cerro de Wancarani. 
La comunidad cuenta con 52 familias de las cuales aproximadamente 
15 migran temporalmente por razones familiares y de trabajo, depen- 
diendo de la época de siembra y cosecha. Su producción principal son 
los cultivos de papa, maíz, trigo y cebada. Actualmente las familias 
están iniciando con los cultivos de flores como fuente de ingresos 
económicos. Link"u tiene como organización comunitaria el sindicato 
agrario que depende de la Subcentral Campesina de Wancarani y de 
la Central Campesina de Independencia. La población escolar del 
nivel básico asiste a la escuela en la misma comunidad de Link'u, 
con una población escolar aproximada de 20 alumnos. La asistencia 
sanitaria la realizan en el hospital de Independencia, sin embargo, 
cuentan con un pequeño botiquín dentro la comunidad. No existe 
servicio de saneamiento básico. El agua para alimentación y aseo 
personal es de vertientes y arroyos existentes en la comunidad. 


El nombre de Tapacarí proviene del vocablo aymara quechua thapa 
cari o nido de hombres, la Villa Real de Tapacarí fue creada el 23 de 
enero de 1826, por el mariscal José Antonio de Sucre. La provincia de 
Tapacarí está ubicada al occidente del departamento de Cochabamba, 
limita al norte, este y al sur con la provincia Ayopaya, Quillacollo 
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y Arque, respectivamente; al oeste con la provincia Inquisivi del 
departamento de La Paz y Cercado del departamento de Oruro. 
En la época colonial Tapacarí fue una de las zonas importantes de 
conexión entre los centros mineros y urbanos del altiplano central 
y sur. Actualmente, la provincia se encuentra aislada por falta de 
comunicación. El municipio de Tapacarí corresponde a la primera 
y única sección de la provincia Tapacarí. Política y administrativa- 
mente está dividida en cinco cantones o distritos municipales, que 
son: Challa, Leque, Tapacarí, Tunas Vinto y Ramadas. Está ocupada 
por 258 comunidades campesinas, las que a su vez se agrupan en 
47 subcentrales, cinco centrales regionales y una central provincial, 
afiliada a la Federación Sindical Única de Trabajadores Campesinos 
de Cochabamba. En todo el municipio hay una estructura sindical 
muy sólida. Ante todo en el cantón Challa los sindicatos coexisten con 
las autoridades originarias de los ayllus como son los alcaldes y los 
jilacatas. En todo el municipio de Tapacarí viven alrededor de 26.000 
habitantes (Censo 2001 del INE). El 93% de las familias en Tapacarí 
viven en pobreza. El 55% de la población indígena originaria campe- 
sina de la provincia es de habla quechua; 40,5% de habla aymara. Los 
idiomas predominantes son el quechua en los cantones de Ramadas, 
Tunas Vinto, Tapacarí, y el aymara en los cantones Leque y CH'alla. 
La población de Tapacarí mantiene mucho de su cultura originaria 
y ancestral como son su música, vestimenta, fiestas, espiritualidad y 
alimentación. En los cantones de Tapacarí, Tunas Vinto y Ramadas, 
donde se ha realizado esta investigación, se cultiva sobre todo trigo, 
papa, maíz y forrajes y donde hay riego se cultivan hortalizas (ce- 
bolla sobre todo). Existen yacimientos de piedra caliza, yeso, arena 
y grava. En los cantones de Tapacarí y Ramadas existen mayores 
tierras de valle, lo que permite una mayor intensificación agrícola 
(Honorable Alcaldía Municipal de Tapacarí 2003: 4-17; Honorable 
Alcaldía Municipal de Tapacarí 2009: 15-21; 36; 66; 79). 


El municipio de Capinota se encuentra ubicado en el valle bajo de 
la provincia de Capinota del departamento de Cochabamba y está 
conformado por los cantones de Capinota, Willcabamba, Charamo- 
co, Tokho Halla, Apilla Pampa y Marcabi. El municipio de Capinota 
limita al norte con el Municipio Santibáñez (Segunda Sección de 
Capinota), al sur con el departamento de Potosí, al este con la pro- 
vincia Esteban Arce y al oeste con la provincia de Quillacollo y Sicaya 
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(tercera sección municipal de Capinota). Según el último censo (CPN 
y V-INE, 2001), el total de población localizada en el área rural del 
municipio de Capinota es de 12.179 habitantes, hallándose 44% en 
el área urbana y 56% en el área rural. La Primera Sección Munici- 
pal de la provincia de Capinota se encuentra conformada por seis 
cantones, 11 distritos y 40 OTBs. Capinota es la Capital provincial 
del mismo nombre. El municipio de Capinota cuenta con un basto 
y complejo número de agrupaciones sociales, gremiales, políticas, 
deportivas y de la más diversa índole, así como una alta participación 
de los procesos electorales y de intervención en los asuntos públicos 
relacionados con sus espacios más cercanos de vida y convivencia. 
En épocas prehispánicas, Capinota evidenció un desarrollo cultural 
similar al de los demás valles del departamento de Cochabamba. A 
través de su territorio se produjeron, además, contactos que influen- 
ciaron el desarrollo de las culturas del Periodo Formativo del Norte 
de Potosí. En Capinota coexiste, producto de la migración, un mo- 
saico de expresión cultural conformado por diversos grupos sociales 
provenientes de los pueblos originarios de las diversas latitudes de 
Capinota (Gobierno Municipal de Capinota 2009). 


3. Objetivos, alcances y metodología del estudio 


La presente investigación tuvo como punto de partida los derechos 
de los pueblos indígena originario campesinos, por tanto, el enfoque 
se centró en el análisis de los derechos colectivos y comunitarios. 
El trabajo de investigación tuvo como objetivo general: Determinar 
el estado de la situación de los derechos de los pueblos originarios en la 
Ecorregión de Valles (Independencia, Capinota, Tapacarí), mediante una 
descripción de las formas en que estos pueblos ejercen sus derechos desde su 
propia realidad y cosmovisión, y mediante un análisis de las garantías que el 
Estado otorga para su ejercicio. De este objetivo global se derivaron los 
siguientes objetivos específicos que han funcionado como el marco 
general para la investigación realizada: 


La normativa estatal y su implementación. Establecer los alcan- 
ces y limitaciones en la normativa vigente y su implementación en 
relación a los derechos de los pueblos indígena originario campesinos 
en Bolivia. 
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El ejercicio de los derechos. Establecer las formas en que los pueblos 
indígena originario campesinos de la zona del estudio ejercen sus 
derechos desde su propia realidad y cosmovisión. 


Niveles de articulación. Establecer niveles de articulación entre el 
derecho positivo sobre los derechos de los pueblos indígena originario 
campesinos y las formas en que los pueblos indígena originario cam- 
pesinos ejercen sus derechos desde su propia realidad y cosmovisión 
en la zona del estudio. 


La temática de los derechos de los pueblos indígena originario 


campesinos es amplia y compleja. Con fines de este trabajo, se de- 
limitó el estudio en algunos campos temáticos, los cuales fueron 
identificados entre las prioridades sentidas por los actores indígena 
originario campesinos y por el equipo de investigadores: 


El punto de partida teórico para la comprensión y análisis de 
los derechos de los pueblos indígena originario campesinos en 
este estudio es el derecho a libre determinación. 


Derecho a tierra y territorio por ser un elemento vital de las cul- 
turas indígena originario campesinas y por constituir el espacio 
para el ejercicio de los demás derechos. 


Como un elemento importante de la constitución de un Estado 
plurinacional y de las funciones autónomas de los pueblos 
indígena originario campesinos, se ha analizado el tema del 
derecho indígena originario campesino comunitario”. 


El derecho a educación ha sido tomado en cuenta por ser una 
de las reivindicaciones principales de los pueblos indígena 
originario campesinos para el fortalecimiento y desarrollo de 
sus culturas. 


El derecho a no discriminación es uno de los prerrequisitos para el 
ejercicio de los demás derechos y un tema de mucha actualidad 
en Bolivia. En esta investigación se lo ha tratado en relación 
con los pueblos indígena originario campesinos en general y 
específicamente en relación con el derecho a la participación 
comunitaria de la mujer. 
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Llamado también justicia comunitaria o derecho consuetudinario. 
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El informe de investigación —documento base de esta publica- 
ción— fue organizado bajo estos campos temáticos. Cada capítulo 
temático fue estructurado de la siguiente manera: se inicia con el 
estudio de la normativa vigente y su implementación por el Estado 
en el nivel nacional. Luego se realiza una descripción y análisis de 
la vivencia y el ejercicio de este derecho en las zonas donde se ha 
realizado el estudio empírico. Y, finalmente, se analiza la articulación, 
coordinación y diálogo entre las autoridades del Estado a nivel local 
y las organizaciones originaria campesinas en la zona del estudio. En 
el tratamiento de cada uno de estos derechos, se ha tratado de tomar 
en cuenta los derechos específicos de la mujer indígena originaria 
campesina. 


Según métodos jurídicos correspondientes a la investigación en 
derechos humanos, se realizó el estudio normativo y su implemen- 
tación mediante revisión y análisis de instrumentos internacionales 
vinculantes y no vinculantes”? y la legislación nacional. Para analizar 
la implementación nacional de las normas, una fuente importante 
utilizada fue la documentación relacionada con los diferentes comités 
de derechos humanos de las Naciones Unidas que monitorean el cum- 
plimiento de los tratados internacionales ratificados por el Estado de 
Bolivia. Estos comités analizan el cumplimiento de los compromisos 
relacionados con los derechos y emiten sugerencias y recomendaciones 
en cuanto a cómo el Estado debe mejorar su legislación, políticas pú- 
blicas y la implementación de éstas. Por el tiempo limitado que hubo 
para la realización de esta investigación, se tomó en cuenta solamente 
la normativa más relevante del sistema de las Naciones Unidas, y no lo 
correspondiente al sistema inter-americano de los derechos humanos. 
Por el mismo motivo, en relación con la legislación nacional, en cada 
temática estudiada se analizó la normativa más central, sin hacer una 
revisión exhaustiva de toda la riqueza de normas existentes. 


El trabajo de campo en las comunidades se realizó principalmente 
en base a entrevistas semiestructuradas, participación y realización 
de talleres y reuniones comunitarias, y observación participativa. Se 
condujo la investigación en las comunidades en el idioma quechua, 





13 Esto quiere decir con carácter de implementación obligatoria y no obligatoria. 
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y luego toda la información obtenida fue traducida debidamente al 
español. Se llevaron a cabo las visitas a las comunidades con previo 
consenso y coordinación con los/las dirigentes y sus organizaciones. 
En cambio, las comunidades solicitaron que se les informara sobre te- 
máticas relacionadas con sus derechos. Para cumplir con esta solicitud 
de reciprocidad, se abrieron espacios en las reuniones comunitarias 
y en momentos de entrevista para compartir información sobre los 
derechos de los pueblos indígena originario campesinos. El trabajo 
empírico relacionado con las autoridades e instancias estatales locales 
estuvo basado en entrevistas y revisión de bibliografía y de documen- 
tación. Además se llevaron a cabo entrevistas con autoridades de la 
Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Cocha- 
bamba, de las centrales provinciales de Ayopaya, Capinota y Tapacarí 
y expertos conocedores de la temática y la zona de estudio. 


En la comunidad Tapaza, provincia Ayopaya, se realizaron un total 
de 20 entrevistas con autoridades comunitarias, miembros de base 
(hombres y mujeres), ex dirigentes, personas mayores y profesores. 
El trabajo de campo en la comunidad se realizó en cuatro ocasiones. 
La primera visita fue con motivo de la presentación y aceptación del 
proyecto de investigación y un análisis general de la temática en la 
reunión mensual de la comunidad. La segunda y tercera etapas del 
trabajo de campo consistieron en las entrevistas con personas clave en 
la comunidad y la participación en actividades comunitarias. La última 
visita fue realizada con el objetivo de realizar el taller de validación. 


En la comunidad Link"u, provincia Ayopaya, se realizó un total de 
13 entrevistas. Los entrevistados eran los dirigentes principales de 
las organizaciones comunitarias campesinas, tanto de la organización 
de los varones como la de las mujeres, ex dirigentes, el presidente de 
la junta escolar, miembros de base, personas mayores, el secretario 
ejecutivo de la subcentral y la secretaria ejecutiva de la subcentral. El 
trabajo de campo en Link'u fue realizado en tres etapas. La primera 
para la presentación y aprobación del proyecto de investigación 
mediante la participación en la asamblea mensual de la comunidad, 
donde también se recogieron los primeros insumos sustanciales. 
El segundo viaje fue con el motivo de realizar las entrevistas y la 
tercera visita tuvo como su objetivo el taller de validación. Además 
se realizaron entrevistas con personas clave en Independencia, con 
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autoridades municipales, sindicales, del sector educativo y del poder 
judicial. 


En la provincia Tapacarí se entrevistó a 33 personas represen- 
tantes de las siguientes zonas: cantón Tapacarí, subcentral Pallalli 
(comunidad Uchuquiri); cantón Ramadas, subcentral Ramadas (co- 
munidades Ramadas, Ajuri) y subcentral Waca Playa (comunidad 
K'ara Lawani); y cantón Tunas Vinto, subcentral Tunas Vinto (co- 
munidad Tunas Vinto), subcentral Kallani Grande (comunidad de 
Katariri) y subcentral Tumuyo (comunidades Tumuyo, Sapanani, 
Palka Molino, Mollini, Khochi Pampa, Warangaysa). Se condujeron 
las entrevistas con comunarios, dirigentes y ex dirigentes, de nivel 
comunitario, subcentral y central provincial. El trabajo de campo en 
Tapacarí consistió de cuatro etapas. Previo al primer viaje a Tapacarí 
se conversó y explicó sobre el proyecto de investigación al Secretario 
Ejecutivo de la Central Sindical Única de Trabajadores Originarios de 
la Provincia de Tapacarí y la dirigente principal de la organización 
provincial de las mujeres, los cuales aceptaron la realización de la 
investigación. Luego, se realizaron dos viajes, el primero al cantón 
Tapacarí y el segundo al cantón Tunas Vinto. También se entrevistó a 
autoridades municipales, sindicales, del ámbito escolar y judicial de 
la provincia. En última instancia, se realizó una reunión de convalida- 
ción de la información con el secretario ejecutivo de la organización 
sindical provincial. 


En la provincia Capinota se realizaron seis entrevistas, entre 
otras, al secretario ejecutivo de la organización sindical provincial, al 
subprefecto y a autoridades sindicales de diferentes niveles organi- 
zativos. Se llevó a cabo la investigación de campo en tres etapas. En 
primera instancia, se realizó una reunión con el dirigente principal de 
la organización sindical provincial para explicar los motivos y alcan- 
ces de la investigación, y al contar con su aceptación se realizaron los 
viajes. El primer viaje fue con motivo de aceptación y presentación 
de la investigación, participación de la reunión que llevaban adelante 
los presidentes de las organizaciones territoriales de base de todo el 
municipio de Capinota y los dirigentes de las comunidades. Apro- 
vechando la reunión se procedió a las primeras entrevistas con las 
personas clave. El segundo y tercer viaje fueron para la recolección 
de información. 


Capítulo | 
La base fundamental: el derecho 


a la libre determinación 





Lo que distingue los derechos humanos en general de los derechos 
humanos específicos de los pueblos indígenas es la reivindicación 
de sus derechos colectivos. En el camino hacia el reconocimiento de 
esta reivindicación desde el ámbito internacional de los derechos 
humanos existen dos pasos importantes: el reconocimiento de las 
poblaciones indígenas como pueblos mediante el Convenio 169 de la 
OIT (año 1989), y el reconocimiento de su libre determinación'* median- 
te la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas” (año 2007). Como resultado de estas definiciones 
jurídicas, los pueblos indígenas han adquirido un estatus mucho más 
fuerte en cuanto a la protección de sus derechos, que cualquier otro 
grupo que cuenta con derechos específicos en el ámbito de derechos 
humanos: las minorías étnicas, mujeres, niños, discapacitados y otros. 
La libre determinación es un derecho colectivo de los pueblos, que 
antes era considerado sólo para los estados; o sea, en el derecho in- 
ternacional se interpretaba pueblo como sinónimo de toda la nación 
de un Estado. Mediante la aprobación del Convenio 169 de la OIT se 
cambia este panorama, al reconocer que los indígenas son pueblos 
dentro de sus estados. Este reconocimiento se amplía y clarifica me- 
diante la Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas: su 
Art. 3 explícitamente reconoce el derecho a la libre determinación de 
los pueblos indígenas. 


El reconocimiento del derecho a la libre determinación está funda- 
mentado en el origen precolonial de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos. Según una líder originaria de Ayopaya: 





14 Los términos autodeterminación o libre determinación son sinónimos. 


15 En adelante: la Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas. 
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Somos originarios porque nacimos aquí. En la época de nuestros 
abuelos, en la época de las haciendas casi les hicieron desaparecer [a 
los originarios], entonces ellos buscaron la liberación, somos verda- 
deros originarios desde los incas. Siempre hemos estado aquí, tienen 
que estar reconocidos nuestros derechos (Entrev. No. 100, con Isabel 
Domínguez). 


En el nivel internacional, los estados han reconocido que los indíge- 
nas existían como sociedades organizadas, como pueblos y naciones 
ya antes de la conquista, y que luego fueron sometidos al dominio 
de los poderes coloniales. En las últimas décadas, los estados han co- 
menzado a reconocer esta injusticia histórica mediante la aprobación 
de los nuevos instrumentos jurídicos internacionales arriba mencio- 
nados. Este aspecto está por primera vez presente en la legislación 
boliviana en la nueva Constitución Política del Estado del año 2009. 
El Art. 2 de la Constitución boliviana establece: 


Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y su dominio ancestral sobre sus territorios, 
se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad del Es- 
tado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a 
su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación 
de sus entidades territoriales. 


Según la Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas, 
en su Art. 3, la libre determinación permite a los pueblos indígenas 
“determinar libremente su condición política, [...] como su desarro- 
llo económico, social y cultural”. Este reconocimiento es igual a la 
definición del derecho a libre determinación de todos los pueblos 
[estados] establecido ya en el año 1966 en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, y en el Pacto Internacional de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales'*. A diferencia de los 
dos pactos, que explícitamente establecen que “todos los pueblos 
pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales””, 
la Declaración no menciona los recursos naturales como un elemento 





16 Según el primer artículo de ambos pactos. Estos dos pactos de las Naciones 


Unidas del año 1966 han sido ratificados por el Estado boliviano, y por lo tanto 
están vigentes como parte de la legislación boliviana. 


17 Artículo 1(2) de los dos pactos internacionales. 
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del ejercicio de la libre determinación para el desarrollo de los pue- 
blos. La libre determinación de los pueblos indígenas está definida 
como libre determinación interna y no externa, esto quiere decir 
que no reconoce el derecho de los pueblos indígenas a formar sus 
propios estados independientes. Como mecanismo para el ejercicio 
de la libre determinación, la Declaración, en su Art. 4, prevé la auto- 
nomía o el autogobierno en todos los factores que están relacionados 
con asuntos internos, y reconoce que los pueblos indígenas deben 
tener el derecho a financiar sus autonomías o autogobiernos, pero 
no establece el financiamiento de estos como obligación del Estado. 
El Convenio 169 de la OIT no menciona la libre determinación, ni la 
autonomía, pero de hecho reconoce diferentes derechos, que consti- 
tuyen elementos para el ejercicio del autogobierno, como el derecho 
a la participación y la vigencia de los sistemas propios de derecho 
de los pueblos indígenas. 


Históricamente, la libre determinación ha sido un derecho que 
los estados de manera celosa han guardado exclusivamente para 
ellos mismos. Por lo tanto, es excepcional que el Estado boliviano 
haya incluido este derecho tanto en la Ley No. 3760, que convierte 
la Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas como ley 
nacional, y en la nueva Constitución Política del Estado. La nueva 
Constitución establece la figura de autonomías para el ejercicio de la 
libre determinación indígena originaria campesina. Dentro de esta 
nueva configuración territorial del Estado, existe la posibilidad de 
creación de autonomías departamentales, regionales, municipales e 
indígena originaria campesinas. Las autonomías indígena originaria 
campesinas pueden ser constituidas en sus territorios mediante una 
consulta a la población, y serán ejercidas de acuerdo a las normas, 
instituciones, autoridades y procedimientos de la cultura o pueblo 
correspondiente. En el caso que la conformación de una autonomía 
indígena originaria campesina afecte los límites municipales, se pue- 
de hacer un trámite ante el congreso nacional para la readecuación 
de estos límites". 





18 Nueva Constitución Política del Estado, Artículos 289-296. 
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En la nueva Constitución, la definición de las competencias en el 
caso de las autonomías departamentales, regionales y municipales 
es exacta en la formulación que “son competencias del gobierno 
departamental”. En el caso de las autonomías indígena originaria 
campesinas, en los artículos 298-305, la formulación es más abierta: 
“Las autonomías indígena originaria campesinas podrán ejercer las 
siguientes competencias”. Esta formulación deja espacio para la 
interpretación; dependiendo de las condiciones y aspiraciones que 
tiene cada autonomía indígena originaria campesina, la definición 
de esto dependerá también de la legislación específica que se va a 
adoptar para la implementación de las autonomías. En un escenario 
pesimista se puede pensar también que dejará espacio para la inter- 
pretación, según la voluntad política de cada gobierno que va a haber 
en Bolivia. Las competencias específicas de las autonomías indígena 
originaria campesinas están definidas en los artículos 303-304 de la 
Constitución. Adicionalmente de sus competencias especificas, y 
según el Art. 303, las autonomías indígena originaria campesinas 
asumirán también las competencias de los municipios, “de acuerdo 
con un proceso de desarrollo institucional y con las características 
culturales propias de conformidad a la Constitución y a la Ley Marco 
de Autonomías y Descentralización”. 


El reconocimiento del derecho a libre determinación y autonomía 
mediante la Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas y la 
Constitución Política del Estado es tan reciente, que no se ha logrado 
avanzar mucho con su implementación. El paso importante que se 
ha dado en Bolivia es la incorporación y especificación de estos de- 
rechos en la nueva Constitución. En el nivel de las políticas públicas, 
el Plan Nacional de Desarrollo Bolivia Digna, Soberana, Productiva y 
Democrática para Vivir Bien (2006-2011)'* toma en cuenta el aspecto 
de autonomía y el derecho a la participación de toda la población 
en general, y específicamente de los pueblos indígena originario 
campesinos. Según este Plan: 


Se descentralizará el poder político y económico para que cada 
municipio, región, pueblo originario y departamento sean autónomos 
en políticas territoriales y sectoriales, y en la gestión de propio 





12 Aprobado mediante Decreto Supremo No. 29272 de 12 de septiembre de 2007. 
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desarrollo. De esta descentralización territorial emerge el poder social 
regional mediante la formación de Consejos Regionales de Desarrollo, 
convertidos en espacios consultivos que regionalizan la toma de 
decisiones y permiten que la población genere una nueva capacidad 
de concertar políticas publicas para el desarrollo de su región, de 
acuerdo con sus necesidades y características propias (Ministerio de 
Planificación del Desarrollo 2007: 68). 


Un derecho humano cercanamente conectado con la libre deter- 
minación es el derecho al desarrollo como un derecho de los pueblos. 
El Plan Nacional de Desarrollo adopta la visión de desarrollo de los 
pueblos indígena originario campesinos “el vivir bien” como la vi- 
sión nacional de desarrollo. Según este planteamiento, el vivir bien 
es “una visión cosmocéntrica que supera los contenidos etnocéntricos 
de desarrollo”. Según el gobierno nacional, este planteamiento de 
desarrollo, está basado en la concepción de las culturas originarias 
e indígenas de Bolivia y respeta la diversidad e identidad cultural 
sin asimetrías de poder, bajo la visión de que “no se puede vivir bien 
si los demás viven mal”. Un elemento central de esta visión es la 
búsqueda de armonía con la naturaleza (Ministerio de Planificación 
del Desarrollo 2007: 2-3). No se conoce otras experiencias similares, 
donde un parámetro indígena originario campesino del desarrollo 
haya sido adoptado como el orientador central de las políticas de 
desarrollo nacional. Cabe destacar que falta todavía fortalecer las 
acciones concretas y asignaciones presupuestarias adecuadas para 
su puesta en práctica”. En diferentes aspectos del desarrollo, por 
ejemplo, el de las políticas de extracción de recursos hidrocarburífe- 
ros, habría que analizar de manera más específica cómo esta visión 
integral de vivir bien podría realmente ser plasmada en la acción del 
gobierno en todos sus niveles. 


El mecanismo para el ejercicio de la libre determinación previsto 
en la nueva Constitución es la autonomía o el autogobierno, que 
se manifiesta principalmente mediante el reconocimiento de las 
instituciones indígena Originaria campesinas y la consolidación de 
sus entidades territoriales. En los siguientes capítulos se tratarán 





2 Ver, por ejemplo, Políticas públicas para los pueblos indígenas en América Latina de 


Angela Meentzen (2007: 210). 
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algunos de estos derechos que son vitales para el ejercicio de la libre 
determinación, entre ellos: la territorialidad, el derecho propio o sis- 
temas jurídicos indígena originario campesinos, y la institucionalidad 
indígena originaria campesina en relación con temas del desarrollo 
local y la educación. 


En el siguiente cuadro se hace un resumen de la normativa exis- 
tente en el nivel nacional e internacional sobre el reconocimiento del 
derecho a la libre determinación y autonomía de los pueblos indígena 
originario campesinos, así como el reconocimiento de las institucio- 
nes propias de los pueblos indígenas y el derecho al desarrollo como 
derechos conexos al ejercicio de la libre determinación. 











originario campesinos en el marco de la unidad del Estado. 
Consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a 


Derecho Contenido”! Fuente 
Libre Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determi- Declaración de 
determinación nación. En virtud de ese derecho determinan libremente su la ONU: Art. 3 

condición política y persiguen libremente su desarrollo eco- 
nómico, social y cultural. 
Se garantiza la libre determinación de los pueblos indígena | Nueva 


Constitución 
Política del Estado 

















buciones y competencias, en armonía con la Constitución 
y la ley. 





sus culturas, al reconocimiento de sus instituciones y a la (CPE): Art. 2 

consolidación de sus entidades territoriales. y 30(4) 
Autonomía o Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre | Declaración de 
autogobierno determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogo- la ONU: Art. 4 

bierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos inter- 

nos y locales, así como a disponer de medios para financiar 

sus funciones autónomas. 

El autogobierno es el ejercicio de la libre determinación Nueva CPE: 

de las naciones y los pueblos indígena originario campesi- Art. 289 

nos, cuya población comparte territorio, historia, lenguas, y 

organización o instituciones jurídicas, políticas, sociales y 

económicas propias. 

El autogobierno se ejercerá de acuerdo a sus normas, insti- | Nueva CPE: 

tuciones, autoridades y procedimientos, conforme a sus atri- | Art. 289 (II) 





(Continúa en la siguiente página) 
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Por cuestiones de espacio, los textos normativos a los cuales se hace referencia 
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(Continuación de la anterior página) 












































Son autonomías indígena originario campesinas los territo- Nueva CPE: 
rios indígena originario campesinos (10C) y los municipios Art. 291 
y regiones que adoptan tal cualidad. 
Si la conformación de una autonomía lOC afectase límites de | Nueva CPE: 
distritos municipales, el pueblo IOC y el gobierno municipal | Art. 293 (11) 
deberán acordar una nueva delimitación distrital. Si afecta- 
se límites municipales, deberá seguirse un procedimiento 
ante la Asamblea Legislativa Plurinacional. 
La conformación de la autonomía se basa en los territorios Nueva CPE: 
ancestrales, actualmente habitados por esos pueblos y na- | Art. 290, 293 
ciones, y en la voluntad de su población expresada en con- 
sulta, de acuerdo a la Constitución y la ley. 
Instituciones Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las es- Declaración 
propias ructuras y a elegir la composición de sus instituciones de de la ONU: 
conformidad con sus propios procedimientos. Art. 33(2) 
Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarro- | Declaración 
lar y mantener sus estructuras institucionales y sus propias | de la ONU: 
costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, Art. 34 
prácticas y costumbres o sistemas jurídicos. 
Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar | Declaración 
sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, de la ONU: 
sociales y culturales. Art. 5 
El Estado deberá establecer los medios para el pleno desa- | Convenio 169 de 
rrollo de las instituciones e iniciativas de los pueblos indí- la OIT: Art. 6(1)(c) 
genas, y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin. 
Los sujetos de la participación popular son las Organizacio- | Ley de 
nes Territoriales de Base, expresadas en comunidades cam- | Participación 
pesinas, pueblos indígenas y juntas vecinales, organizadas | Popular: Art. 3 
según sus usos, costumbres o disposiciones estatutarias. 
Derecho a Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación, al | Declaración de 
desarrollo mejoramiento de sus condiciones económicas y sociales. la ONU: Art. 21(1) 





Los estados adoptarán medidas, eficaces y, cuando proce- 
da, medidas especiales para asegurar el mejoramiento con- 
tinuo de sus condiciones económicas y sociales. 


Declaración de 
la ONU: Art. 21(2) 








Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a ela- 
borar prioridades y estrategias para el ejercicio de su dere- 
cho al desarrollo y la utilización de sus tierras o territorios y 
otros recursos. En particular, los pueblos indígenas tienen 
derecho a participar activamente en la elaboración y deter- 
minación de los programas económicos y sociales que les 
conciernan y, en lo posible, administrar esos programas 
mediante sus propias instituciones. 





Declaración de 
la ONU: 

Art. 23 y 32; 
Convenio 169 de 
la OIT: Art. 7(1) 











(Continúa en la siguiente página) 
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(Continuación de la anterior página) 





El Estado debe velar por que se efectúen estudios, en coope- | Convenio 169 de 
ración con los pueblos indígenas, a fin de evaluar la inci- la OIT: Art. 7(3) 
dencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente 
que las actividades de desarrollo previstas puedan tener so- 
bre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán 
ser considerados como criterios fundamentales para la eje- 
cución de las actividades de desarrollo. 

Las autonomías lOC tienen competencia en relación con la | Nueva CPE: 
definición y gestión de formas propias de desarrollo econó- | Art. 304(2) 





mico, social, político, organizativo y cultural, de acuerdo con 
su identidad y visión de cada pueblo. 

















Comunarios de Independencia entrando a La Paz en la marcha de octubre 2008, por la 
aprobación de la nueva Constitución. (Foto: José Cerruto) 


Capítulo ll 
Territorialidad 





1. Normativa vigente sobre territorio y tierra y su implementación 
por el Estado 


El territorio es fundamental para el buen vivir de los pueblos indí- 
gena originario campesinos, asimismo es la base para el ejercicio de 
la libre determinación y autonomía. Una definición jurídica del con- 
cepto de territorio se encuentra en el Convenio 169 de la OIT, según 
el cual, el territorio “cubre la totalidad del hábitat de las regiones que 
los pueblos interesados [indígenas] ocupan o utilizan de alguna otra 
manera”. La Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas 
no cuenta con definiciones de tierra o territorio. La nueva Constitu- 
ción Política del Estado en Bolivia toma en cuenta varios elementos 
de la visión territorial indígena originaria campesina. En el preám- 
bulo de esta carta magna se hace referencia a la “sagrada Madre 
Tierra” y “Pachamama”? y reconoce, en el Art. 270, “la preexistencia 
[precolonial y anterior al establecimiento de las fronteras del Estado] 
de las naciones y pueblos indígena originario campesinos” entre 
los principios que rigen la organización territorial del Estado boli- 
viano. Comúnmente en el discurso de derechos indígena originario 
campesinos se maneja de manera conjunta los conceptos de tierra y 
territorio. Sin embargo, hay que diferenciar que el derecho a la tierra 
comprende principalmente los derechos económico-productivos e 





2 Artículo 13(2) del Convenio 169 de la OIT. Además, este artículo indica que la 
utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 de este Convenio deberá 
incluir el concepto de territorios. 
Pachamama es un concepto más integral que la tierra. El término pacha se asocia 
con el tiempo, espacio y cosmos. 
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incluso aspectos culturales y espirituales; cuando la territorialidad 
es un concepto mucho mas amplio, que abarca los derechos políti- 
cos colectivos, un control jurisdiccional mediante el reconocimiento 
del ejercicio del derecho propio indígena originario campesino y un 
manejo más integral de los recursos naturales. Al reconocer, en el Art. 
403(D, “la integralidad del territorio indígena originario campesino”, 
la nueva Constitución incluye los siguientes derechos: 


* Derecho a la tierra. 


» Derecho al uso y aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales 
renovables (en las condiciones determinadas por la ley). 


* Derecho a la consulta previa e informada. 


* Derecho a la participación en los beneficios por la explotación de los 
recursos naturales no renovables. 


+ La facultad de aplicar las normas propias, administradas por sus 
estructuras de representación. 


» Derecho a definir su desarrollo de acuerdo a sus criterios cultu- 
rales y principios de convivencia armónica con la naturaleza. 


De esta manera la Constitución recoge y define de manera más es- 
pecífica los derechos principales relacionados con la territorialidad ya 
reconocidos mediante los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, que son el derecho a: tierra, recursos naturales, consulta 
y participación, desarrollo y el reconocimiento de los sistemas pro- 
pios de derecho. Según la definición dada en la Constitución, en su 
Art. 403(1)), el territorio indígena originario campesino comprende 
áreas de producción, áreas de aprovechamiento y conservación de 
los recursos naturales y espacios de reproducción social, espiritual 
y cultural. Por lo tanto, la nueva Constitución Política asume la rei- 
vindicación indígena por la territorialidad de una manera que toma 
en cuenta las dimensiones políticas, sociales, culturales, económico- 
productivas, espirituales, geográficas y jurídicas. De esta manera se 
establecen derechos importantes para encaminar el derecho a libre 
determinación. 


Los derechos de los pueblos indígena originario campesinos 
relacionados con la territorialidad tienen una multiplicidad de 
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dimensiones diferentes. Según la legislación vigente, el Estado debe 
asegurar el reconocimiento jurídico de los territorios y tierras que 
los pueblos indígena originario campesinos tradicionalmente han 
poseído, ocupado, utilizado o adquirido, respetando sus propias 
costumbres, tradiciones y sistemas de tenencia de la tierra”. Sin 
embargo, los derechos a territorio y tierra no están condicionados 
a este reconocimiento formal (titulación) por parte del Estado. En 
relación con los criterios de equidad de género, se ha establecido 
que el Estado tiene la obligación de promover políticas dirigidas a 
eliminar todas las formas de discriminación contra las mujeres en el 
acceso, tenencia y herencia de la tierra”. El Estado debe garantizar 
el derecho a participación y consulta previa a todas las medidas 
administrativas y legislativas que planifica y ejecuta el Estado en 
todos sus niveles, y que posiblemente puedan afectar los derechos 
indígena originario campesinos”. 


Para una implementación inicial de algunos aspectos de la territo- 
rialidad, más que todo lo relacionado con las tierras, un instrumento 
vigente es la Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agra- 
ria, que faculta la creación de las Tierras Comunitarias de Origen 
(TCO) y la titulación de tierras comunarias. Esta ley en su Art. 
3(IID) indica que la denominación de tierras comunitarias de origen 
comprende el concepto de territorio indígena, de conformidad a la 
definición establecida en el Convenio 169 de la OIT. Según esta ley, 
en su Art. 41(5), las TCO son “espacios geográficos de los pueblos 
indígena-originarias, a los cuales han tenido tradicionalmente acceso 
y donde mantienen y desarrollan sus propias formas de organización 
económica, social y cultural”. Las propiedades comunarias, en cambio, 
como establece el Art. 41(6), son aquellas “tituladas colectivamente 
a comunidades campesinas y ex haciendas y constituyen la fuente 
de subsistencia de sus propietarios”. La nueva Constitución Política 
del Estado, en su Art. 394(IID), reconoce la diversidad de contextos 
de manejo de tierras y territorio en los pueblos indígena originario 





2 Declaración de la ONU sobre los Derechos Indígenas: Art. 26; y Convenio 169 


de la OIT: Art. 14. 


Nueva Constitución Política del Estado, Art. 402 (2); Ley de Reconducción 
Comunitaria del INRA, Art. 3(V); y su Reglamento, Art. 3(e). 


Ver el cuadro al final de este acápite. 
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campesinos de Bolivia, al establecer que las “comunidades podrán 
ser tituladas reconociendo la complementariedad entre derechos 
colectivos e individuales respetando la unidad territorial con iden- 
tidad”. la Ley de Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria 
incorpora como causal de reversión al Estado el incumplimiento de 
la función económico-social de la propiedad, y toda tierra expropiada 
por causa de utilidad pública pasa a ser dotada “exclusivamente a 
favor de pueblos indígenas y / o originarios” que carezcan de tierras 
suficientes. 


La implementación de los derechos a tierra y territorio están en 
proceso, pero su cabal cumplimiento sigue siendo uno de los princi- 
pales problemas de los derechos indígena originario campesinos en 
Bolivia. El relator especial de las Naciones Unidas sobre los derechos 
indígenas ha remarcado, que: “La negación del acceso a la tierra y 
el territorio, tal y como es reconocido por la Declaración [de la ONU 
sobre los Derechos Indígenas], es la principal preocupación de las 
comunidades indígenas del país y la principal fuente de los abusos 
a sus derechos””. Según el análisis realizado por el relator especial, 
las reformas legislativas impulsadas por el gobierno del presidente 
Morales Ayma, han introducido 


cambios sustantivos al régimen agrario anterior, favoreciendo la 
distribución de tierras a los pueblos indígenas que no poseen tierra 
suficiente O requieren de tierras adicionales para complementar su 
territorio. La nueva política de titulación de tierras indígenas ha 
brindado sus frutos. Según datos del INRA [Instituto Nacional de 
Reforma Agraria], desde la llegada al Gobierno [a partir del año 2006] 
se han titulado 3.889.291 has, frente a 5.516.210 que se titularon en el 
periodo 1996-2006. Sin embargo, a pesar de todos los esfuerzos des- 
plegados, persisten serios retrasos en la tramitación de las numerosas 
demandas pendientes de titulación de "ICO, debido en parte a las 
limitaciones presupuestarias”, 


A pesar de los avances legislativos y el aumento de la dotación de 
las tierras a favor a los pueblos indígena originario campesinos en 





27 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 


Libertades Fundamentales de los Indígenas (25/11-7/12/ 2007), para 7. 
2 Tbid., para 30-31. 
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los últimos años, sigue existiendo una estructura altamente desigual 
de la distribución de las tierras. El Comité de Derechos Económi- 
cos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas que monitorea el 
cumplimiento del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales recientemente ha manifestado su preocupación 
porque “el derecho a la tierra y, en particular, a los territorios ances- 
trales no están debidamente garantizados a los pueblos indígenas”. 
Observa con preocupación que “casi el 70% de las tierras pertenecen 
a únicamente al 7% de la población””. El Comité alienta al Estado bo- 
liviano a continuar con sus esfuerzos relacionados a la demarcación 
y recuperación de las tierras y territorios ancestrales de los pueblos 
indígenas. Asimismo, recomienda que la Ley de Reconducción Co- 
munitaria de la Reforma Agraria, el Plan Nacional de Distribución 
de Tierras Fiscales y el Plan Nacional de Asentamientos Humanos 
deberían hacerse pronto operacionales para avanzar en la titulación 
de las tierras indígenas”. 


Asimismo, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de las Naciones Unidas ha tomado la cuestión de tierras como 
un punto en su agenda relacionado con los derechos de los pueblos 
indígenas. El año 2003 el Comité, al revisar la implementación de los 
derechos indígenas en Bolivia, 


señala a la atención del Estado Parte su Recomendación general No. 
XXIIP* en la que, entre otras cosas, se exhorta a los Estados Partes a 
que reconozcan y protejan los derechos de las poblaciones indígenas 
a poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos 
comunales, y en los casos en que se les haya privado de sus tierras 





2 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observaciones Finales: 


Bolivia (8/8/2008), para 23. 
20 Tbid., para 36. 


$1 General Recommendation XXIII: Indigenous Peoples (18/8/1997), para 5. Esta es 
una recomendación emitida por parte del Comité a todos los estados partes 
que han ratificado la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial. Es una directriz de cómo implementar 
la Convención en relación a los derechos específicos de los pueblos indígenas. 
Aunque la Convención no es un instrumento dirigido especialmente hacia los 
pueblos indígenas, mediante la interpretación que el Comité le ha dado ha 
llegado a comprender este enfoque. 
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y territorios, de los que tradicionalmente eran dueños, o se hayan 
ocupado o utilizado esas tierras y territorios sin el consentimiento 
libre e informado de aquellas poblaciones, que adopten medidas para 
que les sean devueltos las tierras y los territorios”. 


Uno de los elementos que ha dificultado el ejercicio de la te- 
rritorialidad indígena originaria campesina es que muchas veces 
sus territorios no coinciden con la división territorial estatal. Otro 
elemento es que, mediante la creación de la participación popular 
y descentralización del Estado, se ha fortalecido la presencia del 
Estado mediante los mecanismos establecidos por la nueva legisla- 
ción, y así ha surgido “una estructura paralela que competía con las 
autoridades indígenas tradicionales en las regiones rurales, cuando 
en el pasado no se había interferido con ellas”*. Este aspecto se ha 
tratado de corregir en la nueva Constitución Política del Estado que, 
entre otros aspectos, en los artículos 294 y 295, abre la posibilidad de 
reconfigurar la división territorial municipal para ser coincidente con 
los límites de las autonomías indígena originaria campesinas. 


Existen diferentes visiones en los expertos acerca del alcance de 
la protección de derechos que puede dar la titulación como TCO. 
Según un representante del INRA departamental en Cochabamba, 
con la titulación de la TCO se garantiza el área titulada como espa- 
cio de dominio de las comunidades, protegiendo el territorio del 
avasallamiento de terceros y que los recursos renovables en una 
TCO son de dominio de las comunidades (Entrev. No. 95, con Ger- 
mán Pardo). En cambio, por ejemplo, José Luis López ha planteado 
que en relación a los derechos que tienen las empresas petroleras y 
mineras para Operar en sus concesiones, éstos se sobreponen a los 
derechos de los pueblos indígena originario campesinos en una TCO, 
y en estos casos la posibilidad de una autodeterminación indígena 
originaria campesina es lejana (2005: 114-115). Para subsanar de 
alguna manera esta situación de conflicto de intereses en relación 
a los recursos naturales en las TCO, un camino puede ser que el 





%2 Observaciones Finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 


(10/12/2003): Bolivia, para 13. 


Este aspecto ha sido analizado por muchos autores. Ver, por ejemplo, Angela 
Meentzen (2007: 184). 


33 


TERRITORIALIDAD 27 





gobierno nacional implemente de manera consciente el derecho de 
consulta de los pueblos indígena originario campesinos. Mediante la 
consulta habrá la posibilidad de por lo menos participar en la toma 
de decisiones sobre el uso de los recursos naturales no renovables en 
la TCO, y en el caso que se decida comenzar con la explotación de 
los recursos, llegar a un acuerdo sobre medidas de compensación. 
En años pasados el derecho a la consulta ha sido uno de los derechos 
indígenas mas violados en Bolivia. Existen varios pronunciamientos 
de la OIT sobre la violación de este derecho en relación a la falta del 
cumplimiento del Convenio 169 de la OIT”*. En los últimos años la 
legislación boliviana ha mejorado en este aspecto, al incorporar al 
cuerpo legal, por ejemplo, el Reglamento de consulta y participación 
para actividades hidrocarburíferas. Según Meentzen, en su estudio 
comparativo entre México, Guatemala, Ecuador, Perú y Bolivia, 


[h]asta la asunción al poder de Evo Morales y a pesar de contar con 
una ley nacional para la implementación del Convenio 169 de la OIT, 
no existían normas claras en relación con las consultas a la población 
afectada, sobre todo en el caso de la explotación de reservas naturales 
en territorios indígenas. No obstante, hoy en día Bolivia es el único 
país en el que se ha intentado armonizar la explotación de los recursos 
naturales con los derechos indígenas (2007: 193). 


En el siguiente cuadro se hace un resumen del derecho internacio- 
nal y nacional vigente en Bolivia sobre el derecho a territorio y tierra 
de los pueblos indígena originario campesinos*: 




















Derecho Contenido Fuente 
Relación El Estado debe respetar la importancia especial y valor es- Convenio 169 de 
espiritual piritual que tienen los pueblos indígenas en relación con la OIT: Art. 13; 
con la tierra sus tierras y territorios, y en particular los aspectos colec- Declaración de 
y el territorio tivos de esa relación. la ONU: Art. 25 





(Continúa en la siguiente página) 





34 OIT, CEACR. Individual Observation concerning Convention No. 169, Indigenous and 
Tribal peoples, 1989. Bolivia 2003. 

5 Por el tiempo limitado de esta investigación, se ha revisado sólo la legislación 
general relacionada a tierra y territorio, y no la legislación específica, por ejemplo, 
sobre recursos naturales. 
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Derecho a 
propiedad de 
tierra, territorio 
y recursos 
naturales 


Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, de- 
sarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que tradi- 
cionalmente han poseído, ocupado, utilizado o adquirido. 


Declaración de 
ONU: Art. 26; 
Convenio 169 de 
la OIT: Art. 14 





El Estado debe asegurar el reconocimiento jurídico de esas 
tierras, territorios y recursos, respetando las costumbres, tra- 
diciones y sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos 
indígenas. 


Declaración de 
ONU: Art. 26 





El Estado debe facilitar procedimientos adecuados para so- 


Convenio 169 de 








lucionar las reivindicaciones de tierras de los pueblos a OIT: Art. 14 
indígenas. 

Las comunidades podrán ser tituladas reconociendo la ueva CPE: 
complementariedad entre derechos colectivos e individuales | Art. 394(111) 
respetando la unidad territorial con identidad. 

Los títulos de TCO otorgan a favor de los pueblos y comuni- | Ley de 


dades indígenas y originarias la propiedad colectiva sobre 
sus tierras, reconociéndoles el derecho a participar del uso 
y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales re- 
novables existentes en ellas. 


Reconducción 
Comunitaria del 
NRA: Art. 3(111) 





Los programas agrarios nacionales deben garantizar a los 
pueblos indígenas las mismas condiciones que a otros sec- 
tores de la población para: 

a) la asignación de tierras adicionales cuando las tierras de 
que dispongan sean insuficientes para garantizarles una 
existencia normal o para hacer frente a su posible creci- 
miento numérico; 

b) el otorgamiento de los medios necesarios para el desa- 
rrollo de las tierras que ya poseen. 


Convenio 169 de 
a OIT: Art. 19 








Derechos de 
la mujer en 
relación 

a tierra y 
territorio 


Se aplicará criterios de equidad en la distribución, adminis- 
tración, tenencia y aprovechamiento de la tierra a favor de 
la mujer, independientemente de su estado civil. 


Ley de 
Reconducción 
Comunitaria de 
la INRA: Art. 3(V); 
su Reglamento: 





Art. 3(e) 
El Estado tiene la obligación de promover políticas dirigidas | Nueva CPE: 
a eliminar todas las formas de discriminación contra las Art. 402(2) 


mujeres en el acceso, tenencia y herencia de la tierra. 





Conservación 

de la capacidad 
productiva y de 
medio ambiente 





Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y 

protección del medio ambiente y de la capacidad productiva 
de sus tierras o territorios y recursos. El Estado deberá esta- 
blecer y ejecutar programas de asistencia de conservación. 


Declaración de 
la ONU: Art. 29 








El Estado deberá establecer y ejecutar programas de asis- 
tencia a los pueblos indígenas para asegurar esa conserva- 
ción y protección, sin discriminación. 





Declaración de 
la ONU: Art. 29 


(Continúa en la siguiente página) 
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Es deber del Estado y de la población conservar, proteger 
y aprovechar de manera sustentable los recursos naturales 
y la biodiversidad, así como mantener el equilibrio del 
medio ambiente. 


Nueva CPE: 
Art. 342 














de territorios 
indígenas 


Derecho a El Estado debe consultar a los pueblos indígenas mediante | Declaración de 
consulta sus organizaciones representativas a fin de obtener su con- | la ONU: Art. 32; 
sentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier pro- | Convenio 169 de 
yecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos la OIT: Art. 15; 
(especialmente cuando trata la explotación de recursos mi-. | Nueva CPE: 
nerales, hídricos o de otro tipo). Art. 403(1) 
La población tiene derecho a la participación en la gestión Nueva CPE: 
ambiental, a ser consultado e informado previamente sobre | Art. 343 
decisiones que pudieran afectar a la calidad del medio 
ambiente. 
La explotación de recursos naturales en determinado territo- | Nueva CPE: 
rio estará sujeta a un proceso de consulta a la población Art. 352 
afectada, convocada por el Estado, que será libre, previa e 
informada. En las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, la consulta tendrá lugar respetando sus nor- 
mas y procedimientos propios. 
Derecho a Si se decide iniciar con proyectos/explotación, el Estado Declaración de 
reparación debe proveer mecanismos eficaces para la reparación justa | la ONU: Art. 32; 
justa en relación | y equitativa por cualquiera de esas actividades. Convenio 169 de 
a proyectos o la OIT: Art. 15; 
explotación de Nueva CPE: 
recursos dentro Art. 403(1) 





Uso y aprove- 
chamiento de 
los recursos 
naturales 
dentro del 
territorio 
indígena 


El Estado debe proteger los derechos de los pueblos indíge- 


Convenio 169 de 





nas a los recursos naturales existentes en sus tierras, en re- a OIT. Art. 15 
lación con la participación en la utilización, administración y 

conservación de estos recursos. 

Se garantizan los derechos de los pueblos y comunidades Ley de 


indígenas y originarias sobre sus tierras comunitarias de 
origen y el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales renovables. Tienen el derecho a participar del uso 


Reconducción 
Comunitaria de 
a INRA: 





y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales re- Art. 3(111) 
novables. 

Derecho a la gestión territorial indigena autónoma, y al uso y ueva CPE: 
aprovechamiento exclusivo de los recursos naturales reno- Art. 30(17), 
vables existentes en su territorio. Art. 403(1) 





Prohibición de 
desposesión 
de tierras, 
territorios o 
recursos de las 
comunidades 
indígenas 








El Estado establecerá mecanismos eficaces para la preven- 
ción y el resarcimiento de todo acto que tenga por objeto o 
consecuencia desposeerlos de sus tierras, territorios o 
recursos. 





Declaración de 
a ONU: Art. 8(2b) 
y 10 











(Continúa en la siguiente página) 
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Derecho a 
restitución e 
indemnización 


Derecho a la reparación, por las tierras, los territorios y los 
recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado o 
utilizado y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, 
utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e in- 
formado, mediante la restitución o, cuando ello no sea posi- 
ble, una indemnización justa y equitativa en tierras, territorios 
y recursos de igual calidad, extensión y condición jurídica. 


Declaración de 
la ONU: Art. 28 








ción en la comisión agraria nacional y departamental. 


Intrusión en El Estado debe impedir toda intrusión o uso no autorizado Convenio 169 de 
territorios de personas ajenas en tierras indígenas, y en el caso que la OIT: Art. 18 
indígenas esto haya ocurrido contar con leyes que prevén sanciones 

apropiadas contra ello. 
Participación Las organizaciones indígenas tienen derecho a la participa- | Ley de 


Reconducción 
Comunitaria del 
INRA: Art. 10-16 





Participación 
y consulta 





Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la to- 
ma de decisiones en cuestiones que afecten sus derechos, 
mediante representantes elegidos por ellos mismos, de 
acuerdo con sus propios procedimientos. 


Declaración de 
la ONU: Art. 18 





El Estado debe establecer los medios a través de los cuales 
los pueblos indígenas puedan participar libremente a todos 
los niveles en la toma de decisiones en instituciones electivas 
y organismos administrativos y de otra índole responsables 
de políticas y programas que les conciernan. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 6(1)(b) 





El Estado debe consultar a los pueblos indígenas, mediante 
procedimientos apropiados y a través de las instituciones 
representativas indígenas, antes de adoptar y aplicar medi- 
das legislativas o administrativas que puedan afectar a los 


Declaración de 
la ONU: Art. 19; 
Convenio 169 de 
la OIT: Art. 6(1-2); 











pueblos indígenas. Las consultas deberán efectuarse de Nueva CPE: 
buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, Art. 30(15) 
con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consenti- 

miento acerca de las medidas propuestas. 

En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la Nueva CPE: 
consulta respecto a la explotación de los recursos naturales | Art. 30(15), 
no renovables en el territorio que habitan. 352, 403 








2. La comunidad originaria campesina y su control sobre la 
tierra 


Según los datos estadísticos sobre el municipio de Independen- 
cia, en las comunidades rurales del municipio el 95% de las familias 
poseen tierras y el restante 5% no dispone de tierra propia; trabaja la 
tierra en alquiler, compañía u otras formas de trabajo comunitario. 
Existen también pequeñas propiedades comunitarias cuya propie- 
taria es la comunidad en su conjunto; el tamaño de estas parcelas 
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varía de 2 a 10 has. Esta forma de tenencia básicamente está dada 
por terrenos de uso común en serranías para pastoreo o son terrenos 
marginales utilizados para la construcción de infraestructura de edu- 
cación, salud y deporte. También son utilizados para sedes sindicales 
y cementerios. Solo 3% de las tierras cultivables está bajo riego. La 
mayoría de los pobladores formalmente no tienen títulos de sus pro- 
piedades (Gobierno Municipal de Independencia 2002: 91-95). 


Las comunidades Tapaza y Link'u en Ayopaya son zonas de ex 
haciendas. Sin embargo, hasta hoy siguen existiendo las haciendas en 
algunas comunidades de la zona. Las familias comenzaron a organi- 
zarse para defender las tierras que habían trabajado un poco antes de 
la Reforma Agraria, “porque ya se escuchaban rumores de lo que se 
venia, entonces tenían que estar unidos para defender las tierras, así 
es que empezaron a organizarse y poco a poco fueron consolidándo- 
se hasta lo que es el sindicato” (Entrev. No. 99, con Mario Bascopé). 
Después de la Reforma Agraria, la consolidación de los sindicatos fue 
más sólida. Con el pasar del tiempo, las organizaciones sindicales que 
inicialmente surgieron conformadas por varias comunidades fueron 
dividiéndose por diferentes razones. Por ejemplo, las comunidades 
de Tapaza, Tabluni y Phulluni, que pertenecieron a una hacienda e 
inicialmente conformaron el sindicato de Uvas Pampa, actualmente 
y por razones de distancia componen cada una su propio sindicato. 
Estas organizaciones sindicales siguen manteniendo la organización 
comunitaria con raíces tradicionales desde la generación de los abue- 
los mediante el manejo y administración de las tierras según normas 
y procedimientos propios. 


Existen dos modalidades de obtención de tierras en Tapaza y 
Link”u: por un lado, la modalidad de los “piqueros”, que son aquellos 
que no trabajaron en las haciendas y que compraron las tierras de los 
hacendados en parcelas antes de la Reforma Agraria. Por otro lado, 
la modalidad de los “parcelarios”, “arrenderos” o “piujaleros”, quie- 
nes recibieron grandes extensiones de tierras ya antes de la Reforma 
Agraria, haciendo trabajar las tierras de los patrones contratando a 
otras personas. Después de la Reforma Agraria, ellos se quedaron con 
estas tierras de los patrones, y los que trabajaban con los arrenderos 
se quedaron con tierras en extensiones menores. Según lo que relata 
un ex dirigente de Link'u, 
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Antes era por arrenderos, una sola persona arrendaba y contrataba a 
personas que trabajen la tierra y ellos por eso tienen grandes tierras. 
Los arrenderos agarraron de los patrones las tierras para cultivar 
y ellos se quedaron con las haciendas de los patrones, y los que no 
eran arrenderos tienen pequeñas tierras. Los que trabajaban para los 
arrenderos tienen pequeñas tierras, por eso otros tienen una hectárea 
y media, media hectárea, otros tienen ocho hectáreas. Los arrenderos 
son varios no más, como 10 personas hay aquí, y nosotros los que 
tenemos pequeñas tierras nos compramos (Entrev. No. 22, con Rufino 
Salas). 


En Tapaza y Link"u en general las familias poseen títulos de sus tie- 
rras, sin embargo, en muchos casos, los títulos no están actualizados, 
están registrados con el nombre de los papás, abuelos o tíos. 














El territorio ayopayeño. (Foto: PROBONA) 


La tenencia de la tierra en Tapaza y Link'u es principalmente 
familiar-individual. Existen tierras comunitarias llamadas cooperati- 
vas, que son espacios pequeños, donde se realiza trabajo comunitario 
y la cosecha se destina al beneficio de toda la comunidad, por ejem- 
plo, para gastos de la escuela o gastos de viajes de las autoridades 
comunitarias. En Tapaza existe un terreno de la escuela que toda la 
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comunidad labra conjuntamente para obtener productos o ingresos 
para la escuela, o que se arrienda para obtener fondos. En Tapaza hay 
también un área de forestación comunitaria, de la que se extraen y 
venden árboles para postes de electricidad en beneficio de la comuni- 
dad. En la comunidad de Link'u estos lugares se llaman choros, son 
lugares que están bordeados de ríos cerca del cerro, en los cuales se 
realizan plantaciones de eucalipto para toda la comunidad. En Tapa- 
za, en la parte de la puna, donde no hay riego, la comunidad decide 
dónde cultivar cada año, aunque son tierras de propiedad familiar. 
En esas zonas cada familia tiene tierras en lonjas largas hasta el cerro. 
Dependiendo de la extensión de la tierra, son divididas en cuatro, 
cinco o más trechos, que son manejados de manera rotativa para la 
siembra de diferentes productos, descanso y pastoreo. Es un manejo 
ancestral de cultivos y una forma de asegurar lugares de pastoreo y 
de abono de las tierras. Según la decisión comunitaria, las familias 
propietarias realizan la siembra en los mismos trechos (Entrev. No. 
99, con Mario Bascopé). En las propiedades individuales cada familia 
decide por su cuenta lo que siembra en los terrenos: “Si queremos 
sembrar papa, sembramos papa, cuando queremos sembrar maíz, 
sembramos maíz, algunos siembran oca, habas, lisas” (Entrev. No. 
18, con Ananías Véliz). 


Aunque en las comunidades estudiadas la forma de tenencia de 
tierra es casi exclusivamente individual, existen mecanismos de con- 
trol comunitario. Esto implica que las familias no pueden disponer 
libremente de sus terrenos, debiendo seguir ciertos procedimientos 
y obligaciones. En la comunidad tradicional las familias tienen de- 
rechos y obligaciones en relación al conjunto de la comunidad. En 
la estructura sindical continúa la tradición comunitaria ancestral, en 
el sentido que la tenencia de la tierra implica la obligación de par- 
ticipar en trabajos comunitarios y asistir a reuniones mensuales de 
la comunidad, aunque la cantidad de los trabajos comunitarios han 
ido perdiéndose poco a poco: 


Sí, antes había. Yo recuerdo cuando era chico, para los anteriores 
dirigentes nos hacían trabajar; nos hacían cavar la papa, nos hacían 
jaymar, sembrábamos trigo, desyerbábamos el río, hacíamos caminos. 
Eso era por los diarios, por lo que el dirigente viajaba, entonces él 
perdía su tiempo y por eso trabajábamos, ahora ya no hay eso. Yo 
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también cuando entré de dirigente ya no había eso, ya no me ayuda- 
ban, algunas veces ayudan pero muy poco (Ibid.). 


En Tapaza estos derechos y obligaciones no están ligados a la tenencia 
de la tierra. Las familias que no tienen terrenos propios también son 
afiliadas al sindicato y por lo tanto participan en las asambleas de la 
comunidad, aportando además a la organización con cuotas men- 
suales y trabajos comunitarios. Los que no tienen terrenos propios 
entran en acuerdo con otros comunarios para sembrar en compañía 
en sus tierras. Cultivar en compañía consiste en un acuerdo en el 
que el propietario de la tierra se compromete a facilitar el terreno, 
la semilla, el fertilizante y la coca, y la otra parte su mano de obra, 
desde la preparación de terreno hasta la cosecha. Luego la producción 
se distribuye de manera igualitaria entre las dos partes (Entrev. No. 
99, con Mario Bascopé). 


En las comunidades estudiadas existen normas y procedimientos 
propios sobre la venta de las tierras. Los comunarios tienen prefe- 
rencia en la compra, y sólo en casos excepcionales, cuando nadie de 
la comunidad está interesado a comprar, se permite vender a otros. 
El siguiente testimonio ilustra cómo la compraventa de las tierras 
funciona en Tapaza: 


Primero él tiene que preguntar a su vecino, a su colindante; si nin- 
guno de sus vecinos del lado quieren, entonces él, que quiere vender 
su propiedad, tiene que dar a conocer en la reunión. Esto tiene que 
dar a conocer en tres reuniones de la comunidad y si nadie de la 
comunidad está interesado en comprar el terreno, entonces recién 
puede vender a otra persona que no es de la comunidad. Si es que 
mi colindante quiere comprar el terreno, tengo que informar en la 
reunión diciendo a quién estoy vendiendo mi terreno. También hay 
otra cosa, que si alguien vende su terreno sin informar a la comuni- 
dad, entonces eso el sindicato no reconoce. Primeramente tiene que 
cumplir sus requisitos sindicales, primero tiene que estar al día con 
las cuotas, después recién puede vender”*. 


Las personas que salen de la comunidad tienen que dejar sus tierras a 
algún familiar para que las cuide, porque si la comunidad considera 





36 Según la información obtenida en la reunión de validación de los resultados de 


investigación en la comunidad Tapaza (15/1/2009). 
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que son tierras abandonadas pueden ser entregadas a otra persona 
(Entrev. No. 18, con Ananías Véliz). La distribución de la herencia 
se da de manera igualitaria entre hijos varones e hijas mujeres. La 
membresía sindical es por familias; el varón asume la representación 
de la familia. Si fallece el varón, entra la esposa o el hijo mayor para 
representar a la familia en la organización comunitaria. 


En la provincia Ayopaya hay muchas comunidades donde la si- 
tuación de la tenencia de tierra es bastante crítica, y existe la presión 
poblacional de encontrar nuevas tierras cultivables. Para encontrar sa- 
lida a esta situación, una de las estrategias ha sido el planteamiento de 
la demanda de la TICO; otra es la migración permanente o temporal: 


Existen grupos crecientes de campesinos sin tierra o con tierra in- 
suficiente que resuelven sus carencias combinando procesos migra- 
torios temporales con modalidades de acceso a la tierra basadas en 
trabajos en compañía y arriendo, tratando en el mejor de los casos 
de comprar tierra. La migración temporal permite recaudar algunos 
recursos económicos para encarar contratos de trabajo en compañía, 
arrendar o comprar tierras, o combinar todas ellas en estrategias de 
sobrevivencia (Valenzuela Castaños 2007: 139). 


En la provincia Tapacarí las formas de propiedad de la tierra tie- 
nen su base en las formas predominantes del siglo XVII: las estancias 
dispersas en serranías y quebradas de la zona alta y las haciendas 
ubicadas en los valles y cabeceras de valle. La Reforma Agraria re- 
conoció dos tipos de propiedad en Tapacarí: las comunidades y las 
haciendas. En los valles de la provincia se consolidaron haciendas 
y la tenencia de la tierra en las comunidades de la altura hasta hoy 
es principalmente comunitaria. En otras partes, en ex haciendas, la 
tenencia de la tierra es básicamente de propiedad individual, y fue 
adquirida bajo el régimen legal de títulos ejecutoriales, en unos casos, 
y, en otros, por sucesión hereditaria y compra de tierras dentro de la 
comunidad. Sólo un 13% del total de la superficie de la provincia se 
considera cultivable, y un 12% son pastos naturales. La agricultura 
se da en función a la tenencia y acceso a recursos sobre todo hídri- 
cos; la agricultura es prácticamente de subsistencia y autoconsumo 
(Ministerio de Justicia / CERES 1997: 16-18). Esta situación de escasez 
de la tierra y de los recursos está reflejada en el siguiente análisis de 
los comunarios de Katariri, cantón Tunas Vinto, Tapacarí: 
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En otros lugares sí existen, pero aquí no, no hay tierras originarias. 
Antes sí habían las haciendas, donde estaban los patrones y esos 
patrones dividieron en pequeños terrenos y es ahí que estamos vi- 
viendo. Entonces, digamos que es una tierra de 50 por 50 metros, y 
si en mi familia somos 10 personas, ya no alcanza, entonces ese es el 
problema. Y lo que es más importante para nosotros, de la provincia 
Tapacarí, cantón Tunas Vinto, comunidad Katariri, es que ya no existe 
el 50% de tierras, porque el río esta avanzando cada vez más y los 
cerros están cediendo. Para eso nosotros necesitamos, ya que nuestro 
compañero Evo Morales está en el gobierno, nosotros queremos para 
las siembras agua. En el río hay harta agua y el agua del río podamos 
hacer que suba aquí arriba y con eso podríamos mejorar la siembra, 
porque sólo sembramos cuando llueve. En el año sólo se logra una 
cosecha y eso no alcanza ni para comer (Entrev. No. 70, con grupo 
de comunarios). 


En Tapacarí las mujeres pueden estar directamente afiliadas al sindi- 
cato cuando son propietarias de una parcela de terreno. En cuestiones 
de herencia, se realiza una repartición en partes iguales, tanto para 
los herederos varones como mujeres (Ministerio de Justicia / CERES 
1997: 41, 87). 


De forma similar que en Ayopaya, en Tapacarí existen normas y 
procedimientos comunitarios en relación a la compra venta de las 
tierras. Según un estudio anterior en el ámbito sindical de Tapacarí, 
aunque las propiedades son individuales, existen normas comuni- 
tarias que regularizan y en algunos casos prohíben la venta de los 
terrenos dentro de las comunidades: 


El valor comercial de las parcelas, en el sistema comunitario, cuya 
venta en el mercado se prohíbe, queda por lo tanto relegado a un 
segundo plano, haciéndose prevalecer la pertenencia a la comunidad 
y la primacía de sus intereses sobre el derecho que la ley civil otorga 
al propietario individual de la tierra de poder transferirla libremente 
(Ibid.: 63). 


Esto está afirmado en las entrevistas realizadas; las normas para la 
compraventa de tierras están siendo reguladas por el sindicato. Para 
poder vender la tierra, primero el dueño tiene que haber actualizado 
todas sus cuotas de pagos al sindicato. La compraventa de las tierras 
es un asunto interno de las comunidades, que el sindicato reconoce, 
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y en la mayoría de los casos no se hace ningún tramite ante las auto- 
ridades del Estado para legalizar el cambio del dueño: 


Cuando una persona quiere vender su terreno, tal vez por necesidad, 
tiene que informar primero a su familia y después a la comunidad. 
No puede vender su tierra sin que sepa su familia o sin que sepa la 
comunidad, no se puede, porque la persona tiene que respetar las 
normas de la comunidad, tiene que estar al día con el sindicato (En- 
trev. No. 75, con Valentín Quispe). 


La provincia Capinota es una zona sindical-campesina que se 
caracteriza por tener dos tipos de organizaciones: los sindicatos 
de las tierras rurales donde no hay riego, afiliados a la Federación 
Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Cochabamba, y los 
que están organizados bajo la Federación Departamental de Regan- 
tes (FEDECOR). Después de la Reforma Agraria, los comunarios 
han ido adquiriendo títulos individuales. En la actualidad, muchas 
comunidades enfrentan el problema del surcufundio, parcelamiento 
de tierras que no alcanzan para la sobrevivencia familiar. Asimismo, 
como en las comunidades de estudio en Ayopaya, hay tierras en 
común, que son pequeñas parcelas que pertenecen a la escuela o 
al sindicato, y los productos de esas parcelas son utilizadas para el 
beneficio de la comunidad (Entrev. No. 83, con Sinforeano Paniagua). 
Las tierras son manejadas a nivel de las familias extendidas, y ya no 
a nivel comunitario: 


Hoy en la actualidad el manejo de la tierra es un manejo más indivi- 
dual, pero cuando decimos de manera individual, es decir se maneja 
en familia, entonces ya no es de toda la comunidad, es por familia. 
Cada familia tiene sus terrenos y cada familia está conformada por 
sus primos, nietos, hijos, hijas que aún están manejando de manera 
conjunta. Pero ya no existe la ayuda entre un vecino y otro vecino, 
o entre un comunario y otro comunario, ya no existe una siembra 
colectiva (Entrev. No. 88, con Rosmeri Marcos). 


3.  Territorialidad y las TCO 


Somos originarios milenarios y somos descendientes de nuestros 
tatarabuelos, que son los soras de habla aymara, desde hace unos 
15.000 años aproximadamente, quienes habitaron en este vasto 
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territorio, incluso antes de la llegada de los Incas y posteriormente 
este lugar habitado por nuestros tatarabuelos icayungas, nadie 
nos puede refutar, somos legítimos dueños de este territorio como 
descendientes de soras e icayungas (CSUTCOA 2003: 38). 


Una dimensión del ejercicio del derecho a tierra y territorio en la 
provincia Ayopaya es la demanda presentada por la Central Sin- 
dical Única de Trabajadores Campesinos Originarios de Ayopaya 
(CSUTCOA) ante el INRA solicitando que prácticamente toda la 
provincia sea reconocida como TCO del pueblo aymara-quechua de 
Ayopaya. Este trámite fue iniciado el año 2003 como resolución del 
congreso de la CSUTCOA, pero aún no se cuenta con la titulación. 
La demanda nació como respuesta al hecho que el año anterior la 
prefectura de Cochabamba había declarado la creación del Parque 
Departamental y Área Natural de Manejo Integrado Altamachi en el 
norte de la provincia sin un proceso de consulta con las organizacio- 
nes originarias representativas de la región, violando así la legislación 
boliviana vigente. La creación del parque en una zona que cuenta con 
recursos mineros, hidrocarburíferos, forestales y diversidad biológica 
generó susceptibilidad en los comunarios. Sin embargo, el motivo 
principal para demandar la TCO era que las comunidades requerían 
mayores superficies de tierra para su sobrevivencia (Valenzuela 
Castaños 2007: 131). 


Para enfrentar la situación de la creación del parque, la CSUTCOA, 
con el apoyo del Centro de Comunicación y Desarrollo Andino 
(CENDA), una ONG que trabaja en la zona, optó por la estrategia de 
reafirmar lo indígena originario campesino y refundar la organiza- 
ción sindical provincial incluyendo al nombre de la organización lo 
“originario”. En el estatuto orgánico reformulado de la CSUTCOA, 
en su Art. 3(a-b), la organización definió entre sus objetivos princi- 
pales la tarea de 


[dJefender los derechos de acceso a beneficios y uso de: la tierra, el 
territorio, flora, fauna, recursos hídricos, mineralógicos, forestales, 
hidrocarburíferos y otros patrimonios que existen dentro de nues- 
tras comunidades originarias. Gestionar y exigir la titulación como 
Tierra Comunitaria de Origen (TCO), como forma de autogobierno, 
recuperación y uso de nuestros recursos naturales. 
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Por lo tanto, la organización sindical originaria asumió la tarea de 
la defensa de su tierra y territorio, y como instrumento para ello 
identificó la necesidad de titulación de la TCO. Según el análisis 
realizado en el V Congreso Ordinario Orgánico de la CSUTCOA 
en el año 20093, la organización argumentó de la siguiente forma su 
demanda por la CO: 


Para los que ya tenemos títulos de propiedad individual y quieren 
sanear, cuesta mucho dinero, porque cada afiliado tiene varias parce- 
las, con la TCO se encierra todo el territorio, se garantiza los cerros, 
pajonales, pastizales, bosques y las tierras comunales, en caso de 
que un afiliado no quiere ser parte de la TCO, es libre y queda como 
tercero, sin tener ningún derecho al uso de recursos naturales y las 
tierras comunales, fuera de su propiedad. Con la TCO las comuni- 
dades mantendrán y harán respetar los usos y costumbres, según 
Leyes Comunales y la Organización Sindical Originaria (CSUTCOA 
2003: 40). 


El año 2005 se logró que la Prefectura anule la creación del Parque 
Altamachi Cotacajes”. 


Durante el proceso de trámite se ha dividido la solicitud de TCO 
en el nivel provincial a cuatro polígonos o áreas geográficas, dos 
correspondientes al municipio de Morochata y dos al municipio de 
Independencia. El saneamiento de tierras ha sido iniciado en el mu- 
nicipio de Morochata, y se espera que el proceso en ese municipio 
sea culminado a principios del año 2009 (Entrev. No. 95, con Germán 
Pardo). En Morochata la mayoría de las tierras son colectivas. En 
Independencia existen también tierras colectivas, pero en menor 
grado, junto a propiedades pequeñas individuales. El tema de la 
tenencia colectiva o comunitaria de las tierras es algo complejo en el 
contexto de Ayopaya, donde más que todo en el municipio de Inde- 
pendencia los comunarios ya se han acostumbrado a la modalidad 
individual de la tenencia de la tierra: “Lo bueno es que nosotros nos 
sentimos dueños de las tierras, y lo malo es que los documentos que 
se otorgan son colectivamente, eso es lo malo que hemos visto de la 
TCO” (Entrev. No. 41, con Indalicio Coloni). Según lo que afirma uno 





37 Resolución Prefectural No. 054/2005. 
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de los expertos entrevistados, uno de los aspectos importantes del 
proceso de trámite de la TCO en Ayopaya ha sido el hecho de que en 
la organización campesina originaria se ha comenzado a analizar el 
tema de la territorialidad (Entrev. No. 89, con José Cerruto). 


Los que no están de acuerdo con el planteamiento de la TICO 
pueden quedarse como terceros, pero quedan fuera de la comuni- 
dad originaria. En la parte correspondiente a Morochata, donde el 
proceso ha sido iniciado, la mayoría de los comunarios que cuentan 
con títulos individuales de tierra están renunciando a su derecho a 
propiedad individual y se están sumando a la TCO, sin embargo, 
hay personas e incluso algunas comunidades que han optado por 
quedarse fuera. De la misma manera, los centros poblados se que- 
darán fuera de la TCO (Entrev. No. 95, con Germán Pardo). Existen 
también puntos de vista que afirman que la creación de la TCO puede 
llevar a conflictos en y entre las comunidades. Por ejemplo, en casos 
en los que los recursos de agua y bosque son escasos y compartidos 
entre varias comunidades, es posible que las normas internas de las 
comunidades no logren controlar el manejo de estos recursos (Entrev. 
No. 99, con Mario Bascopé). 


El ejercicio de la territorialidad mediante la demanda de la TCO, 
como en muchos casos de la reivindicación formal de los derechos 
del Estado, ha sido un proceso impulsado por la dirigencia originaria 
con el apoyo de técnicos de ONGs que trabajan en la zona. A pesar 
de que el trámite de la TCO ha estado vigente durante varios años, 
no se ha logrado hacer llegar la información sobre sus implicaciones 
hasta las bases. Según las entrevistas realizadas, los comunarios en 
Tapaza y Link'u no conocen o sólo han escuchado mencionar la TCO. 
La demanda por la TCO ha sido tratada en eventos y congresos de 
la organización, y posiblemente el tema no ha sido profundamente 
comprendido por los dirigentes de base, y por lo tanto no ha logrado 
trasmitir esta información a las comunidades**. 


En la provincia Tapacarí, en algunas zonas ya existen las TCO y en 
otras están en proceso de trámite. En gran parte de la provincia, sin 





38 Información basada en entrevistas con varios comunarios en Link'u y Tapaza y 


la entrevista No. 99, con Mario Bascopé. 
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embargo, falta hacer el saneamiento. Según el dirigente de la Central 
Provincial Sindical de Tapacarí, la ventaja de la TCO es que las tierras 
y los recursos se quedan para toda la comunidad y legalmente ya 
no pueden ser vendidos a terceros. Al mismo tiempo reconoce, sin 
embargo, que no todos los comunarios están de acuerdo con esto: 


Sería bien sanear todo el cantón, toda la provincia. Dentro de la co- 
munidad tenemos riquezas naturales, tenemos terrenos de pastoreo 
o tenemos terrenos de piedras calizas, o sea, es favorable para la 
comunidad recuperar lo que es tierra y territorio. Lo malo quizás sea 
que a algunos hermanos les interesa tener títulos individuales. Los 
terrenos en Tapacarí son para trabajar, para beneficiarnos, compartir 
usos y costumbres, la función económica y social. En ese caso, dentro 
de la comunidad con nuestros terrenos no sería hacer negocio, no 
sería para vender. Algunos compañeros quieren vender sus terrenos 
pero eso también trae problemas a la comunidad, y eso estaría mal 
(Entrev. No. 75, con Valentín Quispe). 


El alcalde del municipio de Tapacarí afirma lo mismo: 


Yo digo que es bueno, porque ya no hay parcelamiento de la tierra, 
sino en conjunto, de forma global ellos administran de acuerdo a 
la necesidad de cada familia. Se reparten de lugar en lugar, no es 
definitivo. Entonces, mientras que en parcelitas, minifundios, sur- 
cufundio, individualizado es diferente. A veces hay también perma- 
nentes problemas de linderos, problemas de colindas, pero mientras 
en conjunto en tierras comunitarias de origen no es tanto, es mucho 
mejor porque es de acuerdo a sus usos y costumbres, de acuerdo a 
asambleas, consensos ellos administran, trabajan, y siembran (Entrev. 
No. 77, con Pedro Gutiérrez Cruz). 


En Capinota se ha analizado a nivel provincial y entre representantes 
de las organizaciones de los tres municipios, Santibáñez, Capinota y 
Sicaya la opción de titulación a través del saneamiento con la TCO. 
Sin embargo, hasta ahora en ninguna de las provincias se ha ejecu- 
tado todavía la titulación de las tierras (Entrev. No. 88, con Rosmeri 
Marcos). 


Existen diferentes puntos de vista sobre las garantías que puede 
dar la figura de la TCO a la gestión territorial de los pueblos indígena 
originario campesinos. Como se ha descrito más arriba, en relación al 
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análisis jurídico, en términos legales la modalidad de TCO es parte 
del régimen agrario de tierras; aunque menciona la territorialidad 
y permite la titulación colectiva y de extensiones considerables de 
las tierras, no garantiza la propiedad en relación con los recursos 
naturales y, por consiguiente, la gestión territorial integral del espa- 
cio. Sin embargo, existen perspectivas en las que la titulación como 
TCO puede servir como plataforma para obtener otros derechos 
que, en conjunto, pueden constituir una gestión territorial indígena 
originaria campesina. Según el dirigente principal de la CSUTCOA: 
“Es un saneamiento donde nosotros nos sentimos dueños del suelo 
y subsuelo y a eso apuntamos, también sobre los recursos hídricos 
y los recursos naturales renovables y no renovables” (Entrev. No. 
41, con Indalicio Coloni). Simultáneamente al proceso de la TCO, 
se puede seguir trabajando para conseguir derechos de la gestión 
territorial relacionados con el régimen político-administrativo. Para 
lograr el pleno ejercicio de los derechos económicos y políticos de 
los campesino originarios de la provincia, se debe plantear también 
la potestad de su autogobierno en relación con el espacio físico re- 
conocido mediante la TCO. La TCO es una plataforma sobre lo cual 
se puede establecer la autonomía indígena originaria campesina y 
mediante la combinación de estos diferentes ámbitos de derechos 
—tierra, recursos naturales y autogobierno— se puede llegar a la 
gestión territorial (Entrev. No. 89, con José Cerruto). 


Para poner en práctica la gestión territorial, tomando en cuenta 
las posibilidades que puede abrir la legislación emergente en Bolivia 
en relación a las autonomías, se puede buscar modelos de adminis- 
tración y autogobierno de las TCO. En realidades culturalmente y 
ecológicamente diversas, como es el caso de Ayopaya, los modelos 
de gestión tienen que ser pensados desde cada realidad particular 
dentro de la "ICO. Es necesario respetar en cada contexto las nor- 
mas y procedimientos comunitarios propios en relación al manejo 
territorial, para hacer una propuesta incluyente y para evitar que 
haya muchas zonas que por falta de consenso se autoexcluyen de 
la TICO. Por ejemplo, en relación a las diversas formas de tenencia 
de tierra y al manejo de los recursos naturales dentro de las TCO, 
las organizaciones originarias y campesinas deben tener normas y 
registros internos claros sobre la tenencia y uso de estos recursos 
(Ibid.). Según el planteamiento de la CSUTCE, “[e]s posible aplicar 
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el derecho colectivo y la justicia comunitaria en las comunidades, 
municipios y provincias; hay que pensar la relación entre el derecho 
colectivo y la justicia comunitaria en las sociedades y estructuras 
mucho más complejas como en las grandes ciudades” (CSUTCB 
2006: 29). Esta posición, que destaca la importancia de las normas 
propias en relación a la gestión autónoma territorial, está afirmada 
también por representantes y dirigentes de base de la organización 
departamental sindical de Cochabamba. Al responder a la pregunta, 
¿cómo debería funcionar la autonomía indígena originaria?, respon- 
den: “Según nuestros usos y costumbres, con equidad de género, sin 
discriminación, respetando nuestra cultura y recursos naturales””. 
Esta dimensión importante de la gestión territorial indígena origi- 
naria campesina, que es el funcionamiento de los sistemas propios 
de derecho indígena originario campesino, será tratado con más en 
detalle en el siguiente acápite. 


4.  Elejercicio de la territorialidad mediante la articulación con 
el Estado en el nivel local en actividades de desarrollo 


Hasta el momento no hay un desarrollo de verdad, entonces hasta es- 
tas alturas los gobiernos municipales, las bases están preocupadas por 
las obras, digamos, hacer una obra, una escuelita y, si no, un puente. 
Pero con eso no va a mejorar tanto, a ver que sea una buena escuela, 
que sea un buen camino, pero si no hay producción ni desarrollo en 
vano va a estar el camino, en vano va a estar la escuela (Entrev. No. 
96, con Cupertino Mamani). 


Son pocos los entrevistados que manifestaron esta visión más integral 
del desarrollo. Como indica el Secretario Ejecutivo de la Confedera- 
ción Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Cochabamba, 
para la mayoría el desarrollo sigue siendo un sinónimo de obras de 
infraestructura. 





22 Resultados de grupo de trabajo en el curso Siglo de Formación de Líderes en Derecho 


y la Economía Propia, organizado por la Federación Sindical Única de Trabajadores 
Campesinos de Cochabamba y Centro de Culturas Originarias Kawsay 
para autoridades campesinas-originarias de las provincias de Cochabamba. 
Cochabamba (3/10/2008). 
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Según los datos estadísticos del municipio de Independencia, el 
96,5% de la población es originaria campesina: el 93,2% se autoidentifica 
como quechua y el 3,3% como aymara (Gobierno Municipal de 
Independencia 2008: 9). Sin embargo, esto no está visualizado de 
manera alguna en las políticas o normas municipales; no existe una 
identificación como municipio quechua-aymara o intercultural, 
como son por ejemplo las diferentes experiencias de municipios 
indígena-interculturales de Ecuador*. En Independencia las políticas 
municipales funcionan como en cualquier contexto rural, sin tomar 
en cuenta los derechos específicos de los pueblos indígena originario 
campesinos. La explicación parece ser que la visión identitaria o 
intercultural no ha existido en las autoridades municipales, ni en los 
consultores que han elaborado los planes municipales. En una parte 
de la población indígena quizá existe esta visión, pero no se ha logrado 
plasmar en las políticas públicas. Recién mediante el trámite de la 
TCO se ha comenzado a analizar y visualizar más profundamente 
lo originario en la provincia Ayopaya. Esto corresponde a la lógica 
general de los quechuas de los valles, entre los que la memoria larga 
no es el eje central de su identidad, como en las culturas de las alturas, 
en quienes la presencia de la reconstitución de sus culturas es más 
fuerte (Entrev. No. 89 y 99, con José Cerruto y Mario Bascopé). 


El derecho a participación en cuestiones de desarrollo es uno de 
los derechos centrales de los pueblos indígena originario campesinos 
y uno de los derechos conectados con la territorialidad. Esto implica 
dialogo, coordinación, planificación, ejecución y evaluación conjunta 
entre las autoridades del Estado y las autoridades indígena originaria 
campesinas. Según comunarios y dirigentes de la comunidad Tapaza, 
provincia Ayopaya, al preguntarles si existe coordinación con las 
autoridades del gobierno: 


+ Con la alcaldía: existe coordinación, por ejemplo, en la elabo- 
ración del Programa Operativo Anual (POA), construcción de 
atajados y otras Obras en la comunidad. 


+ Con la prefectura: no existe coordinación. 





10 Se puede mencionar, por ejemplo, las experiencias de gestión indígena-intercultural 


de los municipios de Otavalo y Cotacachi de la provincia Imbabura en Ecuador. 
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» Con el gobierno central: en comparación con otros gobiernos, ya 
se siente, ya existen obras, ya se ve*. 


Un derecho muy relacionado con la participación, es el derecho a 
la consulta. Según uno de los expertos entrevistados, este derecho es 
lo más vulnerado en Ayopaya. Los comunarios conocen que existe 
este derecho, pero no necesariamente saben su sentido obligatorio. 
Indica, asimismo, que las autoridades del Estado desconocen la au- 
toridad originaria, y sus decisiones respecto a la justicia comunitaria 
(Entrev. No. 93, con Sergio Vásquez). 


En relación al nivel de coordinación y dialogo entre el municipio 
de Independencia y la organización campesina originaria, el POA 
2008 del municipio identifica como uno de los potenciales de desa- 
rrollo el alto nivel de organización campesina, pero al mismo tiempo 
plantea como una debilidad del municipio la falta de una mayor 
comunicación con estas organizaciones. Entre otras fortalezas del 
gobierno municipal nombran 


la aplicación de la política de administración directa en la ejecución 
de algunos proyectos [y ] la prioridad [de] fomentar el empleo local 
y la identificación y apropiación del proyecto por la comunidad. Con 
esto, no sólo se logra abaratar los costos de las obras y aminorar el 
alto desempleo regional, sino y consiguientemente generar confianza 
social en los proyectos (Gobierno Municipal de Independencia 2008: 
10 y 19). 


En cuanto al derecho de los pueblos indígena originario campesi- 
nos de participar y definir las cuestiones de su propio desarrollo, en el 
municipio de Independencia la elaboración del POA se hace median- 
te planificación participativa, una metodología que se ha aplicado 
durante casi diez años. El municipio cuenta con nueve distritos y la 
planificación se realiza por distritos. En cada distrito los comunarios 
priorizan sus necesidades de desarrollo con la participación de re- 
presentantes de las comunidades, concejales, técnicos del municipio 
y comités de vigilancia, de modo de acordar la definición final de 





41 Taller/reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 


análisis sobre sus derechos. Comunidad Tapaza, Ayopaya (15/10/2008). 
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los proyectos del siguiente año (Entrev. No. 38, con Oscar Cabrera). 
Mediante este método se ha logrado fortalecer la participación de 
las organizaciones. La planificación en cada distrito funciona según 
la lógica local. Por ejemplo, en el distrito de Tiquirpaya existen 11 
comunidades que, de manera conjunta, priorizan los proyectos; las 
comunidades se ponen de acuerdo: a quién le toca este año un pro- 
yecto, a quién le toca descansar, y de esta forma se logra practicar 
el ayni” entre las comunidades de un distrito. Las comunidades 
definen sus proyectos de infraestructura; los servicios de salud y 
de educación tienen presupuesto aparte, que es coordinado con las 
autoridades correspondientes (Entrev. No. 99, con Mario Bascopé). 
En general, los comunarios entrevistados en las comunidades de 
Independencia están de acuerdo con el tipo de participación y coor- 
dinación que tienen con la alcaldía. Según los comunarios de Tapaza: 
“Toda la comunidad, toda la base nos reunimos y hablamos sobre 
qué es lo que queremos, y luego el dirigente tiene que ir y solicitar 
a la alcaldía para que ingrese al POA”*. En relación a las obras que 
ejecuta la prefectura en el municipio de Independencia, el subprefecto 
indica que se organizan comités de construcción en las comunidades 
para hacer seguimiento de las obras. Cuando la comunidad tiene una 
propuesta de obra, el subprefecto orienta acerca de los pasos que hay 
que dar, e indica si las propuestas son factibles o no, funcionando 
como un filtro entre la comunidad y la prefectura (Entrev. No. 32, 
Basilio Álvarez). 


Según el alcalde de Tapacarí, es obligación del municipio promo- 
ver los derechos indígena originario campesinos, porque el municipio 
actual está asentado en territorios indígenas ancestrales: 


Todas esas culturas, valores, derechos indígenas originarios, nece- 
sitan valorar, necesitan fortalecer, necesitan apoyar. Nosotros como 
municipio también estamos asumiendo este nivel de cargo. Somos 
ex dirigentes también, ex comités de vigilancia, ex autoridades 
sindicales, estamos conscientes de que esa es nuestra obligación, 
el apoyar los derechos indígenas-originarios. Porque si revisamos 
nuestros documentos antiguos de la propiedad de nuestros terrenos, 





22 Una de las formas de reciprocidad en las culturas andinas. 


13 Reunión ordinaria de la comunidad Tapaza (15/12/2008). 
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ahí está Urinsaya, Aransaya y ahí están nuestros títulos, los nombres 
originarios de las comunidades, de nuestras propiedades de la tierra 
(Entrev. No. 77, con Pedro Gutiérrez Cruz). 


Según esta autoridad, el municipio coordina con las organizaciones 
mediante asambleas del concejo de participación popular cada dos 
meses. En esa instancia se recibe a los representantes de cada ayllu 
y de organizaciones sindicales. 

















Mujeres participantes de un taller de revalorización y uso de agrobiodiversidad de maíz nativo 
en Link'u, Ayopaya. (Foto: Rhimer Gonzales) 


Las autoridades municipales presentan informes del estado 
de avance de las obras. Es una instancia de consultas. Según los 
datos poblacionales del último censo, el municipio distribuye un 
presupuesto a cada subcentral para la realización de obras. Para la 
planificación de las obras, cada organización a nivel subcentral o a 
nivel ayllu se reúne, prioriza, y en forma rotativa define las obras: 
“Ellos priorizan, nosotros simplemente les orientamos, les damos 
lineamientos y facilitamos formularios para que ellos sellado y 
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firmado nos presenten; de esa forma respetamos de acuerdo a sus 
usos y costumbres que priorizan ellos y según a eso respetamos sus 
normas” (Ibid.). 


Según la visión de la mayoría de los comunarios entrevistados en 
Tapacarí, la participación está funcionando mejor que antes; las auto- 
ridades municipales escuchan las decisiones de las comunidades: 


Entonces nosotros coordinamos a nivel de la organización [entre la 
organización sindical general y la de las mujeres] y luego también 
coordinamos con las autoridades [del Estado], en la realización de 
las demandas. Se respetan, hay coordinación, las autoridades de la 
alcaldía respetan las sugerencias de las organizaciones. Participa- 
mos, por ejemplo, en la elaboración del POA, es de acuerdo a lo que 
nosotros necesitamos. Nuestra comunidad sugiere una demanda 
y presentamos a una reunión cantonal y luego presentamos a una 
asamblea general a nivel de provincia y les entregamos a la autoridad 
municipal y eso se respeta (Entrev. No. 75, con Valentín Quispe). 


También existen perspectivas opuestas, de que no se respeta las de- 
mandas de las comunidades: 


Para nosotros no existen obras, ya van 5 años de la alcaldía y para 
nosotros no existen obras. Sí hubo un pequeño aporte de 15 % de 
presupuesto, para una pila pública, que debe ser para unas cuatro 
personas, pero nada más. Nosotros ya fuimos muchas veces, yo estoy 
aquí ya cuatro gestiones de dirigente y ahí yo ya pedí muchas veces 
Obras. En primer lugar, fue la demanda de una escuela; en segundo 
lugar, solicité agua potable; en tercer lugar, solicité el micro riego y, 
por último, solicitamos un notario. De todo eso que solicitamos, ni 
una de las demandas se realizó (Entrev. No. 70, con grupo de comu- 
narios). 


En Capinota se está practicando la participación y coordinación 
con las autoridades municipales, aunque algunos afirman que existe 
disconformidad con la forma vertical de manejo de las políticas 
de la alcaldía. La planificación de los POAs del municipio se hace 
mediante la participación conjunta de las organizaciones campesinas 
y de los comités de vigilancia junto a sus OTBs: “Sí, ahora estamos 
participando con el POA, nosotros decimos qué es lo que necesitamos 
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y eso presentamos a la alcaldía, y la alcaldía tiene que hacer lo que le 
pedimos. Sabemos cuánto de presupuesto tenemos y de acuerdo a eso 
hacemos nuestra propuesta” (Entrev. No. 86, con Mariano Colque). 
La planificación de las obras se hace de manera comunitaria: 


Bueno, nosotros estamos organizados y entonces existe un presu- 
puesto que es para hacer proyectos para las comunidades, entonces, 
cada comunidad decide en una reunión en qué se va a preparar para 
trabajar con ese dinero, puede ser sistemas de riego, atajados. Eso 
nosotros vemos dentro la comunidad, nos ponemos de acuerdo en 
qué proyecto vamos a destinar, y eso hay que presentar en la alcaldía 
(Entrev. No. 85, con Luis Mamani). 


Capítulo II! 
Sistema jurídico indígena 
originario campesino 





Normativa vigente sobre el reconocimiento del derecho 
indígena originario campesino y su implementación por el 
Estado 


El pluralismo jurídico, o la convivencia de diferentes sistemas, 


prácticas y concepciones de derechos, lo indígena originario cam- 
pesino y lo estatal, siempre de hecho ha existido en Bolivia. Como 
ha reconocido el Tribunal Constitucional de Bolivia el año 2003, la 
vigencia del pluralismo jurídico 


tiene una trayectoria histórica importante como resultado de una 
doble relación con los sectores dominantes: la de la resistencia por 
mantener sus estructuras comunitarias autónomas frente al Estado, 
pero al mismo tiempo, la relativa a la asimilación de las prácticas 
dominantes en un proceso lento y evolutivo de homogenización 
sociocultural. En un país con diversas etnias y culturas como es Bo- 
livia, las comunidades campesinas y pueblos indígenas mantienen 
con mucha fuerza instituciones y prácticas de trabajo, de relaciones 
humanas, intrafamiliares, de repartición de la tierra y de resolución 
de conflictos conocidos como “derecho consuetudinario”, aunque es 
mas adecuado y propio referirlo como “usticia comunitaria”*. 


Recién en 1991, al ratificar el Convenio 169 de la OIT, se introduce 


el reconocimiento jurídico de esta realidad a la legislación boliviana. 
Mediante la reforma constitucional del año 1994, en su Art. 171(IID, 
se incluye el derecho indígena originario campesino en el nivel 





44 


Sentencia constitucional 0295 /2003-R. Sucre, 11 de marzo de 2003: Fundamentos 
jurídicos del fallo, para 111.2. 
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constitucional, como administración y aplicación de normas propias 
en el sentido de solución alternativa de conflictos, en conformidad 
de costumbres y procedimientos propios. En el Convenio 169 de la 
OIT este reconocimiento del derecho indígena se encuentra en sus 
artículos 8 y 9. Los términos que usa el Convenio son: costumbres, 
derecho consuetudinario y métodos a los que los pueblos indígenas recurren 
tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros. 
La Declaración de la ONU, en sus artículos 34, 35 y 40, menciona el 
derecho indígena como los procedimientos, prácticas, normas, tradi- 
ciones y costumbres propios y los sistemas jurídicos indígenas. La nueva 
Constitución Política del Estado incorpora los conceptos de justicia 
indígena originaria campesina y jurisdicción indígena originaria campesi- 
na a la legislación boliviana. Existe una diversidad de terminología 
para referirse a este “otro derecho”, no estatal, indígena originario 
campesino. Aquí se utilizará el concepto de derecho indígena origi- 
nario campesino, por considerar que este término puede abarcar la 
integralidad de las prácticas, normas, procedimientos, visiones, ins- 
tituciones y estructuras con que cuentan las comunidades y pueblos 
indígena originario campesinos para organizar y normar sus socie- 
dades, que en su conjunto forman un derecho propio. En cambio, se 
utilizará derechos indígena originario campesinos en referencia a 
los derechos reconocidos por el Estado. Los instrumentos jurídicos 
vigentes en Bolivia toman en cuenta el derecho indígena originario 
campesino en dos aspectos diferentes: por un lado, como derecho 
interno de los pueblos y comunidades; y, por otro lado, exigen que 
el Estado, al aplicar la legislación nacional a los pueblos indígena 
originario campesinos, considere su derecho propio y cosmovisión 
relacionada con la justicia. 


La nueva Constitución Política del Estado destaca el carácter plural 
del sistema jurídico nacional, estableciendo una clara diferencia con 
la anterior constitución, que delimita el derecho indígena originario 
campesino en una forma alternativa de solución de conflictos*. Otro 
aspecto importante de la nueva Constitución es la jerarquía jurídica 
que establece. La Constitución anterior, en su Art. 171(IIT), definía 
que el derecho indígena originario campesino era jerárquicamente 





4 Verel detalle sobre el reconocimiento del derecho indígena originario campesino 
en el cuadro al final de este acápite. 
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inferior a las leyes nacionales, en cambio, la nueva Constitución, en 
su Art. 410(II), eleva el derecho indígena originario campesino al 
mismo nivel de la legislación nacional. 


Las facultades y limitaciones que define la legislación actual en 
Bolivia para el derecho indígena originario campesino establece que 
los pueblos y las comunidades tienen el derecho de ejercer su justi- 
cia y establecer las responsabilidades de los individuos en relación 
a sus comunidades, siempre y cuando esto no esté en conflicto con 
los derechos humanos reconocidos nacional o internacionalmente. 
Esta delimitación no se debe tomar de manera demasiado restricti- 
va. Según la interpretación que ha dado el Tribunal Constitucional 
de Bolivia, es importante reconocer el valor del derecho indígena 
originario campesino y encontrar un equilibrio entre los derechos 
individuales y colectivos para mantener una convivencia armónica 
entre el sistema estatal de derecho y el derecho indígena originario 
campesino: 


Para no incurrir en el peligro de desconocer el valor y fundamento 
de las costumbres y culturas ancestrales, o de vulnerar el orden legal 
establecido, debe llegarse a un punto de convergencia tal en el que 
ambos encuentren convivencia armónica, sin que ninguno avasalle 
al otro, resguardando en ambos los derechos colectivos de las comu- 
nidades y los derechos fundamentales de las personas*, 


Existen varios casos internacionales, sobre todo de la Corte 
Constitucional de Colombia, en los que se ha interpretado esta 
interrelación entre el derecho humano de los pueblos indígenas de 
ejercer su propia justicia y los demás derechos humanos y principios 
constitucionales. En la jurisprudencia colombiana se ha llegado a la 
conclusión de que para no contradecir con los otros derechos huma- 
nos reconocidos a los pueblos indígenas (por ejemplo, sus derechos 
culturales), las restricciones a la justicia indígena deben ser mínimos, 
sólo en relación a algunos principios vitales de la justicia nacional, 
como es el derecho a la vida. La corte colombiana ha pronunciado que 
al analizar la justicia indígena en relación a los derechos humanos, 





46 Sentencia constitucional 0295 /2003-R. Sucre, 11 de marzo de 2003: Fundamentos 
jurídicos del fallo, para 111.2. 
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hay que aplicar “el principio de maximización de la autonomía de 
las comunidades indígenas y la minimización de sus restricciones””. 
Si las restricciones fueran más amplias, esto sería contraproducente 
y contradictorio al mismo reconocimiento de la justicia indígena y 
constituiría una violación de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas. 


Coherente con las interpretaciones de los tribunales constitucio- 
nales de Bolivia y Colombia, la nueva Constitución boliviana, en su 
Art. 190(11), establece que “la jurisdicción indígena originaria cam- 
pesina respeta el derecho a la vida, el derecho a la defensa y demás 
derechos y garantías establecidos en la constitución”, y al mismo 
tiempo aclara, en su Art. 179 (ID), como principio fundamental del 
pluralismo jurídico que ninguno de los sistemas de derecho deben 
estar sometidos uno al otro, al definir que “la jurisdicción ordinaria 
y la jurisdicción indígena originaria campesina gozarán de igual je- 
rarquía”. Otra definición que da la nueva Constitución es que están 
sujetos a la jurisdicción indígena originaria campesina los miembros 
de la nación o pueblo indígena originario campesino. En relación a las 
competencias territoriales y de materia, así como a los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena originaria 
campesina y la jurisdicción estatal, se establece, en los artículos 191- 
192, que habrá una ley de deslinde jurisdiccional que establezca estos 
aspectos. Como mecanismo para la solución de posibles conflictos 
de competencia y consultas relacionadas con la aplicación del dere- 
cho indígena originario campesino, la Constitución, en su Art. 202, 
establece el Tribunal Constitucional Plurinacional. Como indica el 
nombre del tribunal constitucional, y de acuerdo a los artículos 197 
y 199, los magistrados de esta instancia superior de justicia repre- 
sentarán los dos sistemas de derecho. 


El funcionamiento del derecho indígena originario campesino en 
relación a diferentes materias de derecho estatal ya está parcialmente 
establecido en la legislación específica de Bolivia, aunque todavía no 
existe la ley de definición de competencias y coordinación entre la 
jurisdicción indígena originaria campesina y estatal. El Nuevo Código 





17 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia No. T-349/96: La interpretación 


del Artículo 246 de la Constitución Política. 
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de Procedimiento Penal del año 1999 establece que cuando un caso 
penal ha sido resuelto por las autoridades indígena originaria cam- 
pesinas, la justicia del Estado debe respetar esa decisión. Además, 
en los artículos 28 y 391 del Nuevo Código se establece que en casos 
en que personas indígena originaria campesinas sean juzgados ante 
tribunales del Estado se debe tomar en cuenta los patrones culturales 
de los pueblos indígena originario campesinos. En el ámbito de tierra, 
territorio y recursos naturales, el Estado boliviano reconoce las leyes, 
tradiciones, costumbres y sistemas de los pueblos indígena originario 
campesinos, así como sus modalidades de transmisión de derechos 
sobre la tierra*. El Art. 3 (III) de la actual Ley INRA establece que 
al aplicar las leyes agrarias en relación a los pueblos indígena origi- 
nario campesinos se debe considerar su derecho consuetudinario. 
En el ámbito familiar, la Ley contra la Violencia en la Familia o Do- 
méstica establece, en su Art. 16, que, en las comunidades indígenas 
y campesinas, serán las autoridades comunitarias las que resuelvan 
las controversias de violencia en la familia, “de conformidad a sus 
costumbres y usos, siempre que no se opongan a la Constitución 
Política del Estado y el espíritu de la presente ley”. 


Un aspecto importante del reconocimiento del derecho indígena 
originario campesino es que no se considera solamente como algo 
aislado aplicado en las comunidades, sino que el Estado, al aplicar 
su legislación en casos donde están involucrados los pueblos, comu- 
nidades y personas indígena originaria campesinos, debe tomar en 
cuenta sus propias formas de definir y comprender la justicia”. De 
esta manera se establece un tratamiento diferenciado entre personas 
indígenas y no indígenas al aplicar la legislación nacional general, 
motivado por la existencia de los sistemas de derecho desde las visio- 
nes culturales indígena originaria campesinas. El Estado debe tomar 
en cuenta esto, no solamente en asuntos penales, sino por ejemplo al 
decidir sobre el uso de recursos naturales en territorios indígenas. 


Un derecho que tiene aplicabilidad transversal es el derecho a la 
consulta, que tiene vigencia también en relación al derecho indígena 





48 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos Indígenas, Art. 27, y 


Convenio 169 de la OIT, Art. 17. 
49 Artículo 8(1) del Convenio 169 de la OIT. 
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originario campesino. Los pueblos indígena originario campesinos 
deben ser consultados cada vez que el Estado está planificando 
medidas legislativas o administrativas que afectan los pueblos o co- 
munidades. El Estado tiene que tomar en cuenta esto, por ejemplo, en 
el momento de definir una ley específica de coordinación y definición 
de competencias entre el derecho indígena originario campesino y 
el derecho estatal. 


En relación a los derechos de la mujer dentro del derecho indígena 
originario campesino, en la normativa vigente no existen conside- 
raciones específicas para asegurar sus derechos: los instrumentos 
jurídicos consideran que los mismos derechos son aplicables tanto 
a mujeres como a varones indígenas”. Existen opiniones en torno 
a que el derecho indígena originario campesino no toma en cuenta 
los derechos de las mujeres, razón por la que los cargos dirigencia- 
les comunitarios en general son ejercidos por los varones, y a que 
son principalmente los varones quienes expresan sus Opiniones en 
las asambleas y otros espacios comunitarios en los que se define la 
aplicación de la justicia indígena. Es así que el punto de vista feme- 
nino no estaría presente en la administración de justicia indígena 
originaria campesina. Esta preocupación ha sido expresada también 
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 
ONU al revisar los informes periódicos de Bolivia el 2008. El Comité 
ha preguntado al Estado boliviano si el derecho indígena originario 
campesino protege los derechos de la mujer. Según la respuesta del 
representante del gobierno boliviano, el problema de la protección de 
los derechos de la mujer existe tanto en el sistema estatal como en el 
sistema indígena originario campesino de justicia; para mejorar esta 
situación se necesitaría un trabajo de concienciación y formación de 
toda la población boliviana al aspecto”. 


Existen estudios como el de García en Ecuador, en el que se 
ha podido conocer que en el ejercicio del derecho indígena están 
emergiendo nuevos tipos de casos en relación a los derechos de la 
mujer indígena. Ha habido casos sobre los derechos de la mujer 





5 Por ejemplo, el Art. 3(1) del Convenio 169 de la OIT. 


31 Committee on Economic, Social and Cultural Rights, Second Periodic Report of Bolivia: 


Summary Record of the Meeting (9/5/2008), para 17. 
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solucionados en las instancias comunitarias, en temas, por ejemplo, 
de marginación de la mujer en toma de decisiones comunitarias y 
en el acceso a nominaciones de poder (2002: 30). En instancias in- 
ternacionales, las organizaciones de las mujeres indígenas en varias 
ocasiones han expresado su apoyo al fortalecimiento y aplicación de 
los sistemas indígenas de derecho. Por ejemplo, en el Plan de Acción 
de la Primera Cumbre de Mujeres Indígenas de las Américas ellas 
establecen: “Exigimos a los estados reconocer, respetar y promover 
la existencia y aplicación milenaria del Derecho Indígena en todos 
sus aspectos, civil, penal, comercial e internacional y adecuar sus 
políticas y legislaciones internas al Derecho Indígena””. En la De- 
claración de Beijing de Mujeres Indígenas se ha definido que, por un 
lado, el derecho indígena en las dimensiones que apoya a mujeres 
víctimas de violencia será reconocido y fortalecido y, por otro, que 
las normas, costumbres y tradiciones indígenas que discriminan a 
mujeres serán erradicados”. 


Hasta el momento en Bolivia existe muy poca jurisprudencia en la 
que las instancias judiciales hayan analizado la implementación del 
derecho indígena originario campesino y su relación a la normativa 
estatal. Por lo tanto, es importante conocer la sentencia 0295 /2003-R 
del Tribunal Constitucional que trata este aspecto. Es un caso sobre 
una pareja que durante 12 años había vivido en la comunidad de 
San Juan del Rosario de la provincia Nor Lípez del departamento de 
Potosí. Ellos presentaron una demanda ante el Tribunal Constitucio- 
nal reclamando que la decisión tomada por la comunidad en su caso 
había sido anticonstitucional. La pareja demandante era dueña de 
un alojamiento y la comunidad había decidido que ya no quería que 
prestaran sus servicios en la comunidad. Por decisión comunitaria 
se les entregó una carta de agradecimiento, indicando que en plazo 
de dos semanas debían retirarse de la comunidad. Según los deman- 
dantes, este hecho violó su derecho al trabajo, a ingresar, permanecer 
y transitar libremente por el territorio nacional, a la propiedad pri- 
vada, y a percibir una justa remuneración por su trabajo. El origen 
del conflicto entre la comunidad y los dueños del hospedaje residía 





%2 Plan de Acción. Primera Cumbre de Mujeres Indígenas de las Américas. Oaxaca 


(4/12/2002). Sección Derechos Humanos y Derechos Indígenas, para 4. 


% Beijing Declaration of Indigenous Women (2005), para 36. 
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en un desacuerdo sobre el precio del alojamiento, y en el hecho que 
ellos no habían participado en los trabajos comunitarios (por ejem- 
plo, arreglo de caminos), aunque su negocio se había beneficiado 
directamente con estos. 


Al recibir esta demanda, el Tribunal Constitucional consideró que 
no era posible resolver el caso aplicando únicamente las normas de la 
justicia estatal, sino que era necesario comprender la forma de vida y 
la mentalidad que tienen los comunarios para analizar lo acontecido. 
Con tal finalidad, se realizó un estudio sociocultural, incluyendo una 
investigación de campo durante dos meses en la comunidad. En su 
fallo el Tribunal ratificó la decisión de la comunidad argumentando, 
que 


las reglas de comportamiento tomadas y acordadas en las reuniones 
de las comunidades campesinas deben ser acatadas por todos los 
comunarios, así como por las personas que se asienten en sus pre- 
dios, aunque no fueren campesinos, a fin de preservar los valores y 
principios de solidaridad, costumbres y organización tradicional que 
caracteriza su régimen de vida”. 


El Tribunal decidió que los demandantes tenían que “adecuar de 
inmediato su conducta a las normas comunitarias, participando 
puntual y oportunamente en los trabajos comunes y acatando las 
decisiones de las autoridades, en tanto no sean contrarias a los dere- 
chos y garantías fundamentales”. Asimismo, el Tribunal señaló que 
después de seis meses la comunidad debía informar por escrito al 
Tribunal si los dueños del alojamiento habían adaptado su forma de 
vida a las costumbres de la comunidad”. 


En el siguiente cuadro se realiza un resumen de la normativa 
vigente relacionada con el reconocimiento del derecho indígena 
originario campesino: 





54 Sentencia constitucional 0295 /2003-R. Sucre, 11 de marzo de 2003: Fundamentos 
jurídicos del fallo, para 111.6. 


55 Ibid., Fallo. 
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Derecho 


Contenido 


Fuente 





Reconocimiento 
del derecho 
indígena 


Al aplicar la legislación nacional a los pueblos indígenas, el 
Estado debe tomar debidamente en consideración sus cos- 
tumbres o su derecho consuetudinario. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 8(1) 





En la medida en que sea compatible con el sistema jurídico 
nacional y con los derechos humanos, el Estado debe res- 

petar los métodos a los que los pueblos indígenas recurren 
tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos 
por sus miembros. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 9(1) 





Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarro- 
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llar y mantener sus estructuras institucionales y sus propios | la ONU: Art. 34 

procedimientos, prácticas y costumbres o sistemas jurídicos, 

de conformidad con las normas internacionales de dere- 

chos humanos. 

Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho ueva CPE 

Plurinacional Comunitario. Bolivia se funda en el pluralismo Art. 1 

jurídico. 

El Estado asume y promueve como principios ético-morales ueva CPE 

de la sociedad plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no Art. 8 

seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón). 

La potestad de impartir justicia emana del pueblo boliviano ueva CPE 

y se sustenta en el principio de pluralismo jurídico. Art. 178(1) 

La jurisdicción indígena originaria campesina es ejercida por | Nueva CPE 

sus propias autoridades. Art. 179(1) 

Las naciones y pueblos indígena originario campesinos ueva CPE 

ejercerán sus funciones jurisdiccionales y de competencia Art. 190(1) 

a través de sus autoridades, y aplicarán sus principios, 

valores culturales, normas y procedimientos propios. 

El Estado promoverá y fortalecerá la justicia 1OC. Nueva CPE: 

Art. 192(11) 

En las comunidades indígenas y campesinas serán autorida- | La Ley Contra 

des comunitarias y naturales quienes resuelvan las contro- a Violencia en 

versias de violencia en la familia, de conformidad a sus cos- | la Familia O 

umbres y usos, siempre que no se opongan a la Constitución | Doméstica: 

Política del Estado y al espíritu de la presente ley. Art. 16 
Facultades y Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las res- | Declaración de 
limitaciones ponsabilidades de los individuos para con sus comunidades. | la ONU: 
del derecho Art. 35 
indígena Los pueblos indígenas tienen el derecho de conservar sus Convenio 169 de 


costumbres e instituciones propias, y el Estado deberá res- 
petar los métodos a los que los pueblos interesados recurren 





radicionalmente para la represión de los delitos cometidos 
por sus miembros, siempre que éstos no sean incompati- 
bles con los derechos fundamentales ni con los derechos 
humanos. 








a OIT: Art. 8(2) 
y (1) 
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La aplicación del reconocimiento del derecho indígena no Convenio 169 de 
deberá impedir a los miembros de dichos pueblos ejercer la OIT: Art. 8(3) 
los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y 
asumir las obligaciones correspondientes. 

Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desa- Declaración de 
rrollar y mantener sus estructuras institucionales y sus propias | la ONU: Art. 34 
costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, 
prácticas y costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad 
con las normas internacionales de derechos humanos. 

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos Declaración de 
equitativos y justos para el arreglo de conflictos y contro- la ONU: Art. 40 
versias con el Estado u otras partes. En esas decisiones se 
endrán debidamente en consideración las costumbres, las 
radiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los pue- 
blos indígenas. 

La jurisdicción ordinaria y la jurisdicción indígena originaria | Nueva CPE: 
campesina gozarán de igual jerarquía. Art. 179(11) 
La jurisdicción indígena originaria campesina respeta el de- | Nueva CPE: 
recho a la vida, el derecho a la defensa y demás derechos y | Art. 190(11) 
garantías establecidos en la presente Constitución. 
La jurisdicción indígena originaria campesina se fundamenta | Nueva CPE: 
en un vínculo particular de las personas que son miembros | Art. 191(1) 
de la respectiva nación o pueblo indígena originario cam- 
pesino. 

La jurisdicción indígena originaria campesina se ejerce en Nueva CPE: 
los siguientes ámbitos de vigencia personal, material y terri- | Art. 191(11) 
torial: están sujetos a esta jurisdicción los miembros de la 
nación o pueblo indígena originario campesino, que actúen 
como actores o demandado, denunciantes o querellantes, 
denunciados o imputados, recurrentes o recurridos. Esta 
jurisdicción conoce los asuntos indígena originario campe- 
sinos de conformidad establecida en una ley de deslinde 
Jurisdiccional. Esta jurisdicción se aplica a las relaciones y 
hechos jurídicos que se realizan o cuyos efectos se produ- 
cen dentro de la jurisdicción de un pueblo indígena origina- 
rio campesino. 









































Instituciones Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar | Declaración de 
propias sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, a ONU: Art. 5 
relacionadas sociales y culturales. 
con el derecho Los pueblos indígenas tienen derecho a la autonomía o a Declaración de 
indígena autogobierno en las cuestiones relacionadas a sus asuntos a ONU: Art. 4 
internos. 
Los pueblos indígena originarios tienen el derecho a que: sus ueva CPE: 
instituciones sean parte de la estructura general del Estado. | Art. 30(5) 
Al ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y económicos ueva CPE: 
acorde a su cosmovisión. Art. 30(14) 
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El autogobierno de las autonomías lOC se ejercerá de acuer- | Nueva CPE: 
do a sus normas, instituciones, autoridades y procedimientos, | Art. 290 
conforme a sus atribuciones y competencias, en armonía con 

la Constitución y la ley. 

Las autonomías IOC podrán ejercer como competencia Nueva CPE: 
exclusiva el ejercicio de la jurisdicción IOC para la aplicación | Art. 304(8) 


de justicia y resolución de conflictos a través de normas y 
procedimientos propios de acuerdo a la Constitución y la ley. 





Coordinación 
entre derecho 


Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedi- 
mientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 8(2) 























a las personas 
indígenas 

se debe tomar 
en cuenta 

el derecho 
indígena 





indígena y la aplicación del derecho indígena. 
derecho Para el cumplimiento de las decisiones de la jurisdicción IOC, | Nueva CPE: 
estatal sus autoridades podrán solicitar el apoyo de los órganos Art. 192(11) 
competentes del Estado. 
La Ley de Deslinde Jurisdiccional determinará los mecanis- | Nueva CPE: 
mos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción IOC | Art. 192(111) 
con la jurisdicción ordinaria. 
El Tribunal Constitucional Plurinacional tiene la atribución de | Nueva CPE: 
resolver las consultas de las autoridades lOC sobre la apli- | Art. 202(8) 
cación de sus normas jurídicas aplicadas a un caso concreto. 
La decisión del Tribunal es obligatoria. 
El Tribunal Constitucional Plurinacional tiene la atribución de | Nueva CPE: 
resolver conflictos de competencia entre la jurisdicción IOC | Art. 202(11) 
y la jurisdicción ordinaria y agroambiental. 
Toda autoridad pública o persona acatará las decisiones de | Nueva CPE: 
la jurisdicción indígena originaria campesina. Art. 192(1) 
Se extinguirá la acción penal cuando el delito o la falta se Código de 
cometa dentro de una comunidad indígena y campesina por | Procedimiento 
uno de sus miembros en contra de otro y sus autoridades Penal: Art. 28 
naturales hayan resuelto el conflicto conforme a su Derecho 
Consuetudinario Indígena, siempre que dicha resolución no 
sea contraria a los derechos fundamentales y garantías de 
as personas establecidas por la CPE. 
Al aplicar la Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse Convenio 169 de 
justicia sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las cos- | la OIT: Art. 9(2) 
ordinaria umbres de pueblos indígenas en la materia. 





Cuando se impongan sanciones penales previstas por la 
egislación general a miembros de pueblos indígenas de- 
berán tenerse en cuenta sus características económicas, 
sociales y culturales. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 10(1) 











Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del 
encarcelamiento al aplicar la justicia estatal a los pueblos 
indígenas. 





Convenio 169 de 
la OIT: Art. 10(2) 
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Cuando un miembro de un pueblo o comunidad indígena o 
campesina sea procesado en la justicia ordinaria, se obser- 
van las siguientes reglas especiales: 

1) el fiscal durante la etapa preparatoria y el juez o tribunal 
durante el juicio serán asistidos por un perito especializado 
en cuestiones indígenas; y 

2) antes de dictarse sentencia, el perito elaborará un dicta- 
men que permita conocer con mayor profundidad los patro- 
nes de comportamiento referenciales del imputado a los 
efectos de fundamentar, atenuar o extinguir su responsabili- 
dad penal. 


Código de 
Procedimiento 
Penal: Art. 391 





























las reglas de la comunidad de acuerdo a sus normas y cos- 
tumbres. En la aplicación de las leyes agrarias y en relación 
a los pueblos indígenas y originarios, el Estado debe consi- 
derar las costumbres o derecho consuetudinario indígena- 
originario, siempre que no sean incompatibles con el sistema 
jurídico nacional. 


Cuando se trate de niños, niñas o adolescentes pertene- Código del 
cientes a grupos étnicos o comunidades nativas o indígenas, | Niño, Niña y 
se tomará en cuenta sus usos y costumbres, siempre que Adolescente: 
no se opongan a la Constitución Política del Estado, el pre- Art. 214 
sente código y leyes vigentes; pudiendo consultarse con au- 
toridades de la comunidad a la cual pertenecen. 
Participación El Tribunal Constitucional Plurinacional estará integrado por ueva CPE: 
indígena en el magistrado/as elegidos con criterios de plurinacionalidad, Art. 197(1) 
Tribunal con representación del sistema ordinario y del sistema lOC. 
Constitucional Los candidatos al Tribunal Constitucional Plurinacional po- ueva CPE: 
drán ser propuestos por organizaciones de la sociedad civil | Art. 199(11) 
y de las naciones y pueblos lOC. 
Derecho El Estado reconoce las leyes, tradiciones, costumbres y sis- | Declaración de 
indígena en temas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas, en a ONU: Art. 27 
relación a tierra, | relación con sus tierras, territorios y recursos para reconocer 
territorio y definir sus derechos en relación con estos recursos. 
y recursos El Estado debe respetar las modalidades propias de trans- Convenio 169 de 
naturales misión de los derechos sobre la tierra entre los miembros de | la OIT: Art. 17 
los pueblos indígenas. 
La distribución de tierras al interior de las TCO se regirá por | Ley de 


Reconducción 
Comunitaria de 
la INRA: Art. 3(111)) 











El Estado reconoce la facultad de aplicar las normas propias, | Nueva CPE: 
administrados por las organizaciones o instancias propias. Art. 403(1) 
El Estado reconoce y hace cumplir la resolución de conflictos | Reglamento 


al interior o entre comunidades campesinas, colonias y 
pueblos indígenas u originarios, con base en sus usos y 
costumbres. 





para la Ley de 
Reconducción 
Comunitaria del 
INRA: Art. 3(c) 
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2. 


Las autoridades del derecho indígena originario campesino 
y sus funciones 


Pregunta: ¿Quiénes podían ser dirigentes? 


Respuesta: Antes se elegía a aquellas personas que conocían bastante, 
aquellos que tenían buena cabeza, a ellos se los elegían, a aquellos 
que sabían caminar. Antes se elegía a aquellos que sabían bien, ahora 
ya se murieron, ellos hacían hacer caso, ahora ya no es así. Antes los 
castigos eran graves. A los que no hacían caso se les colgaba de pies 
arriba con la cabeza abajo, también se les chicoteaba, la gente no 
podía reclamar. Era bien fuerte la organización, tenían guardias que 
les ayudaban a llevar a los infractores. Desde la central venían los 
guardias y se los llevaban o les hacían trabajar en la tierra (Entrev. 
No. 1, con Sinforeano Caero). 


Por influencia de la modernización existen cambios en las prácticas 
comunitarias relacionadas con la elección de las autoridades. Antes 
se elegía a las personas con experiencia y criterio para encaminar la 
comunidad, hoy se elige también jóvenes con menos experiencia de 
vida, pero con más facilidad de leer, escribir y hablar en castellano. 
Un ex dirigente de la comunidad Link'u de Ayopaya reflexiona sobre 
el rol del dirigente en la defensa de los derechos de la comunidad: 


Pueden ser dirigentes aquellos que están capacitados, los que llevan 
bien su casa, a ellos se los elige. No podríamos elegir a cualquier 
yugalla (muchacho), si eligiéramos a cualquier yuqalla nos llevaría 
al fracaso, ya tenemos experiencia; de acuerdo a su forma de ser, a 
su carácter quieren llevar la organización, y no es así. Entonces, los 
servicios comunales tiene que mantener, la organización sindical tiene 
que saber llevar adelante, nosotros eso vemos, a ellos los elegimos, no 
se lo elige a cualquiera. A veces colocan como dirigente a cualquiera, 
a veces eligen a una persona sin pensar bien, dicen él conoce, sabe 
leer, él puede llevar adelante la organización, diciendo, pero no es 
así. Puede saber leer pero no tiene experiencia, y nos lleva atrás en 
vez de avanzar (Entrev. No. 22, con Rufino Salas). 


Las comunidades estudiadas corresponden al ámbito organizativo 


campesino originario que tiene su propia estructura para la admi- 
nistración de justicia, con orígenes en la visión ancestral originaria 
de derecho y con influencias del sistema colonial y postcolonial de 
justicia. Con la estructura originaria campesina convive la institución 
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de los corregidores, que es parte de la herencia colonial apropiada 
por lo comunitario, y la de los alcaldes de campo o comunales, una 
figura de autoridad que viene de la estructura del ayllu. Existen 
diferentes autoridades responsables de los diversos ámbitos de la 
organización y del derecho originario campesino. En las dos co- 
munidades de Ayopaya donde se ha realizado la investigación, las 
autoridades relacionadas con del derecho originario campesino son 
las siguientes: 


Comunidad Tapaza, municipio de Independencia, provincia Ayopaya: 





Autoridades en la comu- 
nidad con funciones 
relacionadas al derecho 
originario campesino 
Secretario general Vela por el bien de la comunidad. Conflictos relacionados con tierras y 

recursos naturales. 
Secretario de relaciones Apoya al secretario general y en su ausencia queda como responsable. 


Ámbito de responsabilidades 






































Secretario de actas Toma nota de la asistencia, inscripciones; redacta el libro de actas y da 
lectura al mismo. 

Secretario de hacienda Hace el cobro de las cuotas, multas y aportes específicos. 

Corregidor Soluciona peleas, robos, riñas, demandas, problemas de crimen. 

Alcalde comunal Ayuda al corregidor en la solución de conflictos. 

Comisario Ayuda al corregidor en los arrestos. 

Milicia Pone orden en las reuniones. 

Tasadores (4) Valoran y solucionan los daños causados por animales en las siembras. 





Comunidad Link'u, municipio de Independencia, provincia Ayopaya: 





Autoridades en la comu- 
nidad con funciones 
relacionadas al derecho 
originario campesino 
Secretario general Vela por el bien de la comunidad. Conflictos relacionados con tierras y 

recursos naturales. 
Secretario de relaciones Apoya al secretario general y en su ausencia queda como responsable. 


Ámbito de responsabilidades 

















Secretario de actas Toma nota sobre la asistencia, inscripciones, redacta el libro de actas y 
da lectura del mismo. 

Secretario de hacienda Hace el cobro de las cuotas, multas y aportes específicos. 

Secretario agricultor Responsable de la siembra y cosecha en las tierras de las cooperativas, 


control de calidad de las semillas para la siembra y la comercialización 
de los productos. 











Juez de aguas Controla los turnos de agua (mit'a) y la limpieza de las acequias. 
Corregidor No hay. 
Alcalde comunal Soluciona conflictos de tipo penal y familiar, organiza el mantenimiento 











de caminos, patrocina de fiestas. 
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El corregidor y el alcalde comunal son elegidos por el periodo 
de un año, como es en general en el sistema de cargos rotativos de 
las comunidades originaria campesinas. Si la autoridad ejerce bien 
sus funciones, en algunas comunidades existe la posibilidad de ex- 
tender el tiempo de su mandato. En la provincia Ayopaya hay 103 
corregidores en ejercicio, cuando la cantidad de comunidades en total 
es alrededor de 360 (Entrev. No. 32, con Basilio Álvarez). Según la 
experiencia de la comunidad Tapaza, el rol del corregidor se puede 
ilustrar de la siguiente manera: 


El corregidor no depende del dirigente, depende del subprefecto, es 
aparte. Cuando hay conflicto, cuando hay peleas, riñas, el corregidor 
soluciona a través de arrestos, los va a encerrar a una pequeña cárcel 
que tenemos. Cuando eran malcriados ahí los encerraban, o cuando 
eran infieles también los encerraban. El corregidor tiene que ser co- 
rrecto, tiene que ser imparcial, no tiene que inclinarse a ninguna de 
las partes (Entrev. No. 2, con Emiliano Caero). 


Depende formalmente del subprefecto, pero la comunidad ejerce 
control social de su comportamiento. Es la comunidad la que nombra 
al corregidor, y si no cumple bien sus funciones lo puede cambiar 
(Entrev. No. 99, con Mario Bascopé). En Tapaza el corregidor tiene 
como su ayudante al “comisario”, quien le ayuda al corregidor en 
los arrestos”. 


En Tapacarí su competencia es parecida: 


Bueno, el corregidor que existe en algunas comunidades o en alguna 
comunidad, su función es cuando existen problemas internos, ya sea 
de la familia o entre personas por discusiones. El corregidor tiene que 
solucionar eso, o sea de acuerdo a sus problemas o consensuar con 
una acta de compromiso para que no existan mas problemas (Entrev. 
No. 75, con Valentín Quispe). 


Según el estudio realizado por el Ministerio de Justicia en el cantón 
Ramadas, provincia Tapacarí: 





36 Según la información obtenida en la reunión de convalidación de los resultados 


de investigación en la comunidad Tapaza (15/1/2009). 
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El corregidor tiene competencia para conocer las denuncias relacio- 
nadas con riñas, agresiones, disputas familiares, incumplimiento de 
contratos, separaciones, y todos aquellos casos que pudieran tener 
tipo penal: allanamientos, robos, abigeatos, violaciones, injurias, le- 
siones físicas, homicidios, etc. En cuanto al ámbito jurisdiccional en 
el que imparte justicia el corregidor, éste se extiende a los limites de 
la subcentral en la que es designado (Ministerio de Justicia / CERES 
1997: 43). 


En Capinota las responsabilidades del corregidor existen de forma 
parecida; en la siguiente intervención se describe sus funciones en 
relación con el dirigente sindical: 


La función del corregidor es arreglar los problemas, a veces hay 
discusiones entre vecinos, hay peleas, esas cosas son del corregidor, 
entonces no es cobrar multas. Si hay un problema, por ejemplo en 
el tema de la tierra, dos compañeros se pelean por el problema de la 
tierra y no le hacen caso, entonces el corregidor debe ir y llevarlos 
ante el dirigente para que él solucione ese problema (Entre. No. 83, 
con Sinforeano Paniagua). 


La función del alcalde comunal viene de la estructura del ayllu. 
Es el jilango (quechua) o jilakata (aymara). Esta figura de autoridad 
viene ya desde el Estado Inca, donde su función era ser el repre- 
sentante del inca, y en la época republicana también cumplía el rol 
del representante del Estado, de hacer abogacía por su comunidad 
y funcionar como facilitador del Estado en el ayllu (Entrev. No. 89, 
con José Cerruto). En los ayllus actuales son quienes administran la 
justicia y organizan las fiestas y rituales: 


En la organización de ayllus original, los alcaldes tienen mucha as- 
cendencia, en cambio en el municipio de Independencia sus acciones 
están limitadas a financiar las fiestas patronales y están a disposición 
del corregidor para citar a personas, es decir, cumplen la función 
de un vocal o mensajero en la comunidad (Gobierno Municipal de 
Independencia 2002: 12). 


En Tapaza el corregidor es acompañado por el alcalde comunal, como 
su ayudante y colaborador. El actual alcalde comunal describe sus 
funciones de la siguiente manera: 
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Yo dependo del corregidor, no me tengo que meter con el sindicato. 
Lo de ellos sólo es tratar el tema de tierras nada más. Entonces el 
corregidor y el alcalde, cuando hay problemas, eso es de nosotros. 
Digamos cuando hay peleas, riñas, eso es de nosotros. Yo con el corre- 
gidor somos uno. Cuando el delito es grave en los casos de robo, con 
el corregidor y las bases tenemos que llevar desde aquí hasta Palca 
[Independencia], entonces las bases nos dicen que llevemos y tene- 
mos que llevar, si la culpa es grave tenemos que llevarlo hasta Palca. 
Entonces, el corregidor depende del subprefecto, y con el policía va 
a solucionar y yo también (Entrev. No. 6, con Roberto Tola). 


En la comunidad de Link"u no existe el corregidor; el alcalde comunal 
tiene que resolver los problemas de riñas y peleas, coordinar con el 
subprefecto, trabajar en la mejora de los caminos y llevar adelante 
las costumbres de la comunidad. Según lo que relata un comunario 
mayor de Link'u: 


Tiene que ir cada domingo a Palca a entrevistarse con el subprefecto 
y ahí ellos hacen reuniones, hablan de los caminos, entonces cuando 
viene informa de lo que se ha hablado, hace hacer trabajos de ripio. 
El alcalde comunal es responsable de hacer la fiesta de carnavales, la 
fiesta de la virgen del Carmen, él tiene que atender. Ahora en carna- 
vales ya se va a cambiar el alcalde comunal en la fiesta de tentación. 
El alcalde tiene que hacer elaborar la chicha todo bajo su cargo, tiene 
que preparar los bailes (Entrev. No. 23, con Ambrosio Calcina). 


En cambio, en Tapacarí el alcalde comunal o el alcalde de campo 
tiene una presencia más fuerte, incluso en el ámbito de derecho agra- 
rio y de recursos naturales, lo que en Independencia es competencia 
de los dirigentes sindicales. En Tapacarí su dependencia de la organi- 
zación originaria campesina es más directa, aunque al mismo tiempo 
responde al ámbito estatal. Según un anterior estudio realizado: 


El alcalde de campo tiene competencia para resolver los conflictos 
cotidianos resultantes, entre otros, de los daños ocasionadas por la 
invasión de animales a cultivos ajenos, así como los casos de extravío 
de animales, riñas menores, agresiones verbales, desvío de canales 
de riegos, sucesiones hereditarias simples, engaños en compra de 
animales y otros. El ámbito de su jurisdicción se extiende a los límites 
de la comunidad (Ministerio de Justicia / CERES 1997: 42). 
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Esto afirma también el dirigente sindical de la Central Provincial de 
Tapacarí: 


El alcalde comunal, quizás su función en la comunidad es ver como 
están trabajando los sembradíos, o los daños. Él es electo de acuerdo 
alos usos y costumbres de la comunidad, o sea responde a la comu- 
nidad, a las bases, en coordinación con el dirigente, en coordinación 
con la subcentral (Entrev. No. 75, con Valentín Quispe). 


El alcalde comunal asume también el rol de un consejero, una persona 
ejemplo en las comunidades de Tapacarí: 


Él se encarga como un papá en la comunidad, él se encarga de todas 
las tierras, de que exista una buena convivencia entre las personas, 
que no pase nada, hasta del medio ambiente. También a aquella per- 
sona que no actúa bien le reflexiona. Es como un papá y su esposa 
es como una mamá, ellos tienen que recomendar muy bien sobre la 
vida, eso hacen ellos”. 


En Capinota los alcaldes comunales existen más que todo en las al- 
turas, pero no es una figura común en la administración de justicia 
(Entrev. No. 84, con Martín Nina Torrico). 


Como parte de la organización sindical, existe el cargo del se- 
cretario de conflictos o secretario de justicia, el nombre varia de 
comunidad a comunidad. Las prácticas del tipo de autoridades que 
existen en las comunidades son diversas. En algunas comunidades 
hay secretario de justicia y en otras alcalde comunal; a veces en 
la misma comunidad existen ambos cargos. Según las entrevistas 
realizadas en Tapacarí, en algunas comunidades es el secretario de 
conflictos o de justicia el que se encarga a resolver los problemas 
interpersonales en problemas civiles y penales: “El secretario de 
conflictos o alcalde comunal, es casi lo mismo. Ver a la comunidad, 
o buscar solucionar los problemas” (Entrev. No. 75, con Valentín 
Quispe). Dependiendo de si existe o no el cargo de corregidor y 
alcalde comunal en la comunidad, los dirigentes sindicales asumen 
la función de solucionar los conflictos entre los comunarios, y las 





7 Entrevista grupal con comunarios con 10 comunarios de la comunidad Tumuyo, 


Tapacarí (28/11/2008). 
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funciones varían entre las comunidades. En la comunidad de Link'u 
actualmente no existe el cargo de secretario de justicia y conflictos, 
pero cuando había asumía la responsabilidad de arreglo de los 
conflictos familiares y penales: “El secretario de justicia atiende los 
casos de demandas, porque existen riñas, peleas y es lo que tiene que 
arreglar el secretario de justicia” (Entrev. No. 22, con Rufino Salas). 
En algunos casos, también la organización de mujeres campesinas 
tiene el cargo del secretario de conflictos, pero es más común que ese 
cargo exista solamente en el sindicato comunitario general. Cuando 
ese cargo existe en la organización de las mujeres, es en menor grado 
que la organización femenina asume la administración de justicia. 
La siguiente entrevista de Capinota refleja esto: 


Existe esa dualidad, quizás tenemos dos secretarios de conflictos, lo 
de hombres y lo de mujeres. En ese caso van generalmente a lo de 
los hombres, no se acostumbran mucho todavía a las mujeres, sólo 
requieren al secretario de conflictos para arreglar a nivel general los 
problemas (Entrev. No. 88, con Rosmeri Marcos). 


Según la experiencia de Capinota, el secretario de conflictos 


[e]s más o menos como el corregidor dentro la parte orgánica. Enton- 
ces, él ve qué conflictos puede haber en los problemas de tierra, no 
siempre está el dirigente, pero el secretario de conflictos puede arre- 
glar, él más que todo se basa en problemas de tierra, debe consensuar, 
cómo pueden arreglar y qué deben hacer. El depende del dirigente y 
de los miembros” (Entrev. No. 83, con Sinforeano Paniagua). 


En las comunidades donde no existe el cargo de secretario de conflic- 
tos, es el corregidor el que asume la responsabilidad de arreglar las 
peleas, discusiones y riñas (Entrev. No. 88, con Rosmeri Marcos). 


En la estructura de la organización campesina es principalmente 
el dirigente sindical quien resuelve los asuntos relacionados a la 
tierra y los recursos naturales: “Las funciones del dirigente son de 
las tierras, los daños de las crías de animales, eso le toca al dirigente, 
los linderos también le toca a él” (Entrev. No. 6, con Roberto Tola). 
Existen cargos específicos para el control de recursos naturales. Según 
la experiencia de Link'u, hay el cargo de secretario agricultor, quien 
organiza la siembra de la papa en las tierras de la cooperativa: “Nos 
dice cuándo tenemos que jaymax, cuándo tenemos que cavar la papa, 
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luego él es el encargado para cambiar las semillas, y cómo se puede 
mejorar la semilla, dónde vamos a vender el producto, todo eso es 
competencia del secretario agricultor”. Otro cargo importante es el 
juez de agua, quien controla los turnos de riego y el mantenimiento 
de las acequias”. 


3. El funcionamiento del derecho indígena originario 
campesino 


Las autoridades con toditas las bases al mando de la autoridad, desde 
ahí nace una decisión, un análisis de todita la base, para que de ahí a 
mí me den un castigo. Por haber pegado a mi esposa tengo que trabajar 
para la comunidad como sanción. Dentro lo que es la justicia comuni- 
taria no existe dinero, entonces tengo que trabajar para la comunidad, 
ya sea para la escuela, o depende de ellos qué es lo que me van a hacer, 
pero tengo que trabajar para la comunidad. Entonces, si es que yo 
discuto con mi vecino, existe un castigo, y si es que teniendo mujer 
camino con otra mujer, para eso también existe otro castigo, o si es la 
mujer que falla le cortan el cabello como una señal, y para el hombre 
existe un arado para trabajar (Entrev. No. 80, con Severino Vargas). 


Las organizaciones comunitarias mediante sus autoridades y las 
reuniones comunitarias asumen la tarea de proteger una amplia 
gama de derechos de la comunidad en su conjunto, tratando temas 
relacionados con la tierra, el agua, la salud, la educación, los planes 
de desarrollo del municipio, cuestiones relacionadas con infraestruc- 
tura caminera y otros. La organización comunitaria es la entidad que 
promueve y vigila el cumplimiento de los derechos y el bienestar de 
la comunidad. Las reuniones comunitarias son espacios de debate, 
definición y difusión de los derechos. El funcionamiento del derecho 
indígena originario campesino en las regiones estudiadas se encuen- 
tra en los dos ámbitos principales arriba mencionados: el ámbito de 
la organización originaria campesina y en el ámbito semiestatal co- 
ordinado por los subprefectos provinciales. La interrelación de estos 
dos ámbitos en las diferentes localidades estudiadas se manifiesta 
en diferentes formas y grados según la tradición y las relaciones de 
poder existentes. 





38 Taller de convalidación de los resultados de la investigación, comunidad Link'u 


(31/1/2009). 
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Compartiendo comida comunitaria en una asamblea en Independencia. (Foto: PROBONA) 


Al preguntar a los comunarios sobre la justicia comunitaria o su 
derecho propio, la primera reacción de gran parte de los entrevista- 
dos es que “la justicia comunitaria no es matar”. Esto refleja lo que en 
los últimos años ha sido difundido en los medios de comunicación 
a la opinión pública y que ha llegado hasta las comunidades: una 
visión negativa y violenta del derecho indígena originario campesino. 
Al ser entrevistados los comunarios quieren tomar distancia de esta 
imagen tergiversada de su derecho ancestral. Según la intervención 
del dirigente de la Central Provincial de Tapacarí: 


Bueno, justicia comunitaria es de acuerdo a las normas de la comu- 
nidad que soluciona, pero no aplicamos directamente sancionando 
a la gente, no es matar. Justicia comunitaria es con transparencia, 
viendo los problemas que se solucionan fácilmente, en ese caso no 
se necesita la justicia ordinaria. No se necesita presentar documentos 
O agarrar a un abogado, entonces nosotros solucionamos de acuerdo 
a las normas, eso quiere decir la justicia comunitaria (Entrev. No. 75, 
con Valentín Quispe). 


En la sociedad boliviana prevalece la idea de que el derecho indí- 
gena originario campesino está limitado a un conjunto de prácticas 
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relacionadas con la resolución de conflictos en el ámbito penal y 
familiar. En la realidad, el derecho indígena originario campesino es 
un sistema de organización de la vida comunitaria en todos sus as- 
pectos: “El derecho colectivo o el derecho comunal se aplica en todos 
los temas, por ejemplo, en la forma de administración de la tierra, 
el acceso y uso de recursos naturales, en el ejercicio de la política, 
hasta en los derechos ciudadanos y otros” (CSUTCB 2006: 28). Esta 
comprensión integral del derecho indígena originario campesino está 
manifestado también en la siguiente entrevista: 


Con los derechos indígenas se puede ser autoridad, se puede estudiar, 
se puede salir profesional y dar a conocer sus saberes. Eso es para 
el hombre y la mujer. El tejido, todas las costumbres, por ejemplo, 
el control del tiempo, si es que va a ser época de lluvia, o no, si las 
lluvias van a acompañar las siembras, en qué meses hay que sem- 
brar las tierras. Cuando siembran la papa, si esa papa se hincha, eso 
significa que la tierra está bien preparada o que la semilla es buena 
semilla (Entrev. No. 80, con Severino Vargas). 


La comunidad decide, por ejemplo, las responsabilidades de cada 
socio o familia en aspectos relacionados a la infraestructura comu- 
nitaria mediante los trabajos comunitarios (limpiar el camino, cavar 
acequias y otros). La comunidad establece también normas en rela- 
ción con el derecho a educación: 


Si alguien no quiere colocar a su hijo a la escuela, tiene que pagar una 
multa, y si no quiere colocarle a la escuela siempre, lo pasamos a la 
Defensoría de la Niñez. Entre nosotros nos ayudamos, por ejemplo, si 
yo no tengo hijos, entonces tengo que ayudar con 50 Bs. para la escuela, 
para materiales, para la comida del profesor, para reparar la escuela, 
para lo que sea necesario (Entrev. No. 70, con grupo de comunarios). 


Muchos de los entrevistados están conscientes de la necesidad de 
fortalecer la práctica y el ejercicio del derecho indígena originario 
campesino. El representante de la Central Provincial de Tapacarí 
menciona que los derechos más importantes son: 


el de respetar nuestras costumbres, respetar nuestra cultura, y recordar 
sobre todo el tiempo de nuestros tatarabuelos, en ese entonces eran 
bien respetuosos, y ahora ha cambiado. Eso nosotros queremos 
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rescatar y también pedimos que puedan respetar las autoridades y que 
nos tomen más en cuenta (Entrev. No. 75, con Valentín Quispe). 


Un grupo de comunarios expresa el mismo pensamiento de la nece- 
sidad de recuperar las prácticas y justicia ancestrales, argumentando 
esto por la corrupción del sistema jurídico estatal que hace daño a 
los comunarios: 


Antes nuestros abuelos llevaban el ama suwa, ama llulla, ama qhilla. 
Eso tenemos que recuperar, todo esto, ellos eran fuertes. El pastoreo 
eso tenemos que recuperar. Así un poco de respeto vamos a enseñar, 
por ejemplo, la justicia ordinaria nos hace mal. Aquí hay policías, 
está el subprefecto, y si una persona llega aquí, el dinero corre, le dan 
dinero al subprefecto o a la policía, unos doscientos o cien, entonces 
el culpable es liberado. Entonces, la justicia ordinaria no está buena, 
para nosotros es mala, por eso la nueva Constitución ojala se apruebe, 
según las normas”. 


La figura de los subprefectos, corregidores y alcaldes comunales 
es una herencia del sistema político colonial que sigue vigente en 
Bolivia; es una dimensión de aplicación de justicia que es evidente- 
mente interlegal*%; actúa en un espacio intercultural entre dos sistemas 
de derecho. Los corregidores dependen del Estado mediante el 
subprefecto, pero al mismo tiempo responden a la comunidad: son 
elegidos por la comunidad, pero son formalmente posesionados por 
el subprefecto. Existen diferentes variantes de esta configuración 
de poderes, en algunas comunidades los corregidores responden 
más a la lógica comunitaria, y en otras más a la lógica estatal. En la 
aplicación de la justicia, deben actuar dentro del marco jurídico del 
Estado, pero no cuentan con mayor formación jurídica para conocer 
esa normativa estatal que deben implementar, por lo tanto, aplican 
una justicia basada en las costumbres jurídicas de la comunidad y en 
los pocos conocimientos que tienen sobre la justicia estatal. 





% Entrevista grupal con comunarios con 10 comunarios de la comunidad Tumuyo, 


Tapacarí (28/11 /2008). 

Un espacio jurídico que actúa entre diferentes sistemas y culturas de derecho, 
en este caso, entre lo jurídico estatal y lo jurídico originario conformando una 
propia cultura de derecho. 
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Depende de las tradiciones locales y la fuerza de la organización 
comunitaria, cuáles son las dimensiones de coordinación con el Es- 
tado en relación a las responsabilidades ejercidas por el corregidor. 
En dos subcentrales en el departamento de Cochabamba estudiados 
por Orellana Halkyer, se constata que existen prácticas diversas. En 
el caso de la Rinconada, en la provincia Ayopaya, él concluye que el 
sindicato acepta la división jurídico-política entre el Estado y el sindi- 
cato: el campo de derecho agrario y de recursos naturales es en el que 
el sindicato ejerce un grado mayor de autonomía en la jurisdicción; y 
el campo penal, administrativo y familiar está subordinado al Estado 
mediante el corregidor y las instancias de la justicia estatal fuera de 
la comunidad (2006: 225-227, 292-295). En cambio, el sindicato de 
Raqgaypampa en la provincia Mizque tiene mayor control propio de 
todos los campos jurídicos al “adquirir selectivamente elementos del 
entorno e incorporarlos a su proyecto autonómico”; es decir, tiene 
capacidad para regular las fuerzas externas de la comunidad (Ibid.: 
312). El siguiente testimonio de la provincia Capinota refleja también 
esta diversidad de relaciones de poder: 


Bueno, el que tiene más poder es el corregidor, pero en las alturas, 
en áreas rurales, como mayor autoridad están los dirigentes. Cada 
comunidad tiene su dirigente, entonces como organización en Api- 
llapampa allá el dirigente de la subcentral es el que tiene el poder, 
porque dirige al corregidor, no es el subprefecto ni la prefectura!”. 


Formalmente el subprefecto es el supervisor de los corregidores 
y alcaldes comunales y les da instrucciones de cómo manejar los 
conflictos según lo establecido en la Constitución Política del Es- 
tado. Al implementar la justicia, los corregidores elaboran un acta 
de buena conducta que es firmada por las partes involucradas. Las 
actas son entregadas al subprefecto, quien les da su visto bueno. La 
actividad interlegal que ejercen los corregidores en las comunidades 
está presente también en el tipo de problemas que solucionan. Ellos 
atienden, por ejemplo, casos como adulterio y brujería, que no son 
infracciones según el derecho estatal, por lo tanto no deberían ser 
atendidos por autoridades dependientes del Estado, como son los 





61 Participante de la reunión del Comité de Vigilancia, 1ra sección, Capinota, 7 de 
diciembre de 2008. 
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corregidores. Sin embargo, son problemas definidos por el derecho 
indígena originario campesino y los comunarios demandan su solu- 
ción ante los corregidores, quienes responden a esta demanda según 
las normas establecidas por el orden jurídico comunitario (Orellana 
Halkyer 2006: 315-317). 


Según un análisis realizado por corregidores y alcaldes comunales 
de la provincia de Ayopaya, en el siguiente cuadro se resumen los 
tipos de problemas que atienden en sus comunidades y las formas 
de solución que les dan: 


¿Qué problemas atienden como 


ñ ¿Cómo solucionan? 
corregidores y alcaldes comunales? Ss 








Peleas entre parejas (el esposo al - Hacer firmar un acta con multa. 

estar mareado le pega a la esposa) 

Peleas entre amigos (jóvenes - Según las declaraciones de ambas partes se llega a un 
mareados pelean) acuerdo, se paga una multa de acuerdo a sus errores. 


- Según su declaración, se soluciona con arresto y multa. 
- Hacer firmar un acta con multa. 








Violación de una adolescente de - Esto nosotros no podríamos solucionar dentro la oficina del 
14a 15 años corregidor. Este caso haríamos pasar a la Defensoría de Ni- 
ñez y Adolescencia, al fiscal o a otra autoridad competente. 
Violación y adulterio entre personas | - Este caso se lo puede solucionar, si es que hay acuerdo 
adultas entre ambas partes; si una de las partes no está de acuerdo 


tenemos que derivar a las autoridades del Estado. 

- Este arreglo entre ambas partes sería, diríamos, una mujer 
de más de 30 años, una mujer casada comete el delito de 
adulterio, y si dicen hoy queremos solucionar, entonces no- 
sotros buscamos una multa viendo la gravedad de la culpa, 
y en ese momento extendemos un acta para que no reincida 
y haya respeto. Colocamos una multa de 100 a 1.500 Bs. 

Divorcio - Este caso nosotros no podemos intervenir, tienen que ir a 

las autoridades competentes, al juez, fiscal, juez instructor, 

ellos pueden solucionar este problema. 

Abandono de hogar - Tanto para el hombre o la mujer. El corregidor, las autori- 

dades comunales y bases determinan la sanción a través 

de justicia comunitaria, según su culpabilidad. 

En el caso de que los suegros violan Tampoco nosotros podemos solucionar, tenemos que 

a su nuera pasar a una autoridad competente [del Estado]. 


























(Continúa en la siguiente página) 





62 Curso de capacitación de corregidores y alcaldes comunales de Ayopaya 
Independencia (27-28/10/2008). Conclusiones de los análisis realizados en 
grupos de trabajo. 
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(Continuación de la anterior página) 





Aborto - Si está embarazada de un pariente o una persona casada, 
quiere abortar, toma hierbas y aborta. Entonces tenemos 
que tomar la declaración de cómo ha abortado, y hacemos 
pasar a las autoridades competentes. 

Concubinatos - En este caso los concubinos tienen que casarse de 

acuerdo a la ley, y si no se casan el joven no tiene que tocar 

a la joven, porque ese sería un delito grave. 

Robo - Siel robo está comprobado con testigo podemos solucio- 
narlo extendiendo un acta, estableciendo una multa y 
compensando el daño o robo cometido al dueño. 

- Se soluciona con testigos, tiene que justificarse, si no pode- 
mos solucionar pasamos a autoridades superiores. 

- Investigar entre autoridades y se sancionará bajo la justicia 
comunitaria según su falta. 

















Tentativa de asesinato - Cuando en la calle le dice: “te voy a matar”, le amenaza, 
esa denuncia tenemos que hacer pasar a las autoridades 
competentes. 

Matanzas - En este caso se hace un levantamiento de acta y debemos 
llamar a la policía. 

Riñas y rencillas - Es un problema sencillo, extendemos una acta, un compro- 


miso, ahí tiene que comprometerse, para no insultar más, 
y si en caso de no cumplir tiene una multa. 














Chismes - Castigo según su culpa, una sanción puede ser arresto por 
24 hrs. 

Hechiceros - Previo juramento de rigor con la intervención de autorida- 
des dirigentes y bases, el castigo será con chicote de lazo. 

Problema de deuda - Realizar compromiso de ambas partes, bajo testigos, fir- 
man un compromiso. 

Problemas de daños a los cultivos - En este caso primero deben solucionar las autoridades 


comunales, luego si no se puede solucionar pasa a la cen- 
tral provincial y al corregimiento con un informe. 














Lo sistematizado en el cuadro de arriba es producto de un taller 
de capacitación organizado por la subprefectura y la Oficina Jurídica 
de la Mujer, una ONG con sede en la ciudad de Cochabamba, para 
los corregidores y alcaldes comunales de la provincia Ayopaya. 
En los casos presentados en el cuadro está presente la influencia, 
orientaciones e incluso presión transmitidas por los organizadores 
del taller hacia los corregidores y alcaldes comunales, en el sentido 
de derivar los casos a las autoridades del Estado en asuntos en los 
cuales ellos han considerado que las soluciones que da el derecho 
indígena originario campesino no son aceptables. Por ejemplo, según 
el juez de Independencia: 
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En esto de arrestos hay que tener mucho cuidado, porque a veces 
por justicia comunitaria se cometen errores que al final recaen sobre 
los dirigentes, no sobre la base. Cuando estamos entre muchos uno 
levanta una piedra y el resto le sigue y al final preguntan: ¿quién es 
el dirigente? Ah, ese es, al que lo van a fundir, porque a los otros no 
los conocen”. 


Según las instrucciones que reciben los corregidores, no deben 
tratar asuntos en los que uno de los involucrados es menor de edad. 
En el mencionado taller de capacitación, los corregidores recibían la 
siguiente orientación del juez de Independencia: “Como corregido- 
res, por ejemplo, en el caso de violación, deben denunciar estos casos, 
en el caso de los niños menores de edad deberán denunciar ante la 
Defensoría de la Niñez y Adolescencia” *, Esto está reflejado también 
en el relato del corregidor de la comunidad Tapaza: 


Mi trabajo es cuando hay problemas dentro la base, tengo que solu- 
cionar. Entonces el subprefecto nos convoca a reuniones, cursos. Te- 
nemos que asistir a cursos sobre la Constitución Política del Estado, 
de acuerdo a eso como son nuestros derechos. Algunos compañeros 
no entienden cuando hablamos sobre los niños; pero no entienden. 
Cuando las demandas no se pueden solucionar aquí, hacemos pa- 
sar a la policía, a la subprefectura y cuando también hay menores 
de edad. A los 18 años podemos solucionar, y si hay un problema, 
realizamos una investigación y de acuerdo a eso los enviamos a la 
Defensoría [de la Niñez y Adolescencia en Independencia]*. 


Según el subprefecto de Ayopaya, en los casos que tienen que ser 
derivados a las autoridades del Estado el corregidor de la comunidad 
acompaña al demandante para iniciar el proceso en el pueblo de In- 
dependencia (Entrev. No. 32, con Basilio Álvarez). Según las normas 
internacionales y la Constitución, no existen este tipo de delimita- 
ciones por materia al derecho indígena originario campesino, sino 
que es una interpretación que se ha dado al Código del Niño, Niña y 





6% Intervención del juez Trigo en el Curso de Capacitación para Corregidores y 


Alcaldes Comunales de Ayopaya. Independencia (28 / 10/2008). 
6 Ibid. 
65 Taller /reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 
análisis sobre sus derechos. Comunidad Tapaza, Ayopaya (15/10/2008). 
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Adolescente”. Según el Código, el Juez de la Niñez y Adolescencia es 
la única autoridad judicial que puede conocer, dirigir y resolver los 
procesos que involucren niños, niñas y adolescentes. Sin embargo, no 
menciona nada sobre la competencia de las autoridades del derecho 
indígena originario campesino, por lo tanto, este artículo puede ser 
interpretado también solo en relación con el derecho estatal. 


En cuanto a casos de violación de menores de edad, según la 
legislación boliviana los crímenes sexuales contra menores son auto- 
máticamente considerados crímenes públicos en los cuales el Estado 
presenta los cargos. Según las autoridades del Estado, otra razón 
por la que este tema no puede ser solucionado en las comunidades 
es porque en ellas estos casos son muchas veces resueltos mediante 
compensación económica, lo que no es considerado como un castigo 
suficientemente severo. Según las leyes bolivianas, los infractores en 
estos casos pueden ser condenados a encarcelamiento hasta 20 años 
(Entrev. No. 98, con Ivone Marlene Pino de Terán). Según la Defen- 
sora de la Niñez y Adolescencia de Tapacarí: 


Esto perjudica gravemente la dignidad de la niña, porque ellos no 
entienden a cabalidad qué son los derechos, ellos confunden. En casos 
de violaciones, cómo tranzan, cómo solucionan: con una oveja, con 
una vaca. Eso es lo que hay que cambiar, tiene que tener más valor 
la parte humana que la parte económica (Entrev. No. 78, con Ximena 
Ceballos). 


Estas justificaciones, sin embargo, no están basadas en argumentos le- 
gales, porque según las leyes bolivianas se reconoce que en el derecho 
indígena originario campesino se maneja propios procedimientos, 
sanciones y formas de resolver los casos, siempre y cuando se res- 
peten los derechos humanos en general. Según un estudio realizado 
por el Ministerio de Justicia, en la concepción comunitaria 


[lJa violación y el estupro se presentan menos como un atentado 
contra la víctima que contra la familia, la misma que reacciona ante 
el hecho reclamando la intervención de autoridades y una reparación, 
que puede adoptar la forma de arreglo o acuerdo entre partes, ya sea 
mediante matrimonio del infractor con la víctima o bien mediante 





66 Ley No. 2026 de 27 de octubre de 1999, Artículo 265. 
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compensación económica. Las mujeres afectadas no cargan el estigma 
y el mismo comportamiento de la gente les ayuda a superarlo pronto, 
se toma el hecho con cierta indiferencia o naturalidad; sin embargo, 
si la afectada es una niña la situación cobra connotaciones diferentes 
(Ministerio de Justicia / CERES 1997: 84). 


Sería importante analizar esta situación desde el punto de vista 
de la víctima, y plantear la pregunta: ¿cuál sería el procedimiento 
que lograra un mejor remedio a la injusticia vivida por la víctima 
y le causara menos daño posterior?, y no simplemente aceptar este 
rechazo categórico por parte de las autoridades del Estado en rela- 
ción con la capacidad de las autoridades comunitarias de resolver 
asuntos relacionados con los menores de edad. Conocemos que en 
los casos de violación los procedimientos del sistema estatal pueden 
ser psicológicamente dolorosos y estigmatizantes, y muchas veces 
los culpables quedan en la impunidad, por lo tanto, queda en duda 
también el supuesto que la justicia estatal logra ofrecer soluciones 
satisfactorias. 


En general, la protección de los derechos de la mujer indígena 
originaria campesina en problemas relacionados con la violencia es 
deficiente en ambos sistemas de derecho, tanto en el estatal como en 
el indígena originario campesino. Un diagnóstico realizado en cua- 
tro municipios de Cochabamba (Quillacollo, Tiquipaya, Morochata, 
Independencia) refleja una situación muy compleja: 


En lo concerniente a justicia en la región [justicia originaria], se 
mantienen prácticas culturales discriminatorias que naturalizan la 
violencia hacia las mujeres, aspecto que se refleja en la administra- 
ción de justicia cuando promueven el “arreglo entre partes” con el 
único objetivo de mantener “la unión familiar”, preservando de esta 
manera las relaciones de poder y subordinación de las mujeres. En 
todos los casos de conflictos que se han presentado la mujer aparece 
como culpable. Cuando se eleva el caso ante autoridades comunales, 
suelen celar a la víctima con la autoridad varón si es que emite fallo 
a su favor, por lo que concluyen que no hay justicia para las mujeres 
ya que en los casos que han requerido de su asistencia, siempre dan 
razón a los varones. Cuando acuden a autoridades extracomunales 
como la policía, encuentran un trato discriminatorio por parte de 
dichos personeros, debido a que son mujeres de pollera (indígenas) 
(KURMI Cochabamba 2005: 17-18). 
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Otras fuentes afirman que sí existe igualdad en el acceso a justicia 
tanto para mujeres como para varones. Por ejemplo, según el subpre- 
fecto de la provincia Ayopaya, las mujeres tienen el mismo derecho 
que los varones de hacer escuchar su voz y ser atendidos en la justicia 
que manejan los corregidores (Entrev. No. 32, con Basilio Álvarez). 


Los entrevistados afirman que la pena de muerte no es parte de la 
justicia comunitaria. Según el subprefecto de Ayopaya, él orienta a 
los corregidores a no aceptar la pena de muerte en sus comunidades, 
y les instruye diciendo que ellos personalmente serán responsables 
ante la justicia ordinaria, si algo así sucediera. Según el subprefecto, 
si hay un asesinato, el caso debe ser resuelto por el fiscal (Ibid.). 
Muchos de los entrevistados afirman que antes el derecho indígena 
originario campesino era más estricto, se lo hacía cumplir firmemen- 
te y las sanciones eran más duras. Según un dirigente de Capinota: 
“Dicen que antes se chicoteaba a aquellos que no hacían caso a los 
dirigentes, entonces en la reunión se los chicoteaba, así era antes, 
pero ahora ya no hay eso, sólo se cobran multas, por no venir a la 
reunión, así no más es dentro de nuestra comunidad” (Entrev. No. 
86, con Mariano Colque). 


Dependiendo del tipo de problema, existen diferentes instancias y 
procedimientos. Por ejemplo, si una pareja joven tiene un problema 
matrimonial, no van directamente a la policía o al corregidor, sino 
proceden por instancias: primero los padres de ambos tratan de acla- 
rar el problema, luego los padrinos y después se pide la ayuda de los 
corregidores (en otros lugares, la del alcalde comunal) (Entrev. No. 99, 
con Mario Bascopé). En otros asuntos, la asamblea de la comunidad 
es la instancia para analizar y resolver los problemas. Según lo que 
se relata de Tapacarí: “En una reunión general sacamos la normativa 
con todas las bases. Tenemos un libro de actas en la comunidad, ahí 
sacan un acta de cumplimiento, un acta de sanciones, o acta de com- 
promiso. Eso se respeta” (Entrev. No. 75, con Valentín Quispe). 


La dimensión colectivo-comunitaria del derecho indígena 
originario campesino sigue vigente hasta la actualidad en los proce- 
dimientos, qué asuntos son tipificados como problemas, la forma de 
sanciones y soluciones que se dan y, en general, en los valores que 
maneja la comunidad en relación a la justicia. Es esta dimensión del 


SISTEMA JURÍDICO INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINO 81 





derecho indígena originario campesino que muchas veces es difícil 
de comprender en el mundo no indígena originario campesino y 
que puede causar rechazo en los operadores de la justicia estatal. El 
argumento común es que estos aspectos del derecho indígena origi- 
nario campesino van en contra de los derechos humanos, cuando no 
es necesariamente así, sino que en las comunidades se maneja una 
visión más colectivo-comunitaria de los derechos. Este tema ha sido 
aclarado y argumentado de la siguiente manera por la CSUTCB: 


Muchos de los autores, o los que interpretan el tema del derecho en 
las comunidades, muchas veces confunden la forma de relación que 
existe entre ambos [derechos individuales y colectivos]. Piensan que 
el derecho colectivo subordina al derecho individual o llamado tam- 
bién derecho humano, cosa que no es cierta. El derecho individual 
funciona dentro del marco del derecho colectivo; no es relación de 
subordinación sino son relaciones complementarias. Para los pue- 
blos indígenas, uno de los principios básicos para el desarrollo es la 
complementariedad, este principio también se aplica en el tema de 
derecho (2006: 28). 


En el siguiente caso se manifiesta una de las formas del pensa- 
miento colectivo-comunitario, donde las comunidades involucradas 
deciden sancionar también al padre del joven que ha cometido un 
delito, algo que sería impensable en la justicia estatal moderna: 


Una persona joven que robó vacas, lo agarramos y lo chicotearon. Fue 
allá arriba, fuimos varias comunidades, de Condepampa, Wancarani, 
K'"asa Pata, Machaca, nos juntamos todos, de K'uchipampa y 
Kalatranta. Ellos dijeron, lo mataremos y otros dijeron no lo matemos 
que sea como una experiencia con el chicote. Los que lo chicotearon 
sólo fueron los alcaldes, en primer lugar chicotearon a su papá por no 
educarlo bien, luego recién a él. Su mamá no apareció, sino a ella más 
le hubieran chicoteado, las mujeres alcaldesas, la hubieran chicoteado 
a ella (Entrev. No. 22, con Rufino Salas). 


En general, se busca soluciones que ayuden a mantener la convi- 
vencia comunitaria también después de los conflictos. Las sanciones 
no se caracterizan por su dureza y se orientan principalmente a la 
búsqueda de un compromiso a la no repetición del hecho. En el de- 
recho indígena originario campesino está constantemente latente el 
control social, el “miramiento” que hay entre todos los comunarios. 
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A veces es difícil notar esto, pero su presencia es intensa y quizá 
justamente ésa es la fortaleza del derecho comunitario (Entrev. No. 
89, con José Cerruto). 


En el ámbito organizativo sindical es el secretario general, el di- 
rigente principal de la comunidad quien vela por el conjunto de los 
derechos en la comunidad y específicamente los asuntos relacionados 
con la tierra (linderos, sucesiones hereditarias, transferencia de tierras 
y otros) están bajo su responsabilidad. Los daños que causan los ani- 
males a los cultivos en primera instancia se solucionan directamente 
entre las partes afectadas, y si no se llega a un acuerdo, se pide la 
conciliación del dirigente de la comunidad: “Cuando las ovejas o a las 
vacas se entran a nuestro sembradío, a nuestras tierras, lo soluciona- 
mos, haciendo tasar, medir el daño, y según eso nos pagan, pero ese 
arreglo es entre ellos, no en la organización, pero hay algunos casos 
que llevan a la reunión””. Un ex dirigente de la comunidad Link'u 
relata su experiencia: “Cuando se pasan los linderos, solucionamos 
con testigos que son los vecinos. Aquí nosotros tenemos planos, en- 
tonces testigos más y tiene que decir cómo era antes. De acuerdo a 
eso se resuelve. Bajo juramento tiene que declarar, y luego se colocan 
los mojones” (Entrev. No. 22, con Rufino Salas). 


A nivel provincial, es la Central Provincial que asume la tarea de 
velar por los derechos de las comunidades que forman parte de la 
central, y la de realizar coordinaciones con autoridades estatales en la 
provincia. Según el dirigente de la Central Provincial de Tapacarí: 


Nosotros convocamos a nivel provincial, a las organizaciones, di- 
rigentes de subcentrales, regionales, autoridades originarias, tanto 
autoridades de la municipalidad. Primero tratamos cómo hay que 
fortalecer la organización, y también cómo hay que fortalecer el tema 
de la educación y salud. También analizamos cómo están las auto- 
ridades municipales en su gestión, cómo están en el avance, cómo 
están en la realización de los proyectos, y también otros problemas 
que se tratan en las reuniones a nivel provincia. Nosotros como di- 
rectorio provincial sacamos una convocatoria. Desde las autoridades 





67  Taller/reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 


análisis sobre sus derechos. Comunidad Link'u, Ayopaya (3/11/2008). 
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del gobierno municipal todos participamos, todos juntos analizamos 
y solucionamos todos los problemas dentro de la organización. En 
tema de justicia también analizamos, pequeños problemas también 
solucionamos, si hay problemas grandes no resolvemos (Entrev. No. 
75, con Valentín Quispe). 


Los casos que no se logran solucionar en las comunidades, pasan 
a las instancias superiores de la estructura de la organización sindical 
(sindicato-subcentral-central regional-central provincial-federación 
departamental-confederación nacional). Por ejemplo, en la provin- 
cia Ayopaya, el Secretario de Justicia y Conflictos de la CSUTCOA 
tiene las siguientes funciones en relación con el derecho indígena 
originario campesino, según el Estatuto Orgánico de la Central, en 
su Art. 32 (a-c): 


a) dar solución a los problemas de carácter sindical y de tierras que no 
fueron resueltos en instancias regionales y subcentrales de acuerdo a 
usos y costumbres de cada organización; b) atender los problemas de 
linderos entre subcentrales y centrales regionales; c) regirse a normas 
de igualdad de justicia en los conflictos interpersonales entre los 
afiliados, sin parcializarse con ninguna de las partes. 


Un representante de la comunidad Link"u cuenta sobre casos rela- 
cionados a disputas de linderos: “Si no se puede resolver aquí, tiene 
que pasar a Palca [Independencia], a la Central Provincial. Si ambos 
no están de acuerdo tiene que pasar a Palca y nosotros tenemos que 
pasar el informe” (Entrev. No. 22, con Rufino Salas). Los conflictos 
de límites entre comunidades son resueltos por el dirigente de la 
subcentral, por la jurisdicción pluricomunal que él administra. En 
las instancias superiores se realizan los mismos procedimientos, que 
sigue el dirigente del sindicato. Por ejemplo, en los casos de los linde- 
ros de las propiedades agrícolas, se remiten al análisis de los planos 
si los hay, o se convoca a los ancianos de las dos comunidades en 
conflicto para que deliberen y aclaren los limites precisos, trazándose 
planos de las comunidades con todo el detalle aclaratorio (Ministerio 
de Justicia /CERES 1997: 90). Según el Ejecutivo de la Confedera- 
ción Departamental de Campesinos de Cochabamba, la tarea de la 
Federación es orientar a las bases en el manejo de la justicia, para 
que no implementen castigos demasiado severos. En casos que no 
pueden ser resueltos a nivel provincial, más que todo en cuestiones 
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relacionadas al derecho a la tierra, la Confederación ayuda a llegar 
a acuerdos (Entrev. No. 96, con Cupertino Mamani). 


4. Posibilidades para una articulación interlegal entre el Estado 
y las autoridades originarias 


El Derecho Consuetudinario* es fundamentalmente oral, transmi- 
tido por sucesivas generaciones, y mantenido en el tiempo sin la 
necesidad de que se plasme en un documento escrito para que sea 
reconocido como valido por los comunarios. Esta característica es la 
que principalmente dificulta su aceptación dentro de una sociedad 
en la que es el Derecho Positivo” [el que rige], donde todo debe estar 
previamente escrito para ser obligatorio”. 


Esta definición del Tribunal Constitucional refleja claramente dos de 
las diferencias existentes entre el derecho indígena originario cam- 
pesino y el derecho estatal, la forma de su creación y la fuente donde 
se encuentran las normas. La diferencia en la forma de creación de 
las normas es un reflejo directo de los dos sistemas de sociedad y 
democracia. El derecho indígena originario campesino es resultado 
de una construcción comunitaria participativa de las generaciones 
pasadas y presentes, y el derecho estatal es producto del sistema de 
democracia representativa que codifica los valores de la sociedad ac- 
tual y muchas veces genera proyecciones futuras. El derecho indígena 
originario campesino no está escrito, y lo estatal está principalmente 
escrito, aunque puede basarse también en normas consuetudinarias. 
Estas y otras diferencias fundamentales hacen que muchas veces no 
se encuentren y dialoguen estos dos sistemas de derecho. Una de 
las razones tiene que ver también con que hasta ahora la sociedad 
boliviana ha considerado el derecho indígena originario campesino 
como algo de valor inferior. En este acápite se van a tratar las rela- 
ciones de encuentro entre estos dos sistemas de derecho. 





68 Derecho no escrito. 


6% Derecho escrito, codificado. 


70 Sentencia constitucional 0295 /2003-R. Sucre, 11 de marzo de 2003: Fundamentos 
jurídicos del fallo, para 111.2. 
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El planteamiento del actual gobierno de Bolivia es que el sistema 
de derecho nacional sea plural y un reflejo de los dos sistemas de 
derecho: lo indígena originario campesino y lo estatal tradicional. Al 
actual Plan Nacional de Desarrollo Bolivia Digna, Soberana, Produc- 
tiva y Democrática para Vivir Bien y al Plan Estratégico Institucional 
del Ministerio de Justicia se han incorporado varios objetivos rela- 
cionados con el derecho indígena originario campesino. Estos planes 
mencionan, por ejemplo, la descolonización del derecho estatal para 
construir un sistema de justicia plural e integral; la eliminación del 
monopolio del Estado en la producción de derecho; la redimensión 
del sistema de administración de justicia comunitaria como base 
para el cambio del método de administración de justicia formal; y la 
institucionalización y reconocimiento del ejercicio pleno del sistema 
de justicia indígena originario campesino (Ministerio de Planificación 
2007: 50-52)”. Estos lineamientos políticos son importantes e inno- 
vadores y lograr implementarlos realmente transformaría el derecho 
boliviano hacia un pluralismo más integral y más democrático, y no 
sólo hacia un simple reconocimiento de la justicia comunitaria como 
un mecanismo alternativo de resolución de conflictos. Desde el punto 
de vista de las organizaciones indígena originaria campesinas, éste 
es un avance importante. Un mayor nivel de reconocimiento y vi- 
gencia del derecho indígena originario campesino ha sido percibido 
como una posibilidad de fortalecer el acceso y la calidad de la justicia 
en Bolivia, por la desconfianza que existe en relación al sistema de 
justicia estatal tradicional, que sufre de altos niveles de corrupción 
e ineficiencia (Entrev. No. 96, con Cupertino Mamani). 


Como en todo diálogo intercultural, un requisito importante para 
el funcionamiento de este pluralismo o interlegalidad es el conoci- 
miento y una valoración libre de prejuicios del otro, en este caso el 
otro sistema o cultura de derecho y justicia. Según una representante 
de la Corte Superior de Justicia de Cochabamba, para que funcione 
plenamente el pluralismo jurídico se requiere un trabajo fuerte de 
formación y cambio de actitudes: 





71 Ver también Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Respuestas 


proporcionadas por el gobierno de Bolivia a la lista de cuestiones (30/4/2008), 
para 21. 
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Yo veo que esto va a ser una ardua tarea, porque todos nosotros 
tenemos una formación monodogmática, incluso los indígenas que 
han logrado estudiar derecho han adquirido esa formación monodog- 
mática, que prácticamente se nos ha impuesto. Tenemos que empezar 
desde abajo, desde la formación inicial de las facultades de derecho, 
para que entendamos que no existe sólo un pensamiento jurídico, 
sino tenemos que aprender a respetar y a coexistir y eso va a tomar 
mucho tiempo y mucho esfuerzo, porque tenemos que crear una 
nueva mentalidad. Y que va a haber resistencia, porque hay muchas 
personas que difícilmente se abren al cambio. Vamos a necesitar que 
nuestra gente sea un poco más abierta de mente como para aceptar 
la existencia de otros pensamientos. Buscar tender los puentes de en- 
tendimiento para que no nos veamos como enemigos y no luchemos 
por la supremacía de un pensamiento sobre el otro pensamiento, sino 
simplemente la tolerancia y la coexistencia de diversas maneras de 
pensar (Entrev. No. 98, con Ivone Marlene Pino de Terán). 


Para conocer si existen condiciones para un diálogo intercultural 
en el ámbito de derecho, es importante saber cómo las autoridades 
del derecho estatal perciben el derecho indígena originario campe- 
sino. Según los entrevistados del ámbito estatal, lo positivo en el 
derecho indígena originario campesino es que en general es más 
práctico (no burocrático) y efectivo (el control social ayuda a que 
los infractores no vuelvan a reincidir). También mencionan que los 
problemas se resuelven en menor tiempo y costo, además reconocen 
el carácter reparador de la justicia comunitaria. Entre las valoraciones 
positivas sobre el derecho indígena originario campesino se puede 
citar: “Tentayape es un pueblo maravilloso en Chuquisaca, ellos 
no conocen de la agresión a las mujeres ni al niño, no hay divorcio, 
entonces una serie de prácticas que nosotros podríamos asimilar 
para mejorar incluso la practica de derechos humanos” (Entrev. No. 
90, con Augusto Siles). El Defensor de la Niñez y Adolescencia de 
Independencia afirma que el carácter reparador del derecho indíge- 
na Originario campesino es un aspecto muy rescatable y lo ilustra 
mediante el siguiente caso: 


Justicia comunitaria es más que todo reparadora, por ejemplo, si 
alguien comete un hecho delictivo es mejor que él mismo repare. 
Por ejemplo, yo me enteré que en el norte había un asesinato a través 
de un delito culposo, no era planificado, pero podría ser prevenido. 
Borrachos se marearon, pero uno de ellos quedó muerto en este caso. 
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El fallecido tenía una familia que mantener y el autor del hecho tam- 
bién tenía una familia. Ahora, en este caso es de hecho que el autor 
estaría en la cárcel, ¿no? Mínimamente 15 años, si es asesinato, es 30 
años. Si hubiera entrado en la cárcel, dos familias se hubieran que- 
dado desamparadas, y la comunidad decidió no denunciar ante las 
instancias correspondientes. Se resolvió el problema en la comunidad, 
con la idea de que el autor de alguna manera pueda reparar los daños 
ocasionados, y pueda por los menos sostener a las dos familias, por lo 
menos asegurar la educación de los hijos de alguna manera (Entrev. 
No. 33, con Macario Díaz). 


Al mismo tiempo, algunas autoridades del Estado opinan que 
el derecho indígena originario campesino no da oportunidad a la 
defensa, sino declara al acusado directamente culpable; manifiestan 
que en la justicia ordinaria la persona es considerada inocente hasta 
que se demuestre lo contrario. Otro aspecto del derecho indígena 
originario campesino que califican problemático es el hecho de que 
las autoridades comunitarias proceden de acuerdo a sus usos y cos- 
tumbres que varían de comunidad a comunidad, y de esta forma las 
normas no son las mismas para todos. En cambio, las autoridades 
judiciales del Estado proceden de acuerdo a la ley, y que según ellos 
la ley se aplica de igual forma a todos (Entrev. No. 39 y 90, con Edwin 
Iriarte y Augusto Siles). También manifiestan su preocupación por 
la “erosión” del sistema de derecho indígena originario campesino. 
Según el juez de Independencia, en muchos casos las comunidades ya 
no están aplicando la justicia de su cultura ancestral. Esto principal- 
mente por los flujos migratorios que se dan desde las comunidades 
hacía el trópico de Cochabamba, donde especialmente los jóvenes 
adquieren nuevos comportamientos que luego aplican en la comu- 
nidad (Entrev. No. 37, con René Gonzalo Trigo). 


Para algunas autoridades del Estado, el reconocimiento del dere- 
cho indígena originario campesino está justificado por la ausencia 
de las autoridades judiciales estatales en las comunidades, pero en 
lugares donde existen autoridades estatales, no debería estar permi- 
tida la existencia del derecho indígena originario campesino (Entrev. 
No. 39, con Edwin Iriarte). Este punto de vista ha sido analizado de 
la siguiente forma por un representante del poder judicial: 
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Personalmente, creo que el derecho comunitario se lo ha respetado, 
pero como en ghetto, están ahí, y mientras no pasen de sus fronteras, 
perfecto. Eso esa una realidad, eso es una verdad que difícilmente 
vamos a poderla ocultar. Esa justicia ha existido, pero ahí lejitos de 
esa “sociedad” que se ha desarrollado en la ciudad, donde nosotros 
conocemos otra estructura de derecho. Para nosotros los citadinos [el 
derecho indígena originario campesino] existía dentro de la comu- 
nidad de X. Se aplica, pero allá, en la comunidad, aquí no. Y ahora 
estamos viendo que esa comunidad está queriendo crecer y decir: 
reconózcanme con mi mismo derecho (Entrev. No. 98, con Ivone 
Marlene Pino de Terán). 


El tipo de reconocimiento del derecho indígena originario campesino 
del cual se habla aquí es una forma de tolerar lo que está práctica- 
mente invisible en la sociedad, pero no es una relación de respeto o 
de interculturalidad. 


La nueva Constitución Política del Estado establece que el derecho 
indígena originario campesino y el derecho estatal gozan de igual 
rango y jerarquía y que no existen restricciones al derecho indígena 
originario campesino en cuanto a la materia o la gravedad del pro- 
blema. Sin embargo, las autoridades del Estado entrevistados en esta 
investigación hacen una alegato categórico respecto a los asuntos 
considerados graves, los que no pueden ser resueltos por el derecho 
indígena originario campesino; en esos casos no habrá dialogo entre 
los dos sistemas de derecho: “Los otros casos que conocemos, delitos 
de narcotráfico, de asesinato, violaciones son delitos más graves. Que 
las comunidades prácticamente no pueden sancionarlas, eso tiene 
que pasar a la justicia ordinaria” (Ibid.). Asimismo, afirman que los 
casos donde están involucrados menores de edad son de competencia 
exclusiva del estado: “Si son menores de edad, es directamente a la 
Defensoría [de Niñez y Adolescencia]; los dirigentes no ayudan para 
nada más que en sentar la denuncia” (Entrev. No. 78, con Ximena 
Ceballos). Estas posiciones, más que una interpretación de la ley, son 
opiniones generalmente difundidas entre autoridades judiciales, que 
demuestran una desconfianza hacía la capacidad del derecho indíge- 
na originario campesino de resolver este tipo de asuntos. 


En lo relacionado a la coordinación entre las autoridades del 
Estado y comunitarios en el campo de derecho, según el fiscal de Inde- 
pendencia, se respeta las decisiones tomadas en las comunidades: 
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Si alguien me viene y me dice, doctor, en un lugar lejano X, me dice, 
ha habido este problema de violación, pero nosotros bajo nuestra 
justicia, como no hay autoridades allá, hemos llegado al siguiente 
acuerdo, que iba a reconocer a la wawa, que va a pasar pensiones. 
Además, que no había sido violación, que habían querido, hemos 
tranzado. Eso me traen aquí y yo no tengo por qué iniciar un proceso. 
Entonces yo doy valor y digo muy bien han arreglado, entonces el 
ministerio publico, los fiscales, ya sea en esta provincia o en cualquier 
lugar, o cualquier provincia, incluso en la ciudad, están obligados a 
reconocer, por la ley de Código Penal, a avalar, o a reconocer lo que 
los pueblos indígenas hayan resuelto en un conflicto. No podemos 
nosotros perseguir doblemente, tampoco nosotros podemos desco- 
nocer el arreglo a que han llegado, tenemos que reconocerlo (Entrev. 
No. 39, con Edwin Iriarte). 


Asimismo, afirma el juez de Independencia que es procedente aceptar 
lo decidido por las autoridades comunitarias: 


Han llegado aquí muchas resoluciones, de contradicciones que han 
tenido ellos, las cuales, siempre y cuando cumplan la Constitución y 
los derechos humanos, hemos aprobado. Porque viendo la idiosin- 
crasia, viendo las medidas resarcitorias que han tenido, es no más 
procedente convalidar esa procedencia (Entrev. No. 37, con René 
Gonzalo Trigo). 


Este principio —de que un mismo caso no puede ser juzgado dos 
veces— se aplica también en las instancias superiores de derecho en 
el departamento de Cochabamba: 


Si la comunidad ya ha juzgado el conflicto, ya no tenemos por 
qué volverlo a juzgar en la justicia ordinaria, amparándonos en el 
principio “no dos veces por lo mismo”. Indudablemente, estamos 
hablando de conductas que no van, no dañan la relación con el resto 
de la sociedad, conductas que no son graves penalmente (Entrev. No. 
98, con Ivone Marlene Pino de Terán. 


Según el dirigente de la Central Provincial de Tapacarí, las co- 
munidades tienen que hacerse respetar en relación al Estado en la 
administración de su propia justicia: “No, nos pueden interrumpir 
cuando estemos en un acuerdo para solucionar. Porque la policía, el 
subprefecto, ellos actúan de acuerdo a las normas, de a acuerdo a 
la ley, pero nosotros intervenimos en los problemas en otra forma, 
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de acuerdo a las decisiones de la organización” (Entrev. No. 75, con 
Valentín Quispe). Sin embargo, las autoridades del Estado indican 
que si las decisiones tomadas en la comunidad están en contra de 
la Constitución o los derechos humanos, no pueden ser reconocidas 
por la justicia estatal, sino se abre de nuevo el caso: 


Los derechos humanos no solamente es de la justicia ordinaria, [son] 
derechos universales; entonces, si una persona haciendo justicia co- 
munitaria vulnera estos derechos, no podemos decir que es justicia, 
no podemos avalar porque en el Código dice siempre y cuando no 
se vulnere la Constitución, las leyes, los derechos fundamentales 
(Entrev. No. 37, con René Gonzalo Trigo). 


Aquí la clave es la interpretación que se da a la definición que el 
derecho indígena originario campesino no puede ir en contra de los 
derechos humanos. Según lo analizado en el capítulo de la normativa, 
la lectura de esta cláusula no debe ser demasiada cerrada, porque 
esto en sí constituirá una violación de los derechos humanos de los 
pueblos indígena originario campesinos. 


Sobre la relación entre el derecho indígena originario campesino 
y los derechos humanos existen diferentes opiniones por parte de 
las autoridades del Estado, pero en general opinan que en el dere- 
cho indígena originario campesino existen prácticas que violan los 
derechos humanos: 


Bueno, generalmente en la justicia comunitaria se violan derechos 
humanos, más que todo por el desconocimiento de los pueblos 
indígenas de cuáles son los derechos fundamentales de una persona, 
porque ellos no tienen una instrucción de la Declaración de los 
Derechos Humanos, que a ellos jamás les ha llegado. Entonces, 
en esa declaración universal hay ciertos derechos que desconocen 
las comunidades, de alguna forma, ellos sin que sepan que están 
violando un derecho fundamental, lo están haciendo. No hay mala 
intención, es simplemente una falta de conocimiento de cuáles son 
los derechos que se están violando en ese momento (Entrev. No. 39, 
con Edwin Iriarte). 


Como ejemplos, mencionan los castigos físicos, la discriminación 
contra la mujer en relación a su derecho a la participación y en otros 
casos; y las sanciones colectivas que se pueden dar a toda una familia, 
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cuando es solamente uno o algunos de sus miembros que han sido 
culpables. Al analizar estos ejemplos, se revela el desconocimiento 
de las autoridades del Estado acerca el alcance del reconocimiento 
del derecho indígena originario campesino en la legislación bolivia- 
na. Según lo descrito en el capítulo de análisis jurídico, el derecho 
indígena originario campesino funciona bajo sus propias normas, 
lógicas y procedimientos, y esto no constituye una violación de los 
derechos humanos o fundamentales. 


Un espacio jurídico donde actuan tanto el derecho estatal como 
comunitario, está en las actividades desempeñadas por los corregi- 
dores. En el departamento de Cochabamba, los corregidores reciben 
capacitación que no responde a lo que ha definido el gobierno sobre 
el pluralismo jurídico, sino a una forma de sometimiento vertical a 
la “justicia ordinaria”, a las normas del derecho positivo y una visión 
“universalista” de los derechos humanos, que no reconoce los dere- 
chos específicos de los pueblos indígena originario campesinos. La 
capacitación es implementada, ya hace diez años, por una ONG que 
tiene el interés de que los corregidores conozcan sobre todo las leyes 
relacionadas con los derechos de la mujer y la familia. En las sesiones 
de capacitación presenciadas durante esta investigación, no se ha 
visto tocar ninguno de los aspectos de pluralidad jurídica, ni temas 
sobre los derechos específicos de los pueblos indígena originario 
campesinos”. En el estudio realizado por Orellana Halkyer en el de- 
partamento de Cochabamba se ha llegado a la misma conclusión: 


El Estado, por su parte, a través de la Prefectura departamental, se ha 
encargado de inculcar y transmitir una saber jurídico casi doctrinario, 
con recetarios de acción jurisdiccional que se graban en la mentalidad 
de corregidores y alcaldes comunales en forma de prescripciones 
de acción judicial; recetarios introducidos a través de cursillos para 
corregidores, realizados por la Prefectura con cierta regularidad. 
De este modo, las autoridades han funcionarizado sus prácticas de 
resolución de conflictos a los instructivos y guías aprendidos en los 
cursillos y reuniones con las autoridades de la prefectura departa- 
mental (2006: 224). 





72 Según lo que se ha podido observar en los cursillos realizados en Vinto e 


Independencia en octubre 2008. 


Capítulo IV 
Educación 





1. Normativa vigente y su implementación por el Estado 


Al analizar el derecho a la educación desde el punto de vista de los 
derechos colectivos de los pueblos indígena originario campesinos, 
el tema central no es solamente el acceso a la educación, aunque éste 
sigue siendo uno de los problemas principales en las áreas rurales 
de Bolivia, sino el tipo de educación y sus resultados en cada con- 
texto cultural. Para alcanzar una educación que garantice el pleno 
desarrollo de la persona y su comunidad en conjunto, se necesita de 
manera integral tomar en cuenta la cultura e identidad de la socie- 
dad o comunidad en cuestión. Lo contrario perjudica el desarrollo 
del individuo y la comunidad y causa un conflicto permanente de 
valores entre el ámbito escolar y la familia-comunidad. En el con- 
texto de la educación indígena en América Latina, se ha tratado de 
abordar estos aspectos mediante diferentes modelos de educación in- 
tercultural bilingúe. Una educación intercultural requiere un dialogo 
horizontal y equitativo entre las culturas. En el contexto de culturas 
que durante siglos han sido subordinadas, la interculturalidad puede 
ser lograda si primero se trabaja el reconocimiento de la identidad 
propia y la autoestima relacionada con la propia cultura (educación 
intracultural). 


Si miramos esta situación desde la perspectiva jurídica, estos 
asuntos están conectados con los derechos a la cultura, idioma e iden- 
tidad y el derecho a participación en el ámbito educativo. La normativa 
vigente que toma en cuenta estos aspectos se encuentra en el Con- 
venio 169 de la OIT, la Declaración de la ONU sobre los Derechos 
Indígenas, la nueva Constitución Política del Estado y la Ley de 
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Reforma Educativa” con sus reglamentos. Estos aspectos están 
desarrollados también en el proyecto de ley de educación Avelino 
Siñani y Elizardo Pérez, que todavía no ha sido aprobado por el 
parlamento nacional. 


En relación a lo intracultural, el Convenio 169 de la OIT estipula, 
en su Art. 27(1), que los programas y servicios educativos destinados 
a los pueblos indígenas deben ser 


desarrollados y aplicados en cooperación con los mismos pueblos, 
con la finalidad de responder a las necesidades particulares de los 
pueblos indígenas, y deben abarcar la historia, conocimiento y técni- 
cas indígenas, los sistemas de valores y todas las demás aspiraciones 
sociales económicas y culturales de los pueblos indígenas. 


Este reconocimiento implica en la práctica que el Estado debe tener 
mecanismos apropiados para que los mismos pueblos indígenas 
puedan activamente participar y decidir sobre la formulación del cu- 
rrículo educativo, para que esté en conformidad con sus aspiraciones 
sociales, económicas y culturales. Según los instrumentos jurídicos 
vigentes en Bolivia, los pueblos indígena originario campesinos tie- 
nen el derecho a una educación en su propio idioma y en su propia 
cultura”. La Ley de Reforma Educativa apoya el principio del uso de 
los idiomas indígena originarios y la cultura propia en la enseñanza, 
pero de manera transitoria, en el sentido de que no se establece una 
relación equitativa entre el idioma indígena originario y el castella- 
no y que la enseñanza en el idioma indígena originario se establece 
principalmente para los primeros grados de la primaria. La nueva 
Constitución Política, en su Art. 30(12), refuerza estos derechos al 
establecer que los pueblos indígena originario campesinos tienen el 
derecho “a una educación intracultural, intercultural y plurilingúe 
en todo el sistema educativo”. 


En relación con la educación intercultural, el Convenio 169 de 
la OIT, en su Art. 29, establece que un objetivo de la educación en 





73 Ley de Reforma Educativa, Ley No. 1565 de 7 de julio de 1994. 


74 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos Indígenas: Artículo 14(3) 
y Convenio 169 de la OIT: Artículo 28. 


EDUCACIÓN 95 





las culturas indígenas es de facilitar conocimientos y aptitudes que 
ayuden a participar plenamente y en condiciones iguales “en la vida 
de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional”. Este 
artículo da una orientación específica a los Estados en relación a los 
contenidos y fines de la educación. Tradicionalmente, los estados a 
través de la educación han buscado la integración y asimilación de 
los niños indígenas a la sociedad nacional, incluso en muchos de los 
programas educativos llamados interculturales se han mantenido 
este enfoque. En la educación estatal para los pueblos indígena origi- 
narios, en general no se ha considerado que la escuela deba contribuir 
a procesos de socialización dentro de la propia cultura, con la finali- 
dad de fortalecerla y para no generar conflictos intergeneracionales y 
de identidad. Esto está apoyado por la Declaración de la ONU sobre 
los Derechos Indígenas, en su Art. 13(1), al definir que los pueblos 
indígenas tienen el derecho a “revitalizar, utilizar, fomentar y trans- 
mitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones 
orales, filosofías, sistemas de escritura y literatura”. 


En la experiencia latinoamericana y boliviana, la interculturalidad 
ha sido tomada en cuenta casi exclusivamente en la educación para las 
poblaciones indígenas, sin reconocer que es una tarea de la sociedad 
en su conjunto. La Reforma Educativa boliviana de alguna manera 
abre esta posibilidad, pero su implementación ha sido muy limitada. 
El Art. 79 de la nueva Constitución establece como uno de los princi- 
pios de la educación el fomento del dialogo intercultural. El Convenio 
169 de la OIT, en su Art. 31, establece la necesidad de educar a los 
demás sectores de la sociedad nacional para eliminar sus prejuicios 
respecto a las culturas indígenas. Este artículo no llega a la dimen- 
sión intercultural, sino que es de carácter informativo. Sin embargo, 
es un paso importante en el camino hacia el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas, y hasta ahora poco implementado 
por los estados. Según este artículo, los estados deben asegurar que: 
“los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una des- 
cripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades y culturas 
de los pueblos interesados [pueblos indígenas]””. La Declaración 
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Universal de la UNESCO” sobre Diversidad Cultural del año 2001” 
enfatiza en su Art. 4 que la defensa de la diversidad cultural es un 
imperativo ético, inseparable del respeto a la dignidad humana, que 
implica un compromiso particularmente respecto a los derechos de 
las personas pertenecientes a las minorías y pueblos indígenas. En lo 
que corresponde a la educación, según el Art. 5 de esta Declaración, 
todas las personas deben recibir educación de calidad que plena- 
mente respete su identidad cultural. El enfoque de derechos en esta 
Declaración es de derechos individuales de personas pertenecientes 
a un grupo y no de derechos colectivos. 


Según la legislación vigente en Bolivia, los pueblos indígena 
originario campesinos tienen el derecho a establecer y controlar 
sus sistemas e instituciones docentes y de educación. Asimismo, el 
Estado debe asegurar la participación indígena en la formulación y 
ejecución de políticas de educación”. La Reforma Educativa prevé 
mecanismos de participación mediante las juntas escolares y los 
consejos educativos de los pueblos originarios. La nueva Constitu- 
ción Política indica que se garantizará la participación en el ámbito 
educativo en todos los niveles del Estado. 


A partir de la Reforma Educativa existe la experiencia de haber 
trabajado durante los primeros años de la escuela en la lengua ma- 
terna indígena originaria, combinada con el castellano, pero bajo 
una lógica de disminución gradual de la lengua indígena originaria, 
que no ha fortalecido su conocimiento, usándola más bien como 
puente para la castellanización y alfabetización”. En lo cultural, 
todavía no se ha logrado una formación en la propia cultura, desde 
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la propia cultura y para la propia cultura. La educación “intercul- 
tural” ha logrado solamente usar algunos elementos aislados de 
las culturas indígena originaria campesinas como temas puntuales 
en la enseñanza. Las deficiencias en ambos aspectos (lingúístico y 
cultural), por un lado, han sido problemas de implementación, pero 
también problemas estructurales en el diseño de la Reforma, que 
no plantea relaciones de equidad entre lo indígena y no-indígena. 
Este trato desigual está presente en lo lingúístico en el sentido de 
que el uso de los idiomas indígena originarios es mayor durante 
los primeros años de la escuela, hasta que los alumnos aprendan 
el castellano, y luego disminuye y desaparece como idioma de 
enseñanza. En lo cultural, el currículo no está armado de manera 
equitativa entre los conocimientos, métodos y contenidos indígenas 
y no-indígenas; el tronco curricular común está diseñado desde 
la lógica no-indígena y las ramas diversificadas desde los conoci- 
mientos culturales locales, que muchas veces ni siquiera han sido 
implementadas o elaboradas en el nivel local. Por lo tanto, la edu- 
cación boliviana no ha logrado ser todavía intercultural y bilingúe, 
porque supone una jerarquía mayor de las culturas no-indígenas 
dentro del sistema educativo, y no promueve en su profundidad el 
cambio para las relaciones de equidad entre las diferentes culturas 
en la sociedad boliviana. 


Otro problema que sigue persistiendo en el sistema escolar bo- 
liviano, especialmente en las zonas rurales, es la menor asistencia 
escolar de las niñas respecto a la de los niños. Las razones de la 
poca implementación del derecho a educación de las niñas son 
diversas. Por un lado, hasta ahora los padres no valoran en un 
mismo grado el estudio de las niñas y las jóvenes respecto a los 
niños y los jóvenes; y, por otro lado, el machismo e incluso abuso 
sexual que las niñas y las jóvenes tienen que enfrentar tanto de 
parte de otros alumnos como de profesores. Esto a pesar de que 
la legislación ha tratado de incorporar la no-discriminación de las 
mujeres y temas de género en el ámbito escolar. Las familias de 
bajos recursos económicos definen prioridades en cuanto al uso 
de los recursos y ven como una mejor inversión a futuro educar a 
sus hijos varones. “Antes, las niñas desde pequeñas se dedicaron 
a tareas en el hogar y el pastoreo de los animales, además, no es- 
tudiaban porque no había dinero, apenas el padre de familia hacía 
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alcanzar el dinero para que el hijo varón estudie y para la hija mujer 


ya no alcanzaba”*. 


Los derechos reconocidos a nivel internacional y ratificados por el 
Estado boliviano tienen el potencial de sustentar políticas y leyes que 
de manera amplia promuevan cambios estructurales, con la finalidad 
de garantizar los derechos de los pueblos indígenas dentro del ámbito 
educativo. El debate latinoamericano de la educación indígena o la 
educación intercultural y bilingúe muchas veces se ha quedado en el 
análisis de aspectos técnico-pedagógicos de la educación, sin tomar en 
cuenta, por ejemplo, las relaciones de poder entre las culturas y siste- 
mas de conocimiento que siguen existiendo en el ámbito educativo y 
que impiden la realización de una educación realmente intercultural. 
Como han constatado Sachdev, Arnold y Yapita, el Estado boliviano 
todavía no ha logrado responder al derecho de los pueblos indígenas 
de definir sus propias políticas educativas, materiales y desarrollo 
curricular según sus criterios propios (2006: 124). 


Al revisar las sugerencias de los comités de las Naciones Unidas 
que monitorean el cumplimiento de los derechos humanos vigentes 
en Bolivia, vemos que en 2001 el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales” expresó su preocupación sobre las limitadas 
posibilidades que tienen los pueblos indígenas en Bolivia de obtener 
educación en su lengua materna”. Asimismo, el Comité de los Dere- 
chos del Niño ha manifestado que siguen persistiendo problemas en 
la implementación del derecho a educación en los pueblos indígenas. 
El Comité se ha “preocupado por la persistencia del bajo porcentaje 
de alumnos inscritos, especialmente de niñas y niños indígenas; por 
las considerables diferencias de cobertura y calidad de la enseñanza 
entre las zonas urbanas y rurales; por las elevadas tasas de deserción 
escolar”*. El relator especial de las Naciones Unidas ha expresado su 
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preocupación sobre la calidad y resultados de educación que recibe 
la población indígena originaria campesina en Bolivia: 


Se denuncia la falta de adaptación del sistema nacional de educación 
a las culturas y cosmovisión tradicionales indígenas, y los escasos 
resultados obtenidos hasta la fecha. Según el Banco Mundial, los 
resultados escolares fueron inferiores en un 12%, entre niños indí- 
genas respecto de niños no indígenas, y el aumento de la ganancia 
promedio por cada año de escolaridad es menor entre los indígenas 
que entre los no indígenas*, 


En el ámbito de las Naciones Unidas, diferentes instancias han 
emitido sus sugerencias de cómo fortalecer el derecho a educación 
de los pueblos indígenas. El Foro Permanente para las Cuestiones 
Indígenas” ha hecho notar que los criterios que actualmente manejan 
los estados para medir el acceso a la educación de los pueblos indí- 
genas son inexistentes, o se basan en indicadores que no reflejan las 
necesidades específicas de los pueblos indígenas y no corresponden 
a sus contextos culturales*. Por lo tanto, el acceso a la educación no 
puede ser medido sólo a través de criterios de “acceso físico”, sin 
tomar en cuenta la calidad de educación desde el contexto cultural 
de los pueblos indígenas. Desde este punto de vista, el Foro Perma- 
nente ha realizado una serie de recomendaciones a los estados, para 
mejorar la calidad de educación de los pueblos indígenas. 


De manera resumida, el Foro recomienda que los Estados tomen 
las siguientes medidas en relación con la educación de los pueblos 
indígenas”: 





$1 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 


Libertades Fundamentales de los Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, Adición, 
Misión a Bolivia, para 64. 
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* Priorizar la educación intercultural en la política nacional, para 
que haya el acceso a la educación con calidad, que corresponda 
a la cultura de los pueblos indígenas. 


+ Aumentar las partidas presupuestarias con esta finalidad. 


e Eliminar todo material discriminativo en relación a las culturas 
indígenas en los planes de estudio y los libros de texto nacio- 
nales. 


» Establecer mecanismos eficaces para que los padres y los miembros 
de las comunidades participen en la planificación, realización y 
evaluación de la educación, incluso la preparación e impar- 
tición de la enseñanza, elaboración de materiales y métodos 
apropiados. 


» Elaborar planes de educación bilingúe y culturalmente apropiados, 
donde el idioma materno debe ser el primer idioma de apren- 
dizaje y el idioma nacional el segundo, los planes de estudio 
deben reflejar la visión holística del mundo, los sistemas de 
conocimientos, la historia y los valores espirituales. 


+ Elaborar indicadores y parámetros sobre el cumplimiento del 
acceso a educación. 


Según estas recomendaciones del Foro, está claro que los indicadores 
de la calidad de educación están directamente conectados con los 
aspectos culturales y lingúísticos, y para poder evaluar los resultados 
de la educación, se debe contar con esos medidores. 


El relator especial de la ONU sobre los derechos indígenas tam- 
bién ha realizado estudios sobre la implementación del derecho a 
la educación de los pueblos indígenas. Basado en un análisis de la 
situación actual de educación de los pueblos indígenas, ha llegado a 
concluir con una serie de recomendaciones a los estados, entre ellos 
se puede mencionar los siguientes*: 


» Adoptar medidas especiales para terminar con la discriminación 
de los pueblos indígenas en los sistemas educativos. 





$8 Conclusiones y recomendaciones del seminario de expertos sobre pueblos 


indígenas y educación. E/CN.4/2005/88/Add.4, paras 11-26. 
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Garantizar la participación de las comunidades y pueblos indí- 
genas en la determinación de su propia educación, mediante 
escuelas administradas por los mismos pueblos. 


Tomar medidas para que la cultura, tradiciones, historia y los 
valores de los pueblos indígenas estén presentes en el sistema 
educativo nacional, para llegar a un enriquecimiento del con- 
tenido intelectual y cultural de la educación. 


Promover investigaciones sobre las necesidades específicas de 
los niños, y en particular las niñas indígenas en el ámbito edu- 
cativo urbano y rural. 


Realizar evaluaciones efectivas e independientes de los progra- 
mas estatales de educación intercultural y bilingie, para verificar 
sus verdaderos efectos y subsanar posibles anomalías. 


Promover cursos de formación para funcionarios del sistema 
educativo sobre las culturas indígenas para luchar contra la dis- 
criminación. 

Que los saberes y culturas indígenas sean incluidos en el plan de 
estudios de la educación superior, y que los ancianos indígenas 
participen en la programación y desarrollo de estos planes en 
todos los niveles de la educación. 


Apoyar los proyectos de educación llevados a cabo por los mismos 
pueblos, y apoyar la creación de universidades indígenas. 


El siguiente cuadro presenta un resumen general de la normativa 
vigente en Bolivia en relación a los derechos específicos de los pue- 


blos indígenas en el ámbito de educación: 





Derecho 


Contenido 


Fuente 





Intraculturalidad 
en la educación 





La educación debe inculcar al niño el respeto de sus padres, Convención 
de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores. sobre los 


Derechos del 
Niño: Art. 29(1c) 








La educación debe responder a las necesidades particulares | Convenio 169 de 
de los pueblos indígenas, abarcar la historia, conocimiento y | la OIT: Art. 27(1) 
técnicas indígenas, los sistemas de valores, y todas las de- 
más aspiraciones sociales económicas y culturales de los 


pueblos indígenas. 











(Continúa en la siguiente página) 
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Los niños indígenas tienen el derecho a emplear su propio 
idioma, tener su propia vida cultural y profesar y practicar su 
propia religión. 


Convención 
sobre los 
Derechos del 
Niño: Art. 30 





Obtener educación en propia cultura e idioma. 


Declaración de la 
ONU: Art. 14(3) 





Educación en lengua indígena, promover el desarrollo y 


Convenio 169 de 








prácticas de las mismas. la OIT: Art. 28 
Los pueblos indígenas tienen el derecho a una educación Nueva CPE: 
intracultural, intercultural y plurilingúe en todo el sistema Art. 30(12) 
educativo. 

Los pueblos indígenas tienen el derecho a que sus saberes | Nueva CPE: 
y conocimientos tradicionales y sus idiomas sean valorados, | Art. 30(9) 


respetados y promocionados. 





Es finalidad de la educación promover la práctica de los 
valores de las culturas bolivianas. 


Reforma Educa- 
tiva: Art. 2(3) 





Interculturalidad 
en la educación 





La educación tendrá por objeto favorecer la comprensión, la 
olerancia y la amistad entre las naciones y todos los 
grupos étnicos o religiosos. 


Declaración Uni- 
versal de Dere- 
chos Humanos: 
Art. 26(2) 





La educación debe capacitar a todas las personas para fa- 
vorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
as naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o 
religiosos. 


Pacto Internacio- 
nal de Derechos 
Económicos, So- 
ciales y Culturales: 








Art. 13(1) 
La educación debe preparar al niño para asumir una vida Convención 
responsable en una sociedad libre, con espíritu de com- sobre los 


prensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad 
entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religio- 
sos y personas de origen indígena. Inculcar al niño el respeto 
de los valores nacionales del país en que vive, del país de 
que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya. 


Derechos del 
Niño: Art. 29(1d) 





La educación de los niños indígenas debe facilitarles cono- 
cimientos y aptitudes que les ayuden a participar plena- 
mente y en condiciones iguales en la vida de su propia co- 
munidad y en la de la comunidad nacional. 


Convenio 169 de 
a OIT: Art. 29 





Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, 
fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, 
idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura 
y literaturas. 


Declaración de 
a ONU: Art. 13(1) 





Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y di- 
versidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones 
queden debidamente reflejadas en la educación y la infor- 
mación pública. 


Declaración de 
a ONU: Art. 15(1) 








La educación es intracultural, intercultural y plurilingúue en 
todo el sistema educativo. La educación fomentará el diálogo 
intercultural. 








ueva CPE: 
Art. 78(11) y 79 


(Continúa en la siguiente página) 
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La educación contribuirá al fortalecimiento de la unidad e 
identidad de todo/as como parte del Estado Plurinacional, 
así como a la identidad y desarrollo cultural de los miembros 
pueblos indígenas, y al entendimiento y enriquecimiento 
intercultural dentro del Estado. 


Nueva CPE: 
Art. 80(11) 





La educación es intercultural y bilingue. 


Ley de Reforma 
Educativa: Art. 1(5) 





El tronco común curricular de alcance nacional asume la 
perspectiva intercultural. Las ramas complementarias de ca- 
rácter diversificado están orientadas a la adquisición y de- 
sarrollo de competencias y contenidos complementarios re- 
lacionados con la especificidad ecológica, étnica, sociocul- 


Ley de Reforma 
Educativa: 

Art. 8(5); Decreto 
Supremo sobre 
Organización 





tural, socioeconómica y sociolinguística. Curricular: 
Art. 8-10 
Eliminación de El Estado debe adoptar medidas de carácter educativo en Convenio 169 de 
prejuicios todos los sectores de la sociedad nacional para eliminar la OIT: Art. 31 
contra prejuicios con respecto de los pueblos indígenas, asegu- 
indígenas rando que los libros de historia y demás material didáctico 


deben ofrecer una descripción equitativa, exacta e instruc- 
tiva de las sociedades y culturas de los pueblos indígenas. 





El Estado debe adoptar medidas eficaces para combatir los 
prejuicios y eliminar la discriminación y promover la tole- 
rancia, la comprensión y las buenas relaciones entre los 
pueblos indígenas y los demás sectores de la sociedad. 


Declaración de 
la ONU: Art. 15(2) 





Instituciones 
educativas 
propias 


Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar 
sus sistemas e instituciones docentes que impartan edu- 
cación en sus propios idiomas y con sus métodos culturales 
de enseñanza y aprendizaje. 


Declaración de 
la ONU: Art. 14(1) 





El Estado debe reconocer el derecho de los pueblos indí- 
genas a crear sus propias instituciones y métodos de edu- 
cación y facilitar recursos apropiados con este fin. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 27(3) 





Participación 





El Estado debe asegurar la participación de personas indí- 
genas en la formulación y ejecución de programas de 
educación. 


Convenio 169 de 
la OIT: Art. 27(2) 





Se reconoce y garantiza la participación social, la participa- 
ción comunitaria y de los padres de familia en el sistema 
educativo mediante organismos representativos en todos los 
niveles del Estado y en las naciones y pueblos lOC. 


Nueva CPE: 
Art. 83 








Los pueblos indígenas participan mediante las juntas educa- 
tivas y consejos educativos de pueblos originarios, con atri- 
buciones como: evaluar la calidad de educación, plantear 
demandas, velar por el cumplimiento de normas, asesorar a 
las autoridades educativas en la formulación de políticas 
educativas. 





Decreto supremo 
de los órganos de 
participación 
popular de la 
Reforma Educa- 
tiva: varios 





artículos. 





(Continúa en la siguiente página) 
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Derechos de El Estado debe adoptar todas las medidas apropiadas para | Convención de la 
la mujer eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de ONU sobre la Dis- 
la educación. criminación contra 


la Mujer: Art. 10 
Es tarea de la educación generar la equidad de género en Reforma 

el ambiente educativo y diseño curricular, estimulando una Educativa: 

mayor participación activa de la mujer en la sociedad. Art. 2(8), 3(3), 8(7) 




















2.  Elejercicio del acceso a la educación 


Los datos estadísticos del municipio de Independencia de- 
muestran que la tasa de matriculación escolar neta es el 67% de 
la población escolar, y los años promedio de escolaridad son 2,8 
(Gobierno Municipal Independencia 2008: 9). Esto es un reflejo de 
la situación por la que solamente los tres primeros años se pueden 
estudiar en las comunidades en Ayopaya. Para concluir la primaria, 
existen escuelas que funcionan de manera centralizada en algunas 
comunidades. Para terminar el bachillerato hay ocho núcleos en 
total. La mayoría estudia su bachillerato en Kami o Independen- 
cia; en los otros núcleos son pocos los que se inscriben. En el nivel 
inicial y primario existe un cierto equilibrio en la asistencia escolar 
entre hombres y mujeres, mientras que en el secundario disminuye 
considerablemente la asistencia del sexo femenino. En las capitales 
(Kami, Independencia) hay alrededor 60% varones y 40% mujeres 
de los que salen bachilleres; en los otros lugares, son muy pocas las 
mujeres (Entrev. No. 40, con Oscar Terán). 


La comunidad de Tapaza es un caso excepcional, en el sentido 
que contaba con una escuela ya antes de la Reforma Agraria, según 
el testimonio de comunarios mayores: 


Antes los profesores eran de aquí mismo, eran aquellos que sabían, 
entonces ellos nos enseñaban. Tampoco habían cuadernos, eran 
pizarrones de piedra, cuando acabábamos de escribir borrábamos 
las pizarras con nuestras manos, no había papel, ni cuadernos. El 
profesor se iba, y nos dejaba a cargo del que sabía más de entre no- 
sotros, el profesor nos hacia recoger leña para que cocine, y también 
nos pegaban mucho*. 





82 Según la información obtenida en la reunión de convalidación de los resultados 


de investigación en la comunidad Tapaza (15/1/2009). 
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Sobre los inicios de la educación formal los comunarios de Link'u 


cuentan: 


Antes los padres de familia pagaban a los profesores y también les 
daban comida, para que nos enseñen. Además los papás que tenían 
dinero eran los que podían inscribir a sus hijos para que estudien. 
Los patrones no querían que nos pongan a la escuela, antes solo los 
hijos de los patrones podían estudiar.”” 


Hasta la fecha, el acceso a la educación sigue siendo un problema. 
Un comunario de Tapaza afirma que el acceso a educación sigue 
siendo uno de los problemas principales en el cumplimiento del 


derecho a educación: 


No, no todos concluyen sus estudios hasta salir bachiller, porque 
tienen que ir a Palca [Independencia] y no quieren ir los estudiantes, 
porque es lejos. Por ejemplo, hay un muchacho, sus papás tienen una 
casa en Palca, lo dejaron ahí para que estudie y al día siguiente se 
vino a su casa, no quería quedarse. Ahora ayuda a trabajar la tierra 
a sus papás y así está. Dice que al año va a continuar, pero así se lo 
va a dejar, porque va a olvidar lo que ha aprendido (Entrev. No. 1, 
con Sinforeano Caero). 


Para reflejar la realidad sobre el acceso a la educación, se puede 
tomar en cuenta el ejemplo de la comunidad Tapaza. En Tapaza 
existe la escuela hasta el sexto grado. Según los profesores, una de 
las razones por la que no hay escuela para los grados superiores es 


la falta de iniciativa de los comunarios: 


Los padres no se preocupan también, ya hubiera habido hasta tercero 
intermedio. Yo también he ido a proponer como profesor, y nos han 
pedido requisitos, por ejemplo, que la comunidad construya aulas, 
pero no hay voluntad por parte de los dirigentes, porque hay que 
ir a solicitar. Muchos de los que han estudiado hasta sexto, hasta 
acabar aquí, se han ido a la ciudad a trabajar, otros se han quedado 
aquí. Hay uno solo que está continuando, pero va hasta Tiquirpaya. 
Yo les hablo siempre en las reuniones, como podemos llevar ade- 
lante la educación, pero ellos no colaboran. Finalmente el niño ya ni 





90 


Taller de convalidación de los resultados de la investigación, comunidad Link'u 


(31/1/2009). 
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quiere estudiar, tengo un estudiante que me dice: “Para qué vamos 
a estudiar, para qué nos exige tanto, si al año ya no vamos a estudiar, 
para qué nos va a servir lo que vamos a estudiar”. Pero no, no está 
en nuestras manos. Pero todo está en las manos de las personas de 
aquí, que si ellos quisieran se lograría todo (Entrev. No. 15, 16, 17, 
con Daniel Corani, Antonio Mendoza, Gladis Ureira). 


Según el presidente de la junta escolar, la situación es más compleja: 


Ese es un problema, ¿no?, que es lejos que vayan a la escuela [en Ti- 
quirpaya]. Después otro problema es que llegan muy cansados, y eso 
no está bien. Y otro problema es también mandar a las mujercitas a la 
escuela, porque existen abusos, violaciones, porque ya son jovencitas 
ya están en séptimo curso, y los caminos son lejos, y eso nos da pena 
también, por eso nosotros quisiéramos que haya el transporte escolar 
hasta aquí mismo (Entrev. No. 20, con Daniel Alanoca). 


Según los comunarios, son pocos los niños en la edad escolar, por 
lo tanto, no está justificada la solicitud de un colegio propio. Como 
indica el presidente de la junta escolar, una alternativa más viable 
sería solicitar que haya transporte escolar entre Tiquirpaya y Tapaza. 
Esto ya se ha considerado en la comunidad, pero para lograr esto los 
comunarios tendrían que mantener el camino en buen estado, lo que 
implicaría un esfuerzo grande de la comunidad que no se ha logrado 
hasta ahora”. La realidad de las comunidades es compleja y no se 
puede generalizar en torno a que las comunidades no prioricen la 
escolaridad de sus hijos. En Tapaza, como en otras zonas donde se ha 
realizado este estudio, la comunidad ha dispuesto que todos los niños 
tengan que asistir a la escuela, y si los padres no hacen cumplir esto, 
tienen que pagar una multa (Entrev. No. 22, con Rufino Salas)”. 


Según el Director Distrital de Educación en Tapacarí, el principal 
problema de su provincia en relación a por qué no concluyen sus 
estudios los niños, no es la falta del acceso físico a la escuela, sino, 
más bien, otros factores: 





21 Análisis realizado por comunarios participantes en la Reunión ordinaria de la 


comunidad de Tapaza (15/12/2008). 


Asimismo, según información de la reunión ordinaria de los comunarios de 
Tapaza (15/12/2008). 
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Es el poco apoyo de los padres de familia; luego, el problema de des- 
nutrición; después, el problema de la migración de los padres. Estos 
son los principales problemas. Hablando de los colegios, contamos 
con nueve colegios en el distrito, pero tampoco es tan considerable 
la cantidad de estudiantes que estudian en ellos (Entrev. No. 76, con 
Rodolfo Manuel). 


Sin embargo, como mecanismo para mejorar la situación, de modo 
de que haya más niños inscritos en los colegios, propone la creación 
de internados en cada colegio y centro educativo, admitiendo de esta 
forma que uno de los problemas principales es la distancia entre el 
hogar del niño y los establecimientos escolares. 


Por otro lado, existe la preocupación de los padres por la calidad 
de educación en las comunidades, que no está siempre al nivel de 
los centros urbanos y, por lo tanto, los niños tienen dificultades 
para seguir sus estudios en los colegios. Según la experiencia en la 
comunidad Link"u: 


Lo que enseñan los profesores no está bien, porque cuando llevamos a 
los niños a Palca [Independencia] se aplazan, no pueden. En cambio, 
los que empiezan sus estudios en Palca siguen avanzando, ese es mi 
punto de vista. Entonces, quizás aquí falta hacerles leer más, quizás 
sólo les hace escribir pero no le hace leer. Incluso aquí pasan clases 
todo el día, entran a las 9:30 hasta las 5 de la tarde, a veces les sueltan 
alas 3. En cambio, allá en Palca pasan sólo en la mañana hasta medio 
día y saben mejor (Entrevista No. 22, con Rufino Salas)”. 


Según la dirigente de las mujeres de la misma comunidad, este pro- 
blema parte del hecho que un profesor es responsable de los alumnos 
de los diferentes grados: 


El profesor enseña tres cursos en una sola aula, entonces el profesor 
no enseña bien y los niños tampoco aprenden, porque en una misma 
aula están estudiantes de primero, segundo y tercero. Entonces, los 
padres dijimos que los llevaremos a los niños a Palca [Independencia] 
para que ahí estudien mejor, pero solo lo dijimos (Entrev. No. 26, con 
Margarita Salas). 





2% Afirman lo mismo varios comunarios entrevistados. 
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Comunarios de Ayopaya. (Foto: Rhimer Gonzales) 


Para mejorar esta situación, ella propone como solución: 


Para mi sería que los padres de familia nos pongamos fuertes, para 
que la educación mejore aquí en el campo. Porque cuando fuimos a 
reclamar a Palca a los profesores, que por qué han aplazado a nues- 
tros hijos, ellos más bien nos regañan, y nos dicen que por qué les 
pusimos a nuestros hijos a la escuela de la comunidad, por eso se han 
aplazado, porque no saben (Ibid.). 


Otra dificultad en el acceso a la educación es que en algunos lu- 
gares sigue habiendo problemas con la asistencia de los profesores 
en la labor escolar. Según el siguiente testimonio de Tapacarí: “Por 
ejemplo, en una comunidad el profesor está llegando el martes a 
dar clases, y ese es un engaño. Hasta ahora el profesor, el director, el 
director distrital no están cumpliendo con el reglamento, no cumplen 
en su totalidad con los 200 días hábiles” (Entrev. No. 80, con Severi- 
no Vargas). Asimismo, los niveles de competencia de los profesores 
rurales y su permanencia en el lugar todavía no son los adecuados: 
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Otro problema en algunas unidades educativas es la improvisación 
[...], hay docentes que están improvisando algunas asignaturas, algu- 
nos docentes que tienen una formación de nivel primario o viceversa, 
también docentes de secundaria trabajan en algunas unidades de 
nivel primaria. Existen todavía docentes que están en el programa 
de profesionalización de maestros interinos, por lo menos deben ser 
10 % del total de los docentes que están en ese programa (Entrev. No. 
76, con Rodolfo Manuel). 


Bueno, los profesores están un año, o dos años, y están trabajando 
bien pero se van, después otros problemas no hay con los profesores 
(Entrev. No. 20, con Daniel Alanoca). 


Una dificultad común que enfrentan los niños en su tarea escolar 
es que la mayoría de los padres tienen un bajo nivel de escolaridad y, 
por lo tanto, no pueden colaborar a sus hijos en las tareas escolares. 
Otro aspecto que perjudica el trabajo escolar es que a veces los niños 
tienen que realizar labores agrícolas con sus padres y las niñas de 
pastoreo, y faltan a la escuela: 


Sus padres no los apoyan, por eso decía, sería bueno también hacer 
una escuela de padres, porque a veces los niños necesitan ayuda y 
como sus papás no han estudiado, no hay quién les ayude en sus 
casas. Faltas regularmente no hay, dos-tres días, me dicen que han 
tenido que ayudar a su papá, y más que todo ahora que ya han em- 
pezado las lluvias, es tiempo de siembra (Entrev. No. 15, 16, 17, con 
Daniel Corani, Antonio Mendoza, Gladis Ureira). 


En relación al último aspecto, habría que analizar cómo la escuela 
podría formar parte de la vida comunitaria y las tareas agrícolas de 
los niños no ser percibidas sólo como un perjuicio a la labor escolar. 
Por un lado, se puede pensar en una flexibilidad del cronograma 
escolar, relacionándolo a los ciclos productivos de la comunidad, y 
por otro lado, comprender que las tareas productivas que realizan los 
niños pueden ser asumidas como parte de su proceso educativo. De 
este tipo de acercamiento entre la vida escolar y la vida comunitaria 
existen experiencias exitosas por ejemplo en las escuelas comunita- 
rias de la Amazonía colombiana”. 





% Según registros personales, Tiina Saaresranta: Informe de viaje a la Amazonía 


colombiana (del 23/5 al 3/6 de 2005). 
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Uno de los cambios que ha habido en la educación a partir de la 
década de los años 90 es que ya no está permitido que los profesores 
usen sanciones físicas a los niños. Según el punto de vista de algunos 
profesores entrevistados, esto ha causado un retroceso en la educa- 
ción. Esto demuestra una situación lamentable en el sentido que hay 
todavía profesores que ven la violencia física como único recurso 
pedagógico para ganar el respeto de los niños. Según los profesores 
entrevistados en Tapaza: 


Ya no podemos exigir a los estudiantes a que hagan sus tareas, no 
tenemos los mecanismos para obligarles, porque ellos mismos saben 
que si les tocamos se pueden quejar al Defensor de la Niñez. Ni si 
quiera sus papás son los que nos dicen eso, son los niños que saben 
esto y así no sabemos cómo exigirles que estudien. Ahora ya no les 
importa si les aplazamos, les decimos “te voy a aplazar” y nos res- 
ponden “aplazame”, y es difícil, ni a sus padres mismos ya no los 
respetan. Se ha perdido totalmente el respeto (Entrev. No. 15, 16, 17, 
con Daniel Corani, Antonio Mendoza, Gladis Ureira). 


3.  Elejercicio de los derechos colectivos en la educación 


Pero hay dos cosas: la educación intercultural bilingúe, y lo que se 
ha hecho hasta ahora en las unidades educativas. El solo hecho de 
que escriban en aymara o en quechua los maestros estaban pensando 
que estaban haciendo interculturalidad y bilingiiismo —y estaban 
equivocados—; eso sólo es por parte del bilingúismo. Y el tema de 
interculturalidad estamos dejando de lado. La interculturalidad y 
el bilingúismo van juntos, esto para rescatar la identidad como tal, 
porque la alienación cultural, la aculturación son consecuencia de la 
migración que realizan los compañeros de las comunidades a centros 
urbanos. Cuando regresan se distorsionan y estos temas conllevan 
para que exista el genocidio cultural en muchas comunidades. No- 
sotros como educadores hemos ido diseñando lo que es la educación 
y bilingúismo, no solamente con enseñar o escribir en aymara o que- 
chua estamos haciendo bilingiismo, pero no es así. La vivencia de 
[los comunarios] es fundamental, la experiencia de ellos, los saberes 
locales y eso queremos rescatar (Entrev. No. 79, con Eloy Choque). 


Esta intervención resume en varios aspectos lo que es la realidad 
actual del ejercicio del derecho a la educación como un derecho colec- 
tivo de los pueblos indígena originario campesinos; y las dificultades 
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en la implementación de lo cultural, identitario y lingúístico. Según 
el Director Distrital de Educación de la provincia Ayopaya, como en 
muchos lugares del país, en el inicio los padres de familia rechazaron 
la Reforma Educativa. Ahora ya existe aceptación, porque los padres 
y los comunarios han recibido más información sobre la Reforma 
mediante las reuniones de la organización sindical en sus diferentes 
niveles (Entrev. No. 40, con Oscar Terán). 


Sin embargo, sigue existiendo la visión que los niños aprenden el 
idioma indígena mediante la vida comunitaria y que la escuela tiene 
la tarea de enseñarles el castellano: 


Enseñan en quechua porque aquí en la comunidad hablamos todos 
quechua, solo que enseñan más en castellano que en quechua, porque 
cuando vayan a la ciudad los estudiantes no van a poder entender. 
Por eso se enseñan más en castellano, los padres de familia hemos 
pedido que se enseñe más en castellano (Entrev. No. 20, con Daniel 
Alanoca). 


Aquí está reflejado el estatus actual de los idiomas indígena origina- 
rios en la sociedad boliviana. Los idiomas indígena originarios siguen 
siendo para la comunicación intracultural y no pública, y el español 
para la comunicación intercultural y pública. Los padres de familia 
ven la escuela como una oportunidad para que sus hijos obtengan 
conocimientos fluidos en el idioma dominante, y de esta manera 
tengan mejor acceso al mercado laboral y otros espacios fuera de la co- 
munidad. Al mismo tiempo persiste la subvaloración de los idiomas 
indígena originarios; muchos piensan que es suficiente saber hablar 
el quechua, porque tampoco existen oportunidades y necesidades del 
uso de este idioma en lo escrito. Por la entrada en vigor de la nueva 
Constitución Política del Estado, se espera tener cambios positivos en 
relación a la valoración desequilibrada que en este momento existe 
entre los idiomas indígena originarios y el castellano: 


Cuando una persona habla correctamente el castellano piensan que 
es superior a ellos. Pero hay mucha gente que dice: “nuestros hijos 
tienen hoy más que todo en la alcaldía la responsabilidad para saber 
ambos idiomas”. No decirle “no” a uno de los idiomas, quizás hay 
que socializar un poquito, porque con la nueva Constitución un fun- 
cionario tiene que saber quechua y castellano necesariamente (Entrev. 
No. 88, con Rosmeri Marcos). 
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También sigue habiendo el problema que el nivel de la enseñaza 
en el idioma indígena originario no es óptimo. Los padres de fa- 
milia observan que no siempre los profesores saben bien el idioma 
indígena originario en que tienen que enseñar”: “Por una parte está 
bien, pero por otra parte enseñando en los dos idiomas les confun- 
den más, porque los mismos profesores no hablan bien el quechua 
y les enseñan mezclado en quechua y castellano” (Entrev. No. 21, 
con Gregoria Maldonado). En muchos casos no se cumple tampoco 
con lo establecido en la ley sobre los porcentajes de enseñanza en 
los dos idiomas: 


Pero te mentiría si te dijera que los profesores hablan en quechua y 
enseñan en quechua, porque si enseñaran en quechua tendrían que 
enseñar los números en quechua, la escritura tendría que ser en que- 
chua. Obviamente no todo es en castellano, pero solamente les dicen 
a los niños en quechua, a qué hora tienen que llegar y cómo deben 
llegar a la escuela, cómo es que tienen que comportarse, cómo tienen 
que vestirse (Entrev. No. 88, con Rosmeri Marcos). 


Al responder a la pregunta, de cómo la escuela trabaja en lo in- 
tercultural y bilingue, la mayoría de los entrevistados que trabajan 
en el sector educativo indican lo lingúístico y algunos aspectos muy 
puntuales de la cultura indígena originaria campesina. Según el tes- 
timonio de los profesores de Tapaza, ellos no están convencidos de la 
educación bilingúe, y relacionan lo intercultural más bien a algunos 
aspectos de la cultura local, como la vestimenta y el baile: “Bueno, 
nosotros, les enseñamos en los dos idiomas, que aquí es el quechua 
y el castellano, pero vemos que es más difícil para los niños, salen 
más confundidos. En el tema de la interculturalidad, lo practicamos 
porque eso se demuestra en las danzas, vienen con sus trajes típicos” 
(Entrev. No. 15, 16, 17, con Daniel Corani, Antonio Mendoza, Gladis 
Ureira). Según un docente del Colegio de Fé y Alegría en Independen- 
cia, Ayopaya, en el colegio se promueve la revalorización cultural, la 
realización de costumbres comunitarias, mediante actividades relacio- 
nadas a comidas, vestimenta y costumbres. Sobre lo lingiúístico afirma 
que existe la enseñanza en quechua durante los primeros años: 





% Taller de convalidación de los resultados de la investigación, comunidad Link'u 


(31/1/2009). 
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Hasta el segundo y el tercero de primaria la enseñanza es en que- 
chua y la segunda lengua es el castellano, entonces ya una vez que 
aprenden el castellano en tercero y quinto ya van la enseñanza en 
castellano, pero el quechua no se deja. A partir de ese ciclo ya van 
tomando la escritura, y en secundaria hasta primero medio se enseña 
quechua, después segundo, tercero ya no (Entrev. No. 35, con Gróver 
Poma). 


Según el Director Distrital de Educación de Tapacarí: 


Sí, a través de la lengua materna, que consideramos que es Ll, y 
también a través de la práctica de los cuentos, leyendas, algunas 
anécdotas de cada comunidad, entonces a través de ello se está re- 
valorizando, ahora es cierto también tal vez todavía falta fortalecer, 
no puedo garantizar yo que todos los profesores estén practicando 
en fortalecer esto (Entrev. No. 76, con Rodolfo Manuel). 


En general, los profesores y otras autoridades del sector educativo 
entrevistados ven lo intercultural como algo anecdótico, y no re- 
flexionan cómo lo intercultural debería ser plasmado en los métodos, 
objetivos y contenidos de la enseñanza. Existen pocas experiencias 
de cómo acercar la vivencia de la cultura comunitaria al ámbito 
escolar. 


Un ejemplo sencillito; es sobre la revalorización de las culturas, que 
he visto en sí, donde el aprendizaje de un contenido partió de una 
q 'uacha [k'oa, ceremonia andina], entonces una experiencia muy bonita 
que resultó muy interesante para todos, no solamente para mí, si no 
para todos los docentes (Ibid.). 


Para fortalecer la educación intercultural, tampoco existen suficientes 
materiales didácticos adecuados, y lo que existe no siempre es utili- 
zado: “Materiales, muy pocos, solamente tenemos los de la Reforma, 
pero muy pocos. Pero hay docentes que prefieren no utilizar estos 
materiales” (Ibid.). 


Desde la dirigencia y de las bases, existen visiones de cómo for- 
talecer lo intracultural en la educación: 


En el tema de educación, hasta el momento estaríamos en lo normal, 
pero se necesita más educación. Digamos, desde lo educadores 
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enseñar a los alumnos desde antes como era nuestra cultura, nuestro 
idioma. Entonces, para eso sería necesario en la educación orientar, 
en ese caso rogaría a los profesores que a través de la educación 
podríamos fortalecer, sería importante aplicar (Entrev. No. 75, con 
Valentín Quispe). 


Para poder trabajar lo intracultural, un requisito como en la ense- 
ñanza de cualquier materia, es que los profesores tengan buenos 
conocimientos de lo que enseñan, en este caso, la cultura del lugar: 


Si los profesores fueran del lugar, si ellos hubieran nacido y vivido 
aquí en la comunidad estarían ejerciendo lo que son usos y costum- 
bres y todo aquello que se puede hacer dentro una comunidad, pero 
raras veces son de la misma comunidad. Por ejemplo, de lo que es 
Capinota, que tiene como frontera a Tarata, los profesores son de 
Tarata y son profesores que han vivido en el centro y conocen poco 
de lo que son las costumbres de la comunidad, y generalmente no lo 
enseñan. Los niños solitos están aprendiendo los usos y costumbres 
de su casa, pero eso se desvirtúa llevando al colegio, poco a poco van 
perdiendo, cada vez más (Entrev. No. 88, con Rosmeri Marcos). 


Según un comunario de Tapacarí, a pesar de lo que la educación se 
ha declarado como intercultural, existen diferentes problemas prác- 
ticos en relación al respeto de las culturas originarias, uno de estos 
es que en muchos lugares todavía la escuela exige los uniformes, sin 
respetar la vestimenta propia del lugar: “Ahora, lo de la cultura no 
están respetando, porque los estudiantes tienen que ir uniformados. 
Esto no está bien porque los estudiantes se acostumbran a esas ro- 
pas, y ya no quieren sus ropas de la comunidad””. También existe 
comprensión sobre la importancia de las familias en la educación, y 
que la educación cumple una función importante para que los niños 
crezcan fuertes con autoestima respecto a su propia cultura: 


Como dice, ¿no?, desde nuestras vidas tenemos que cambiar la edu- 
cación, entonces la educación tiene que fortalecerse desde la familia. 
Los profesores también tienen que cambiar en su forma de enseñanza, 
en ese caso también ya no existirán las migraciones, digamos hasta 





% Entrevista con un comunario de la comunidad Ramadas del cantón Ramadas, 


Tapacarí, 28 de noviembre. 
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el momento bastante se ha usado la cultura del colonialismo, cultu- 
ras de otros países y no así la nuestra (Entrev. No. 75, con Valentín 


Quispe). 


Uno de los aspectos de la actual legislación educativa que no se ha 
logrado cumplir en su cabalidad es las llamadas ramas diversificadas 
o el currículo localizado de la educación. Por lo tanto, la educación 
actual no responde a las necesidades locales de aprendizaje. Esto 
quizá no es la deficiencia de la ley en sí, sino la falta de capacidad de 
su implementación, aunque puede resultar más fácil culpabilizar a 
la ley. Según el Director Distrital de Educación de Tapacarí: 


Se requiere fortalecer a que exista una educación que parta de las 
necesidades mismas de las comunidades, en eso estamos trabajando, 
en espera también de la aprobación de la nueva propuesta de la ley 
Avelino Siñani. Pero eso sería muy importante la aplicación de una 
currícula que responda a sus necesidades y a la realidad de cada 
contexto. A partir de la aprobación del nuevo sistema educativo, sólo 
así se puede garantizar, antes es un tanto difícil. Tiene que existir un 
currículo a nivel nacional, y a partir de eso adecuarlo al contexto en 
cada región, y sólo de esta manera se puede llevar adelante, porque 
tampoco es bueno no tener un currículo propio, porque necesaria- 
mente tenemos que basarnos en las normativas a nivel nacional 
(Entrev. No. 76, con Rodolfo Manuel). 


La implementación de los derechos de los pueblos indígena 
originario campesinos en el ámbito educativo en el municipio de 
Independencia se ha quedado en el aspecto del acceso a la educación 
(con las limitaciones arriba mencionadas) y en alguna medida en la 
enseñanza del idioma originario. En lo curricular se está implemen- 
tando sólo el tronco común, las ramas diversificadas que permiten 
contenidos y enfoques desde la cultura y necesidades locales en 
general no existen. En algunas escuelas, por iniciativa propia de los 
maestros, se han desarrollado materias a partir de la potencialidad 
de la comunidad local. Por ejemplo, en el centro minero de Kami se 
ha trabajado el tema de la minería con los alumnos. Según el Director 
Distrital de Educación, la implementación de las ramas diversificadas 
no está establecida en el curriculum, sino depende de la iniciativa de 
cada maestro. Según él, para fortalecer la dimensión intra e intercul- 
tural de la enseñanza se necesitaría el apoyo de alguna institución 
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para capacitar a los maestros y crear redes de apoyo entre ellos. Uno 
de los principales problemas que dificultan la implementación de la 
educación con calidad es la corta permanencia de los profesores en 
este municipio rural. Es difícil encontrar profesores comprometidos y 
que estén suficiente tiempo en el municipio para capacitarlos. Como 
elementos positivos menciona que un 95% de los profesores habla 
el idioma originario del lugar (quechua o aymara); la mayoría son 
profesores titulados y un 40% de ellos provienen de Independencia 
(Entrev. No. 40, con Oscar Terán). 


Existe la esperanza que con una nueva ley de educación se pueda 
mejorar la calidad y relevancia de la educación en el sentido que 
corresponda más a las necesidades de las comunidades, como es 
la educación productiva, y que esa nueva educación contribuya al 
fortalecimiento de las culturas indígena originaria campesinas: 


Lo que es la ley Avelino Siñani y Elizardo Pérez, ahí ya están todos 
los saberes, lo que es una educación comunitaria productiva donde 
queremos mejorar. Esa ley va a estar hecha en papel, y ahí se queda si 
no nosotros como indígenas, y como originarios, lo que tenemos que 
hacer es empezar a soñar, mirar hacia allá y esa visión que tenemos 
aplicar a través de talleres, seminarios, con los profesores y ante la 
secundaria, ellos ya comprenden lo que es la educación, la cultura, 
así de esa forma podríamos mejorar (Entrev. No. 97, con Modesto 
Mamani). 


4. Articulación entre las autoridades del Estado y las 
comunidades originarias en el ámbito educativo 


En el sector educativo, la participación y coordinación entre 
autoridades indígena originaria campesinas y estatales funciona prin- 
cipalmente mediante las juntas escolares en sus diferentes niveles, 
los consejos educativos de los pueblos originarios a nivel nacional 
y la coordinación que en algunos casos realizan las autoridades 
educativas con las organizaciones a nivel local. Todavía no existe un 
ejercicio de la autonomía indígena originaria campesina en el ámbito 
educativo. Según lo que indica el Director Distrital de Educación 
de Independencia, las juntas escolares funcionan bien a nivel local, 
en total hay 105 juntas escolares en Independencia. Según la ley, los 
miembros de las juntas escolares son nombrados por el periodo de 
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dos años, pero en las comunidades de Independencia son nombrados 
sólo por un año, según la misma lógica de otros cargos comunitarios. 
Según el Director Distrital, esto perjudica el trabajo con las juntas, 
porque un año es un tiempo muy corto para desarrollar las activi- 
dades requeridas. Tres veces al año se organiza un taller de dos días 
en Independencia, adonde vienen los representantes de cada junta 
escolar acompañados con el dirigente de la comunidad. En estas 
reuniones se habla sobre los problemas en las unidades educativas, 
del trabajo en nivel distrital, sobre la asistencia de los alumnos, qué 
proyectos hay, se dan orientaciones y se intercambian experiencias. 
El Director Distrital indica que va a las reuniones grandes de las 
organizaciones originaria campesinas para informar sobre temas 
relacionados con la educación (Entrev. No. 40, con Oscar Terán). 


Desde la perspectiva de la organización originaria campesina 
provincial, se debe mejorar la coordinación y el trabajo conjunto entre 
las autoridades educativas y los padres de familia y las organiza- 
ciones: “Primeramente, que los mismos profesores, que los mismos 
directores comprendan y respeten a las juntas de padres de familia, 
que exista más debate, información entre los padres de familia y los 
profesores para que juntos mejoren el tema de la educación” (Entrev. 
No. 41, con Indalicio Coloni). Uno de los objetivos principales de la 
organización campesina de la provincia Ayopaya es la educación y la 
defensa de su cultura e identidad. Según los estatutos orgánicos de 
la CSUTCOA, en su Art. 3(e-g), su tarea es: “Luchar contra el anal- 
fabetismo; por la defensa de la educación fiscal, bilingúe y gratuita. 
Luchar y hacer respetar nuestra identidad cultural”. El derecho a la 
educación es un tema que se trata y analiza en las reuniones gene- 
rales de la organización originaria campesina en todos sus niveles. 
Según el VI Congreso Ordinario de la CSUTCOA”, para mejorar la 
implementación del derecho a educación, se deben tomar en cuenta 
los siguientes aspectos: 


+ Los [directores] distritales y los educadores deben coordinar 
estrechamente con las organizaciones vivas para un mejor funcio- 
namiento en la educación; los profesores deben ser normalistas y 
bilingúes. 





2 Incacasani, Altamachi, del 18 al 19 de enero de 2006. 
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+ La educación que se recibe en la familia y los usos y costumbres 
deben ser respetados como saberes. 


+ Dentro de las Unidades Educativas se debe enfatizar la ense- 
ñanza de lo orgánico y político, también la interculturalidad 
plurilingúe. 

+  Lajunta escolar debe respetar las decisiones que salen de la orga- 
nización, al mismo tiempo de cumplir con sus funciones. 


+ Pedir en la provincia la creación de la Universidad Indígena, para 
mejorar el manejo de nuestros propios recursos y descubrir la 
ciencia de acuerdo a nuestra propia ideología y cultura. 


* Pedimos participación social en la educación (CSUTCOA 2006: 
20-21) 


Según el dirigente de la CSUTCOA: “La educación es impuesta 
y, por otra parte, los mismos profesores se sienten más capaces y 
discriminan a los propios estudiantes y a los propios padres de 
familia, porque no valoran a la junta escolar. Los profesores no 
respetan la autoridad de la junta escolar y la decisión de los padres 
de familia” (Entrev. No. 41, con Indalicio Coloni). 


Los comunarios de Tapaza indican que cuando existen proble- 
mas relacionados a la escuela, ellos hablan con los profesores y con 
el Director de la unidad educativa para encontrar una solución. Si 
es necesario, el Director de la unidad educativa lleva el asunto al 
Director Distrital, y estas autoridades educativas coordinan con la 
junta escolar, pero no directamente con la organización comunitaria”. 
El presidente de la junta escolar en Tapaza, al definir sus funciones, 
enfatiza los asuntos operativos y prácticos relacionados al control 
de los profesores: 


Tengo que ver si los profesores están trabajando, si los niños están 
bien, si están aprendiendo bien, si se les suelta a los niños en hora, 
eso es lo que yo controlo. [Sobre] todo esto yo en la reunión de las 
bases tengo que brindar informes, de cómo es que está funcionando 
la escuela. A fin de año les dan un aguinaldo a los profesores, pero 
si no han cumplido sus horas de clases, si han salido en días hábiles 





%  Taller/reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 


análisis sobre sus derechos. Comunidad Tapaza, Ayopaya (15/10/2008). 
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y no cumplieron con el tiempo establecido, entonces retenemos su 
sueldo. Una vez que complete recién se les da su aguinaldo. También 
tengo que asistir a las reuniones, a veces hay reuniones del núcleo 
escolar y ahí tengo que ir, si es que hay cursos, también. Tengo que ir 
a esos cursos hasta Palca, eso es lo que tengo que hacer (Entrev. No. 
20, con Daniel Alanoca). 


Pero al mismo tiempo hay conciencia de la necesidad de que habría 
que controlar también la calidad de la educación formal: 


Otro problema es que nosotros como padres de familia no hacemos 
un seguimiento a los profesores, porque el profesor tiene que enseñar 
a tres cursos y los temas que prepara son pocos, entonces a veces sólo 
les hace jugar, algunos estudiantes se duermen, entonces el profesor 
trabaja de acuerdo a lo que le conviene, entonces no enseña seriamen- 
te, y el año se acaba entonces, ¿quién fracasa? El profesor cobra su 
sueldo y el estudiante no aprende bien y eso nosotros como padres, 
como comunidad no observamos esta situación”. 


Ante la interrogante de si el dirigente de la comunidad puede 
intervenir en las decisiones que toman entre la junta escolar y las 
autoridades educativas, el Presidente de la Junta Escolar responde 
de manera afirmativa, pero no está seguro si eso es correcto según las 
normas: “Sí, porque nosotros también damos informe en la reunión, 
además el dirigente también es nuestra autoridad, quizás hay una 
equivocación y nosotros le participamos a él” (Entrev. No. 20, con Da- 
niel Alanoca). Asimismo, el presidente de la junta escolar de Link'u 
afirma que existe una coordinación entre la junta y la organización 
comunitaria: “Nosotros pedimos que cuando hay reunión, que nos 
pongan en el orden del día para rendir nuestro informe. Trabajamos 
con el sindicato y los padres de familia, no somos aparte” (Entrev. 
No. 25, con Nemesio Salas). 


Según una experiencia de la provincia Capinota, existe una bue- 
na coordinación entre las autoridades educativas y las autoridades 
comunitarias: 





2 Taller de convalidación de los resultados de la investigación, comunidad Link'u 


(31/1/2009). 
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Por ejemplo, en la escuela de Apillapampa existe esa coordinación, 
el presidente de la junta escolar de padres de familia, corregidor y 
subcentral, tienen coordinación con el director para que vean cómo 
está yendo la educación, entonces coordinan tanto la junta escolar, 
el director y el dirigente del subcentral y no hablan sólo los padres 
de familia de la escuela, si no en una asamblea tienen que hablar 
todos'”, 


Por otro lado, el dirigente de la Central Provincial indica que en 
las áreas rurales de la provincia Capinota la coordinación entre la 
organización comunitaria y los profesores funciona mejor, pero que 
en las zonas urbanas existen problemas y que se está exigiendo a los 
profesores que trabajen en dialogo con las organizaciones: 


Les hemos indicado, que a partir de hoy, si no coordinan con las or- 
ganizaciones, [...] van a tener serias consecuencias. Entonces, están 
llamados todos los profesores a coordinar, qué es lo que se debe hacer, 
cómo se debe trabajar, cómo distribuir el desayuno escolar, qué es 
lo que falta, todas esas cosas se debe coordinar. Yo creo que se está 
avanzando también en la parte de coordinación, pero no está todavía 
dada esa situación (Entrev. No. 83, con Sinforeano Paniagua). 


Según lo que indica el Director Distrital de Educación de Tapacarí, 
no existe una coordinación estrecha con las organizaciones origina- 
rias; la coordinación en la provincia se realiza internamente entre las 
autoridades educativas en sus diferentes niveles: “La coordinación en 
realidad nosotros hacemos a través de las direcciones de las unidades 
educativas, pero alguna vez hemos hecho directamente con las auto- 
ridades de las comunidades” (Entrev. No. 76, con Rodolfo Manuel). 
Un comunario de Tapacarí reflexiona de la siguiente forma la coordi- 
nación entre las autoridades educativas y comunitarias, y el derecho 
a participación de las comunidades en el ámbito educativo: 


Hablando de la comunidad, sí existe porque nosotros vemos que falta 
y hasta cuándo son las clases, pero en otras comunidades no existe co- 
ordinación. A veces un profesor llega martes y se va, o llega miércoles y 
se va, entonces la coordinación entre padres de familia, juntas escolares 





100 Participante de la reunión del Comité de Vigilancia, lra sección, Capinota 
(7/12/2008). 
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no existe. En mi gestión a nivel subcentral de mi núcleo escolar, noso- 
tros nos reunimos a mediados de gestión y vemos quién está fallando, 
el director, los docentes o los padres de familia, o las autoridades de 
la subcentral, o, si no, los estudiantes. Entonces eso analizamos para 
que haya una educación suficiente y también eficiente!”, 


Para mejorar la participación de las comunidades en la tarea edu- 
cativa, a nivel provincial se realizan cursos de fortalecimiento con 
las juntas escolares. Según el Director Distrital de Tapacarí: “Hemos 
tenido en esta gestión tres reuniones, haciéndoles conocer cuál es 
su función y el rol que deberían desempeñar cada una de ellas [las 
juntas escolares], también algunos principios básicos acerca de la 
importancia de la educación de nuestro país” (Entrev. No. 76, con 
Rodolfo Manuel). 





101 Entrevista con un comunario de la comunidad Ramadas del cantón Ramadas, 
Tapacarí (28/11 /2008). 


Capítulo V 
No discriminación 





1. — Lanormativa vigente sobre el derecho a no discriminación y 
su implementación por el Estado 


El derecho a no discriminación es uno de los principios funda- 
mentales de los derechos humanos en el cual se sustentan los demás 
derechos. Según el primer y segundo artículos de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, aprobada por las Naciones 
Unidas en el año 1948, todos los seres humanos nacen iguales en 
dignidad y derechos, “sin distinción alguna de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición”. Que todos seamos iguales en dignidad y derechos no 
funciona automáticamente en ningún país, por lo tanto, los estados, 
mediante diferentes instrumentos jurídicos y sus mecanismos de im- 
plementación, deben realizar medidas específicas (acción afirmativa) 
para disminuir y eliminar las condiciones que causan discrimina- 
ción. La acción afirmativa no constituye discriminación, sino es una 
diferenciación o tratamiento preferencial a grupos poblacionales o 
temas específicos de derechos que están en desventaja en relación 
con otros, para llegar a la situación ideal de igualdad en dignidad 
y derechos'”. Este principio de la acción afirmativa de los derechos 
humanos es a veces e intencionalmente mal interpretado en Bolivia, 
como ha constatado el relator especial de las Naciones Unidas sobre 
los derechos indígenas: 





102 Ver The UN Human Rights Committee, General Comment 18, para 10. 
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La lucha de los pueblos indígenas por la igualdad y la participación, 
después de siglos de opresión y explotación, es interpretada por 
algunos sectores de la población no indígena y algunos miembros 
de las élites políticas y económicas que tradicionalmente han mane- 
jado las estructuras del poder del país, como un ataque directo a sus 
privilegios y a su identidad'”, 


La protección contra la discriminación basada específicamente 
en la identidad indígena, se encuentra en la Declaración de la ONU 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y en el Convenio 169 de 
la OIT, ambos instrumentos vigentes en Bolivia mediante leyes nacio- 
nales. Asimismo la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación Racial'* protege de la discrimi- 
nación basada en raza, color, linaje u origen nacional o étnico, por lo 
tanto, es aplicable a individuos indígena originario campesinos. La 
diferencia entre los dos primeros instrumentos jurídicos y el último 
es que los primeros protegen de la discriminación contra los pueblos 
e individuos indígenas y el último es aplicable sólo a individuos. La 
discriminación contra pueblos, individuos y especialmente mujeres 
indígenas es un problema que sigue persistiendo en todo el mundo. 
El derecho a no discriminación está ampliamente reconocido en la 
Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
El punto de partida en este instrumento jurídico es el reconocimiento 
del derecho de todos los pueblos a ser diferentes, pero iguales en la 
protección de sus derechos. La Declaración califica el racismo como 
“científicamente falso, jurídicamente invalido, moralmente conde- 
nable y socialmente injusto”*”, y reafirma, en sus artículos 2 y 9, el 
derecho a no discriminación de los pueblos e individuos indígenas, 
especialmente cualquier discriminación relacionada al origen o 
identidad indígena. 





103 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de los Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, Adición, 
Misión a Bolivia, para 75. 

10% Este tratado de las Naciones Unidas es del año 1965, fue ratificado por Bolivia 
el año 1970. 


105 Ver el preámbulo de la Declaración. Esta misma formulación se encuentra 
en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial del año 1965. 
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Respecto a la discriminación de la mujer indígena, tanto el Con- 
venio 169, como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos indígenas parten de la igualdad de derechos de la mujer y el 
varón indígena originario campesinos, pero solamente la Declaración, 
en su Art. 22, exige que se preste una atención específica a los derechos 
y necesidades especiales de las mujeres indígenas y que se tomen 
medidas contra la violencia y discriminación de la mujer indígena. 


En Bolivia la discriminación contra pueblos e individuos indíge- 
nas es todavía muy abierta, fuerte y comúnmente aceptada. Según 
una encuesta realizada en el año 2008, el 82,2% de los entrevistados 
a nivel nacional consideraron que existe un alto nivel de racismo en 
Bolivia (Fundación UNIR 2008: 12). El relator especial de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas después de su 
visita a Bolivia en el año 2007, concluyó que: 


Uno de los principales asuntos que han llamado la atención del 
Relator Especial en el curso de su visita es la grave persistencia de los 
fenómenos de racismo y discriminación en contra de las personas indígenas, 
y sobre todo en contra de las mujeres indígenas. Dichos fenómenos se 
expresan aún en la actuación de los funcionarios de los poderes públi- 
cos en los niveles nacional y subnacional, así como en las actitudes de 
partidos políticos y grupos de presión, quienes en ocasiones incitan 
a la violencia en contra de personas por razón de su condición indí- 
gena. Las expresiones de contenido racista anti-indígena son frecuentes en 
algunos medios de comunicación masiva, que con frecuencia sacrifican 
los principios de objetividad e imparcialidad en pos de intereses par- 
tidarios. Resulta preocupante que el conflicto político que atraviesa 
actualmente Bolivia haya dado lugar a un rebrote de expresiones de 
racismo, más propio de una sociedad colonial que de un Estado demo- 
crático moderno", 


El análisis realizado por el relator especial demuestra que la 
discriminación y racismo contra pueblos indígenas, especialmente 
contra las mujeres, tiene un nivel alarmante. El Estado boliviano no 





10 Informe del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de los Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, Adición, Nota 
preliminar sobre la Misión a Bolivia (25/11-7/12/2007), para 6. Subrayado por 
las autoras. 
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ha logrado la implementación de los derechos comprometidos me- 
diante los instrumentos internacionales aplicables a nivel nacional. 
Especialmente preocupante es la actuación de los funcionarios del 
Estado en los departamentos del Oriente boliviano y los medios de 
comunicación. Según la Convención Internacional sobre la Elimina- 
ción de todas las Formas de Discriminación Racial, en su Art. 2, es 
la responsabilidad del Estado a velar por que todas las autoridades 
e instituciones publicas nacionales y locales pongan en práctica la 
no discriminación racial. El Art. 4, por otra parte, establece que es la 
obligación del Estado declarar ilegales y prohibir organizaciones y 
actividades de propaganda que promuevan la discriminación e inci- 
ten a ella. Los medios de comunicación tienen el deber de promover 
los derechos humanos, y no pueden bajo el pretexto de la libertad 
de expresión difundir información racista, porque según los instru- 
mentos jurídicos internacionales ratificados por Bolivia este tipo de 
actividades son ilegales. 


El Comité para la Discriminación Racial, instancia de las Naciones 
Unidas que monitorea el cumplimiento de la Convención Interna- 
cional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, ha observado con preocupación la falta de disposiciones legis- 
lativas que castiguen la difusión de ideas basadas en la superioridad 
oel odio racial, así como los actos de violencia o incitación a violencia 
y las organizaciones que fomentan la discriminación racial. El Comité 
insta al Estado boliviano “a que cumpla su obligación de tipificar 
como delito todas las formas de discriminación racial, como se es- 
pecifica en el artículo 4 de la Convención”*”. Asimismo, el Comité 
recomienda al Estado boliviano dar cumplimiento a nivel nacional 
a la Declaración y Programa de Acción de Durban'*, El Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas!” 
también ha expresado su preocupación por la marginación de los 





107 Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial: 
Bolivia (10/12/2003), para 12. El Comité reitera la importancia de esto en el 
parágrafo 17 al pedir al “Estado Parte que se asegure de que en el ordenamiento 
jurídico interno existan disposiciones apropiadas e informe al público de todos 
los recursos judiciales en materia de discriminación racial”. 


108 Tbid., para 22. 


10% Instancia de las Naciones Unidas para vigilar el cumplimiento del Pacto 
Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
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pueblos indígenas en el país y la discriminación de que son objeto 
en relación con los derechos económicos, sociales y culturales'', 


El Estado boliviano ha avanzado en la legislación que promueve los 
derechos de los pueblos indígena originario campesinos, pero faltan 
aún instrumentos específicos para que el delito de la discriminación y 
el racismo sean justiciables ante las instancias nacionales. Asimismo, 
es importante promover educación y difusión de información que 
fortalezca el entendimiento entre las culturas como medida preventiva 
contra el racismo. El Estado tiene que ser el garante de la conviven- 
cia armónica entre las diferentes culturas en el país, por lo tanto, se 
necesitan mecanismos más concretos para poner en práctica la no 
discriminación de los pueblos indígena originario campesinos. 


Tomando en cuenta las recomendaciones arriba mencionadas de 
las Naciones Unidas, se ha iniciado el proceso de incorporar a la le- 
gislación nacional la prohibición de la discriminación. Este es un paso 
importante que ya se ha dado en muchos otros países. En el reglamen- 
to de la actual Ley INRA de Reconducción Comunitaria se ha incluido 
un artículo que prohíbe todo tipo de discriminación por parte de los 
funcionarios del ámbito agrario'". En la nueva Constitución Política 
del Estado, en su Art. 14, está incluida la prohibición y sanción de toda 
forma de discriminación basada en sexo, color, edad, origen, cultura, 
idioma, credo religioso, ideología, condición económica o social y por 
otras razones. Asimismo, se está elaborando un Anteproyecto de Ley 
contra la Discriminación, proceso en el cual han participado entidades 
del Estado, de la sociedad civil y de las Naciones Unidas. Según el 
Anteproyecto de Ley, se está proponiendo incorporar al Código Penal 
la discriminación como un delito, asimismo como establecer una ins- 
tancia dependiente del poder legislativo para velar por la realización 
del derecho a la igualdad y la prohibición de la discriminación'”. 





110. Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 
Bolivia (8/8/2008), para 15. 


1 Reglamento de la Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria modificada por 
la ley Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria, Decreto Supremo No. 
29215 de 2 de agosto de 2007, Artículo 3(;). 

112 Según el Anteproyecto de Ley se tomará en cuenta discriminación basada en 
“raza, origen, identidad cultural, pertenencia a una nación o pueblo indígena 
originario campesino, idioma, color de piel, nacionalidad, procedencia regional, 
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La normativa vigente en Bolivia se puede resumir de la siguiente 








manera: 

Derecho Contenido Fuente 
Discriminación | Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho ano | Declaración de 
relacionada a la | ser objeto de ningún tipo de discriminación, en particular la | la ONU“: 
identidad fundada en su origen o identidad indígenas. Art. 2 
indígena Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a per- | Declaración de 

tenecer a una comunidad o nación indígena, de conformidad | la ONU: Art. 9 
con las tradiciones y costumbres de la comunidad o nación 

de que se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede 

resultar discriminación de ningún tipo. 

El Estado prohíbe y sanciona toda forma de discriminación Nueva CPE: 
basada en sexo, color, edad, origen, cultura, idioma, credo Art. 14 








religioso, ideología, condición económica o social y por otras 
razones. 





Medidas activas 
para eliminar la 
discriminación 


Los estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y 
cooperación con pueblos indígenas interesados, para com- 
batir los prejuicios y eliminar la discriminación y promover la 
olerancia, la comprensión y buenas relaciones entre los pue- 
blos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad. 


Declaración de 
la ONU: Art. 15(2) 





Los estados deberán adoptar medidas de carácter educa- 
ivo con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener 
con respecto a esos pueblos. [Además] asegurar que los 
¡bros de historia y demás material didáctico ofrezcan una 
descripción equitativa, exacta e instructiva de las socieda- 
des y culturas de los pueblos interesados. 





Convenio 169 de 
la OIT: Art. 31 





El Estado se compromete a: 

- Velar por que ninguna autoridad o institución pública, 
organización o persona incurra en algún acto o práctica de 
discriminación racial. 

- Prohibir y hacer cesar la discriminación racial. 


Convención 
contra la 
Discriminación 
Racial de la ONU: 
Art. 2 





El carácter social del derecho agrario boliviano consiste en 


Reglamento de 











la eliminación de toda forma de discriminación por los ser- la nueva Ley 
vidores públicos de las instituciones involucradas en la INRA: Art. 3(j) 
temática agraria. 
Propaganda Establecer mecanismos eficaces para prevenir cualquier Declaración 
racista tipo de propaganda que tiene la finalidad de incitar al racis- | de la ONU: 
mo contra indígenas. Art. 8 (2e) 











(Continúa en la siguiente página) 





sexo, Orientación sexual, género, identidad de género, edad, filiación familiar, 
estado civil, embarazo, discapacidad, enfermedad, credo religioso, ideología, 
opinión política o filosófica, posición económica o social”. 


313 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 


Indígenas. 
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(Continuación de la anterior página) 





Declarar como acto punible conforme a la ley toda difusión 
de ideas basadas en la superioridad o en el odio racial, toda 
incitación a la discriminación racial así como todo acto de 
violencia o toda incitación a cometer tales actos y toda asis- 


Convención 
contra la 
Discriminación 
Racial de la ONU: 





tencia a las actividades racistas, incluida su financiación. Art. 4(a) 
Organizaciones | Declarar ¡legales y prohibir las organizaciones y actividades | Convención 
y actividades de propaganda que promuevan la discriminación racial e contra la 














especial de los 
derechos de la 
mujer indígena 


particular atención a los derechos y necesidades especiales 
de las mujeres indígenas. 


3 


racistas inciten a ella. La participación en tales organizaciones o Discriminación 
actividades constituye un delito penado por la ley. Racial de la ONU: 
Art. 4(b) 
Genocidio, Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo a viviren | Declaración de 
actos de libertad, paz y seguridad como pueblos distintos y no serán | la ONU: Art, 7(2) 
violencia sometidos a ningún acto de genocidio ni a ningún otro acto 
de violencia. 
Igualdad de Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discri- | Convenio 169 de 
derechos entre | minación a los hombres y mujeres de esos pueblos. a OIT: Art. 3(1) 
mujeres y Todos los derechos y las libertades reconocidos en la pre- Declaración de 
hombres sente Declaración se garantizan por igual al hombre y a la a ONU: Art. 44 
indígenas mujer indígenas. 
Protección En la aplicación de la presente Declaración se prestará Declaración de 


a ONU: Art. 22 





Los estados adoptarán medidas, conjuntamente con los 
pueblos indígenas, para asegurar que las mujeres gocen de 





protección y garantías plenas contra todas las formas de 
violencia y discriminación. 


Declaración de 
a ONU: Art. 22 











Garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer y prohibir 
todo tipo de acto de discriminación contra la mujer. 


Convención de 
la ONU sobre la 
Discriminación 

contra la Mujer: 
Art. 1-4 





Modificar patrones socioculturales de conducta de hombres 
y mujeres para alcanzar la eliminación de prejuicios y 
prácticas discriminatorias. 


Convención de 
la ONU sobre la 
Discriminación 

contra la Mujer: 
Art. 5 





Mujeres rurales 
como grupo 
especialmente 
vulnerable 








Los estados se comprometen a tomar medidas apropiadas 

para asegurar la aplicación de la Convención a la mujer de 

las zonas rurales, asegurar especialmente que las mujeres: 

- tengan el derecho a participar en la elaboración y 
ejecución de planes de desarrollo 

- beneficiarse de atención médica y seguridad social 

- Obtener educación 

- participar en todas actividades comunitarias 

- tener acceso a créditos, préstamos 

- gozar de condiciones de vida adecuadas. 





Convención de 
la ONU sobre la 
Discriminación 





contra la Mujer: 
Art. 14 








130 DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENA ORIGINARIO CAMPESINOS DE COCHABAMBA 





2.  Elejercicio del derecho a no discriminación y la participación 
comunitaria de mujeres indígena originaria campesinas 


La discriminación de las personas y pueblos indígena originario 
campesinos por su condición social y de origen étnico sigue siendo 
un tema sensible en Bolivia. Al preguntar a los entrevistados si han 
sido discriminados, la mayoría niega que ellos personalmente hayan 
sido discriminados, pero que otras personas sí sufren de esto: “A mí 
no me discriminan, es que yo ya tengo conocimiento. Entonces a mí 
no me dicen nada, en cambio a otros sí les discriminan. Parece que 
ven aquella persona que no habla bien, o aquel que es humilde, a 
veces no saben, y por eso les tratan así” (Entrev. No. 27, con Cristóbal 
Corpus). Otros reconocen haber sido personalmente discriminados: 
“Sí, no sólo una vez, sino varias veces, porque en esta tarea dirigen- 
cial me discriminan así vulgarmente, discriminan mi estado físico, 
me discriminan por mi apellido, y también me discriminan política- 
mente” (Entrev. No. 41, con Indalicio Coloni). Algunos entrevistados 
afirman que en las escuelas existe discriminación de los alumnos 
indígena originario campesinos, por ejemplo, al no permitirles usar 
la vestimenta tradicional (Entrev. No. 97, con Modesto Mamani). 


Desde las organizaciones indígena originaria campesinas se ve con 
preocupación el racismo provocado por los sectores antes privilegia- 
dos en la sociedad boliviana. Como afirma el Secretario Ejecutivo de 
la Confederación Campesina de Cochabamba: 


Ahorita dentro de Bolivia están enfrentados, el racismo entre el pobre 
y rico, ahí está el racismo. No te puedo decir que no haya racismo. 
Entonces los que no quieren soltar su asiento, los derechos que es- 
tán agarrando de los pobres, ellos no más quieren ser autoridades, 
diputados, digamos los prefectos de Santa Cruz, esos que se llaman 
la media luna, los cuatro departamentos que siempre se oponen. Eso 
es racismo y no quieren ellos que vivamos en igualdad (Entrev. No. 
96, con Cupertino Mamani). 


Asimismo el dirigente principal de la organización sindical de la 
provincia Ayopaya Opina que los indígena originario campesinos 
tienen que enfrentar el racismo independientemente de la posición 
que ocupen en la sociedad boliviana, incluso los que ocupan cargos 
altos en el gobierno nacional: 
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En el Oriente boliviano discriminan en especial al propio gobierno 
nacional que es democráticamente elegido en Bolivia. Por eso todavía 
existe [el racismo]. Incluso los que tienen un poquito más discriminan 
diciendo: “estos indios, estos del campo todo hacen, no se contentan 
con nada, por qué no se contentarán”, entonces siempre hay discri- 
minación (Entrev. No. 41, con Indalicio Coloni). 


Los entrevistados afirman que ha habido cambios positivos 


cuanto a la discriminación ante las instituciones del Estado: 


Antes no nos escuchaban, hasta el 2004 más o menos era eso. Diga- 
mos, entraba a la alcaldía un partido MIR, ADN, UCS y no había 
conversación con ellos. Nos veían y decían este larisito [indio], porque 
nos veían con nuestra ropa. Ahora ya no existe eso. Ahora podemos 
entrar donde sea. Dentro de la alcaldía si te ven con esta ropa y ha- 
blas quechua, ahora más te escuchan, y si estas con corbata ya no te 
escuchan. Ahora podemos participar"! 


en 


Los entrevistados en general sienten que en los últimos años han 
recibido un trato mejor que antes de parte de las autoridades estatales, 
pero que hay que trabajar todavía para eliminar completamente la 
discriminación: “Pero hay gente todavía, esa gente que trabaja dentro 
de los ministerios, dentro de las direcciones, gente de ese racismo 
sigue quedando todavía, no estamos liquidando todavía” (Entrev. 
No. 96, con Cupertino Mamani). La eliminación de la discriminación 
es una tarea que debe ser asumida por las mismas organizaciones 
indígena originaria campesinas: 


Dentro de la comunidad hay respeto, pero la gente del campo está 
marginada. En anteriores gobiernos había marginación, ahora con 
este gobierno a mi modo de ver ya no existe. Como comunida- 
des tenemos que organizarnos para que no exista marginación, 
entonces tenemos derechos, antes era la discriminación, el margi- 
namiento'”. 





14 


Entrevista grupal con 11 comunarios de la comunidad Katariri, Cantón de Tunas 


Vinto (1/12/2008). 


115 Participante de la reunión del Comité de Vigilancia, lra sección, Capinota 


(7/12/2008). 
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Gregoria Maldonado, originaria de la comunidad Link'u y líder de las mujeres de la provincia 
Ayopaya. (Foto: José Cerruto) 


En cuanto a la discriminación de las mujeres dentro de los espa- 
cios de toma de decisión comunitaria, es evidente la situación de su 
baja participación. Según un análisis realizado por el municipio de 
Independencia: 


El goce de los derechos para las mujeres en el municipio es de mo- 
mento una utopía, ellas son excluidas del dialogo y toma de decisio- 
nes comunitarios. La mujer no participa en los espacios de reflexión 
comunal, sindical y su participación es reducida en las actividades 
del ajuste, el gobierno municipal deberá hacer esfuerzos para lograr 
una integración efectiva de la mujer en los niveles de planificación y 
decisión (Gobierno Municipal de Independencia 2002: 139). 


Los entrevistados afirman que la participación de la mujer en las 
comunidades es más visible que antes, pero sigue siendo muy li- 
mitada: “No, era diferente, antes cuando hacían las reuniones no 
querían recibir a los niños, y tampoco participaban las mujeres, sólo 
los hombres podían ir a las reuniones, así era antes, pero ahora ya 
no hay eso” (Entrev. No. 56, con Santiago Antezana); 
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Ahora participamos, antes cuando íbamos a las reuniones los hom- 
bres no más tenían que hablar, ahora participamos, antes no parti- 
cipábamos. Ellos nos decían, a qué tienen que venir, sólo tienen que 
venir varones, y nos botaban; y les decíamos se ha enfermado [el 
esposo] no puede venir, y no nos hacían caso. Ahora, participamos, 
tenemos derecho", 


Son muchas las razones por las que no participan las mujeres. Tradi- 
cionalmente, el espacio de decisión para la mujer ha sido el hogar, los 
hijos, los animales a su cargo y, en algunos lugares, la administración 
económica en la familia. En cambio, el varón ha sido el representante 
de la voz de la familia en espacios públicos. Según los comunarios 
de Tapaza: 


En la casa la mujer agarra el dinero, pero entre los dos decidimos, 
qué hacer con el dinero, en qué gastar. Entre marido y mujer se ponen 
de acuerdo y deciden en qué gastar. Sobre la siembra entre ambos 
decidimos, entre marido y mujer, nos preguntamos esto vamos a 
sembrar o no, así decidimos””. 


Un factor es que las mujeres tienen un menor grado de instrucción 
formal que los varones, y han crecido en un ambiente donde no se ha 
valorizado su participación, por lo tanto, tienen miedo de expresarse 
en las reuniones. Las mujeres tienen a su cargo muchas tareas do- 
mésticas y, cuando los varones salen a las reuniones, ellas se quedan 
en la casa para cuidar a los hijos, los animales y realizar todos los 
quehaceres domésticos. Hay que reconocer también que el machismo 
sigue vigente en las comunidades rurales, así como en la sociedad 
boliviana en general. Cuando las mujeres vienen a las reuniones, en 
general no participan activamente, sino vienen en calidad de oyentes, 
cuando su esposo se ha enfermado o por otra razón no ha podido 
asistir, la esposa viene como suplente. 


En el nivel sindical existe la organización paralela de mujeres 
campesinas indígenas y originarias Bartolina Sisa, y los sindicatos 





116 Según una de las participantes en el taller / reunión comunitaria para la pre- 
sentación y aprobación del proyecto y análisis sobre sus derechos. Comunidad 
Link'u, Ayopaya (3/11/2008). 

117 Según la información obtenida en la reunión de convalidación de los resultados 
de investigación en la comunidad Tapaza (15/1/2009). 
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locales tienen la tarea de impulsar la creación de la organización de 
las mujeres en sus comunidades: 


Entonces los dirigentes de la Central de Ayopaya me decían que 
tengo que impulsar y apoyar a la organización de mujeres, y si no 
les ayudas te quedarás castigado. Lo que me dijeron yo he cumplido, 
pero entonces yo les dije que para eso está la central de mujeres y 
que sean ellas en impulsar la organización de mujeres (Entrev. No. 
22, con Rufino Salas). 


En la zona de estudio, en algunas comunidades existe la organización 
de las mujeres campesinas, en otras no. En el caso de las comunida- 
des estudiadas en Ayopaya, la organización de las mujeres existe en 
Link”u, pero en Tapaza no: 


Sabemos que a nivel nacional hay la organización de mujeres Bartoli- 
na Sisa, entonces estamos conscientes que en cada sindicato siempre 
se exige que haya una organización de mujeres, pero hasta ahora es 
lamentable, que no es fácil que las mujeres se den cuenta, porque esas 
costumbres desde antes todavía no han avanzado"'*. 


Muchas veces las organizaciones comunitarias de las mujeres han 
sido organizadas alrededor de alguna actividad específica, de forma 
asistencialista, y cuando la ayuda ha terminado, no ha habido con- 
tinuidad para la organización (Entrev. No. 99, con Mario Bascopé). 
Al preguntar a los comunarios de Tapaza, ¿por qué no hay la orga- 
nización de mujeres en su comunidad?, responden de la siguiente 
forma: 


Una mujer: Porque los hombres son celosos y no nos dejan ir a las 
reuniones. 


Un varón: Eso es porque nosotros ya ponemos una cuota sindical, 
entonces si hubiera organización de mujeres, ellas también tuvieran 
que colocar una cuota sindical y entonces no podríamos cubrir las 
dos cuotas. Además, ya no hubiera quién se quede en nuestras casas, 
si el hombre y la mujer salen a las reuniones, por eso es que no hay 
una organización de mujeres. 





118 Participante varón del Curso de capacitación de corregidores y alcaldes 
comunales de Ayopaya. Independencia (28/10/2008). 
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Otro varón: Por una parte, compañeros tiene que haber una orga- 
nización de mujeres, para que ellas también aprendan a hablar, a 
participar”. 


En Link'u existe la organización de las mujeres, pero la forma de 
organización no es como en la organización sindical general, donde 
todos tienen que afiliarse y obligatoriamente asistir a las reuniones. 
Una de las causas es la poca valoración que algunos esposos le dan a 
la organización de las mujeres. Según la dirigente de la organización 
de mujeres de Link'u: “Casi la mitad de las mujeres no vienen porque 
sus esposos no les dejan venir a las reuniones. Les dicen que sólo 
van a sentarse, sólo van a hablar por demás. Eso me dicen algunas 
mujeres, entonces quieren debilitar a la organización de mujeres pero 
nosotras no nos dejamos” (Entrev. No. 26, con Margarita Salas). Las 
organizaciones comunitarias de las mujeres funcionan como espacios 
importantes de las mujeres para planificar y proponer sus proyectos 
y aprender sobre el liderazgo. Sin embargo, no se ha podido constatar 
que la existencia de la organización de las mujeres mejoraría la parti- 
cipación de ellas en la toma de decisiones a nivel comunitario, por la 
razón que estas dos organizaciones funcionan en espacios separados 
y las mujeres no logran influir dentro de la organización “de los 
varones”. En algunos casos las mujeres han sido elegidas dentro su 
comunidad para ocupar cargos en la organización comunitaria, pero 
no llegan a ser los dirigentes principales de la comunidad, porque los 
mismos miembros (varones) de estas organizaciones las discriminan 
por ser mujeres y presumen que no tienen la capacidad para dirigir 
la comunidad (KURMI Cochabamba 2005: 22). 


De la región de estudio han salido varias líderes y dirigentes mu- 
jeres, pero son casos excepcionales; la gran mayoría de las mujeres 
indígena originaria campesinas de los valles de Cochabamba no 
están ejerciendo su derecho a la participación. Según los datos del 
municipio de Independencia: 


Existe un buen nivel de decisión de la mujer y los hijos en actividades 
directamente relacionadas al hogar, en cambio las decisiones fuera 
del hogar son mayoritariamente masculinas, los datos muestran 





112 Reunión ordinaria de la comunidad Tapaza (15/12/2008). 
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a la mujer con poca participación en los niveles de organización, 
educación. La participación de la mujer en la política o en la toma de 
decisiones es imperceptible (Gobierno Municipal de Independencia 
2002: 134). 


En el municipio de Independencia existe la central de mujeres cam- 
pesinas que reúne aproximadamente a 20 comunidades activas en los 
alrededores del pueblo de Independencia con un nivel de reflexión 
y generación de líderes: 


Esta organización, además de dedicarse a las reivindicaciones ge- 
nerales de los movimientos indígenas, se dedica también a buscar 
oportunidades de formación o apoyo a la economía de sus afiliadas 
con diversos resultados. Para las otras 129 comunidades del munici- 
pio no se tiene aún organización de mujeres (KURMI Cochabamba 
2005: 20-21. 


Según un ex dirigente de la comunidad Tapaza, es una tarea de todos 
impulsar la participación de las mujeres: 


Estaría bien que a través de la organización de mujeres salgan. Si 
ahora se ve que hay mujeres alcaldes, una ministra de justicia. Está 
bien, podemos poner de responsable a una compañera, de acuerdo 
a su capacidad, a una cartera. Entonces ese es nuestro deber, pero 
no las estamos discriminando a ellas, entonces estaría bien siempre. 
Por una parte, ellas tienen más trabajo, eso tenemos que reconocer, 
entonces con sus niños no pueden participar fácil, entonces nosotros 
como autoridades tenemos que ayudarlas, casi en forma obligada 
diríamos, para que la organización se levante, a nuestros comunarios 
vecinos tenemos que convencerles para que las ayuden, para tener 
una buena vida (Entrev. No. 2, con Emiliano Caero). 


Según las experiencias de la organización sindical en Tapacarí, se 
está fortaleciendo la organización de las mujeres: 


Sí, antes eran discriminadas las hermanas Bartolina Sisa, pero en 
Tapacarí estamos fortaleciendo, las autoridades de las mujeres ya 
participan. Por decir, el 30 % ya están participando en la organización 
de mujeres, solamente falta más que todo animar a nuestras herma- 
nas, haciendo talleres, informar, eso, ya están en avance (Entrev. No. 
75, con Valentín Quispe). 
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Según el dirigente de la Central Provincial de Tapacarí, las organi- 
zaciones de las mujeres y varones se reúnen conjuntamente y no en 
espacios separados: 


En un solo día se realizan las reuniones, juntos los hombres y mujeres, 
hombres y mujeres también pasan los seminarios. Un mes convocan 
a reunión los hombres, entonces las mujeres tienen el mismo derecho 
de participar. Las mujeres al otro mes convocan a reunión y los hom- 
bres tienen el mismo derecho de participar en la reunión, entonces 
se turnan, eso es igualdad. Entonces una convocatoria que sacan las 
mujeres siempre invitan a los hombres, y una convocatoria que sacan 
los hombres siempre invitan a las mujeres. En una reunión ambos 
tienen los mismos derechos de opinar, de participar, y de decidir 
(Entrev. No. 75, con Valentín Quispe): 


Sin embargo, en estas reuniones conjuntas es más visible la participa- 
ción del varón que de la mujer: “Bueno, en ese caso los hombres, un 
poquito falta mejorar a las hermanas, quizás plantear, opinar, sugerir, 
quizás tienen miedo las hermanas, y mejorar la educación” (Ibid.). 


Conclusiones y sugerencias 





1. El conocimiento de los derechos indígena originario 
campesinos 


Un aspecto que dificulta el ejercicio pleno de la normativa relacio- 
nada a los derechos de los pueblos indígena originario campesinos 
es su desconocimiento. A la pregunta: ¿qué derechos conocen?, los 
miembros de la organización de mujeres de la comunidad Link'u, 
municipio de Independencia de la provincia Ayopaya, nombran los 
siguientes derechos: “derecho a la vida; salud; educación; vivienda; 
derecho a hablar; y el derecho a tener un documento de identidad””?., 
Según la dirigente de la misma organización: “Los derechos de las 
mujeres son la libre organización, después el derecho a la salud, a la 
carnetización, derecho a votar.” (Entrev. No. 26, con Margarita Sa- 
las). Los integrantes de la comunidad Tapaza del mismo municipio 
indican que sus derechos son “el derecho a hablar; el derecho a la 
participación; a la vida; a venir a la reunión; el derecho a la educación; 
el derecho a la tenencia de la tierra; y a la dignidad, porque somos 
campesinos nos tienen que respetar”*”!, Entre los comunarios exis- 
ten también definiciones muy claras sobre los derechos que tienen: 
“Entonces yo puedo decir, yo soy campesino, a mí nadie me puede 
humillar, no pueden decir: “tu eres lari tú no puedes hablar”. Yo como 
campesino originario, tengo derecho a hablar”*?. Los comunarios 





120 Taller/reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 


análisis sobre sus derechos. Comunidad Link'u, Ayopaya (3/11/2008). 


121 Taller/reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto y 


análisis sobre sus derechos. Comunidad Tapaza, Ayopaya (15/10/2008). 


122 Entrevista con 11 comunarios de la comunidad Katariri, Cantón de Tunas Vinto, 


Tapacarí (1/12/2008). 
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indican conocer algo sobre los derechos humanos en general, pero 
sobre los derechos específicos de los pueblos indígena originario 
campesinos muchos no han escuchado: “bueno, eso conocemos 
[derechos humanos], pero los otros derechos indígenas [derechos 
de los pueblos indígena originario campesinos] no conocemos”*?, 
Otros identifican los derechos indígena originario campesinos de 
la siguiente manera: “Son los derechos de las comunidades, de las 
organizaciones, derecho a hablar, a no ser discriminados. ¿Eso no?” 
(Entrev. No. 86, con Mariano Colque). 


Un aspecto que dificulta el conocimiento y comunicación sobre los 
derechos humanos de los pueblos indígena originario campesinos 
en el ámbito comunitario es lo conceptual y lingúístico. El término 
derecho y la lógica que conlleva viene del mundo occidental, y es 
difícil traducir a las lenguas y lógicas indígena originaria campesinas, 
que corresponden a visiones de pensamiento diferentes. En la cos- 
movisión andina no es muy fácil distinguir los conceptos “derecho” 
y “deber”, porque la existencia de la vida y el orden del mundo se 
entienden en términos de reciprocidad, y la reciprocidad contempla 
una interactuación entre derechos y deberes. Esta reciprocidad está 
presente en la relación entre el ser humano y la naturaleza, entre las 
personas, y el ser humano y el mundo espiritual. Esto constituye una 
base también en el orden jurídico indígena originario campesino. 


La gran mayoría de las autoridades gubernamentales entrevista- 
das a nivel local no conocen los derechos específicos de los pueblos 
indígena originario campesinos vigentes en Bolivia. Tampoco com- 
prenden el principio de interdependencia e indivisibilidad de los 
derechos humanos, algo fundamental para su plena implementación. 
Con este principio de los derechos humanos se quiere decir que los 
derechos humanos siempre tienen que estar trabajados y tratados de 
manera integral e interrelacionada. Por ejemplo, al tratar el tema de 
los derechos de las mujeres indígena originaria campesinas, no es 
jurídicamente correcto tomar en cuenta sólo el tema de los derechos 
de la mujer, sino esto tiene que ser combinado con sus derechos 
como personas pertenecientes a los pueblos indígenas. En cual- 
quier acción relacionada con los derechos de los pueblos indígena 





123 Tbid. 
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originario campesinos se debe tomar en cuenta tanto sus derechos 
individuales (como niños, mujeres, personas pertenecientes a la po- 
blación rural, etc.), como sus derechos colectivos como pueblos. Esta 
falta de conocimiento de los derechos humanos y derechos de los 
pueblos indígena originario campesinos se puede ilustrar mediante 
la siguiente entrevista con la Defensora de la Niñez y Adolescencia 
de Tapacarí: 


Pregunta: ¿Conoce los derechos indígena-originarios? 


Respuesta: Son los mismos derechos que para los demás, o sea, por ser 
indígenas no van a tener más derechos que los de la ciudad. 


Pregunta: ¿Entonces los derechos humanos, los derechos indígena- 
originarios son los mismos? 


Respuesta: Sí, son los mismos. 


Pregunta: ¿Ustedes dentro el desarrollo de su labor, de alguna manera 
rescatan los derechos a la cultura, a la identidad? 


Respuesta: Por ejemplo, justo tenemos una campaña que es derecho 
a la identidad, una campaña de registro de nacimiento (Entrev. No. 
78, con Ximena Ceballos). 


En el caso de las autoridades del Estado entrevistadas en Inde- 
pendencia, la mayoría desconoce los derechos indígena originario 
campesinos. Asimismo, demuestran poco interés de socializarlos en 
las comunidades, y esperan que los representantes del Estado central 
se encarguen de esta tarea. El Defensor de la Niñez y Adolescencia 
de Independencia, sin embargo, expresa su interés en difundir los 
derechos humanos generales en las comunidades: 


Vienen autoridades, gente a solicitar, para que yo vaya a las comu- 
nidades y pueda orientarles. Por ejemplo, sobre derechos humanos 
o cuando hay casos delicados, cómo se podría manejar la situación, 
o sobre recomendaciones u orientaciones en casos de violencia 
intrafamiliar. Por ejemplo, mañana tengo una audiencia en la co- 
munidad Choro, Rodeo, que es una reunión ordinaria. Ahí también 
es imprescindible la presencia de por lo menos una autoridad, que 
pueda explicar cuáles son por ejemplo los roles de los padres frente 
a sus hijos, el tema de sexualidad, cuál es la responsabilidad de los 
padres (Entrev. No. 33, con Macario Díaz). 
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La Defensoría del Pueblo en Cochabamba no cuenta con políticas 
específicas para promover los derechos de la población indígena 
originaria campesina en el departamento. Según el Defensor, existe 
el interés de trabajar en este campo, pero lo ve como una cuestión 
de minorías, fundamentado por la perdida de valores culturales. 
En relación con el tema de la Tribunal Constitucional Plurinacional 
Opina el Defensor: 


[T]ambién tenemos que tener cuidado de que no son la mayoría 
[los indígena originario campesinos] y por ese hecho no podríamos 
estar en igualdad de condiciones en un tribunal constitucional, 
un tribunal que tiene que definir aspectos constitucionales. Habrá 
que establecer representación proporcional, porque puede haber 
un exceso. La mayoría [de los indígena originario campesinos] no 
practica sus costumbres culturales, sólo el idioma (Entrev. No. 90, 
con Augusto Siles). 


El desconocimiento o rechazo de los derechos indígena originario 
campesinos por parte de las autoridades estatales debilita de gran 
manera la implementación de los derechos. Esta es una situación 
complicada, porque es el deber del Estado —en todos sus niveles, 
no solamente en el nivel del Estado central— de asegurar la imple- 
mentación de los derechos humanos definidos mediante tratados 
internacionales y la legislación nacional. La situación se ha vuelto 
aún más compleja después de la aprobación de la nueva Constitución 
Política del Estado, que cuenta con un más amplio reconocimiento 
de los derechos humanos en general y específicamente los derechos 
de los pueblos indígena originario campesinos. Esto requiere un 
mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte 
de las autoridades Estatales —y una voluntad independiente de los 
intereses políticos para su implementación. 


Z. Conclusiones y sugerencias 


El reconocimiento internacional del derecho a libre determina- 
ción de los pueblos indígenas es todavía tan reciente que no existen 
muchos ejemplos comparativos de su práctica. En algunos Estados, 
como Canadá (territorio Nunavuut) y Dinamarca (Groenlandia), 
existen experiencias anteriores a este reconocimiento sobre el ejercicio 
de las autonomías indígenas, aunque con contextos muy diferentes 
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de Bolivia. Según las definiciones dadas en instrumentos jurídicos 
sobre los derechos humanos, la libre determinación de los pueblos 
indígenas implica la libertad o el poder a determinar su condición 
o estatus político como pueblo y su desarrollo económico, social y 
cultural. El mecanismo para su puesta en práctica previsto mediante 
la nueva Constitución Política de Estado en Bolivia es la autonomía 
o el autogobierno, que se manifiesta principalmente mediante el 
reconocimiento de las instituciones indígena originaria campesi- 
nas, por ejemplo, en relación al ejercicio de sus propios sistemas de 
derecho, y la consolidación de sus entidades territoriales. Al haber 
reconocido el derecho a libre determinación de los pueblos indígena 
originario campesinos a nivel constitucional, Bolivia constituye un 
ejemplo positivo y excepcional internacionalmente. En la implemen- 
tación de la nueva Constitución hay que dar plena vigencia a este 
reconocimiento del derecho marco de la libre determinación. Según 
los principios de interdependencia e indivisibilidad de los derechos 
humanos, al redactar nueva legislación secundaria, asimismo como 
al implementar e interpretar la actual, hay que tomar debidamente 
en cuenta la existencia de este derecho, que cambiará el panorama 
del alcance de los demás derechos de los pueblos indígena originario 
campesinos. 


En las zonas donde se realizó este estudio, a nivel de las bases 
todavía no existe claridad sobre lo que puede implicar una futura 
autonomía. En las reuniones y talleres presenciados se ha podido 
constatar que aún muchas veces se confunde el concepto de las 
autonomías con el separatismo promovido por las elites del Oriente 
del país. Mediante esta breve investigación no se ha podido recoger 
propuestas de las bases para soluciones concretas de cómo poner en 
práctica el autogobierno o autonomías indígena originaria campesi- 
nas en los valles de Cochabamba. Las condiciones y aspiraciones de 
los pueblos indígena originario campesinos en Bolivia son diversos, 
por lo tanto, la legislación específica que se creará posteriormente 
debe mantener la apertura y la flexibilidad para una diversidad de 
formas del ejercicio de la autonomía. La elaboración de las leyes debe 
contar con insumos de posteriores análisis y estudios, y una amplia 
participación de las organizaciones representativas y de las bases de 
los pueblos indígena originario campesinos. 
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El territorio constituye un elemento fundamental para el ejercicio 
de la libre determinación y autonomía. Mediante la aprobación de 
la nueva Constitución Política del Estado se han abierto nuevas po- 
sibilidades para la protección legal de la gestión territorial indígena 
originaria campesina. La Constitución reconoce como aspectos prin- 
cipales de la territorialidad indígena originaria campesina el derecho 
a: tierra, recursos naturales, consulta y participación, desarrollo y los 
sistemas propios de derecho. Según la definición dada en la Constitu- 
ción, el territorio indígena originario campesino comprende áreas de 
producción, áreas de aprovechamiento y conservación de los recursos 
naturales y espacios de reproducción social, espiritual y cultural. La 
legislación agraria establece la creación de las tierras comunitarias 
de origen, permitiendo la titulación de tierras colectivas, pero con 
derechos limitados en relación a los recursos naturales. Los otros 
aspectos arriba mencionados que son parte de la territorialidad de 
manera inicial ya han sido reconocidos por la legislación boliviana. 
Sobre la base de la titulación que permiten las TCOS, y la legislación 
emergente en relación a las autonomías, se puede buscar modelos de 
autogobierno de las TCO. En realidades culturalmente y ecológica- 
mente diversas, como es el caso de Ayopaya, los modelos de gestión 
tienen que ser pensados desde cada realidad particular dentro de la 
TCO, respetando las normas, procedimientos y tradiciones comuni- 
tarias propias sobre el manejo territorial de cada lugar. Para poner 
en práctica la gestión territorial y autonomía indígena originaria 
campesina es importante dar al derecho indígena originario campe- 
sino su lugar correspondiente como un instrumento para la gestión 
territorial. Con esta finalidad se necesita un proceso de análisis y 
estudio sobre los sistemas de derecho indígena originario campesino 
en todos los niveles organizativos de los pueblos indígena originario 
campesinos. 


El derecho al desarrollo constituye uno de los elementos de la 
libre determinación. En cuanto al ejercicio de este derecho, los entre- 
vistados en general están conformes con las formas de coordinación 
que tienen con los municipios y su participación en la planificación 
y ejecución de obras, como una forma inicial de la implementación 
de este derecho. Esta participación es una mejora significativa en 
relación a la poca o inexistente participación que hubo antes de la 
entrada en vigor de la legislación de la participación popular. Sin 
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embargo, es una forma muy operativa del desarrollo y centrada en 
la realización de obras. Falta mucho todavía para que la articulación 
entre autoridades indígena originaria campesinas y estatales sea un 
diálogo entre visiones de desarrollo o una construcción propia de 
planes de vida desde una lógica comunitaria y autónoma. 


Como demuestran los índices de pobreza y otros indicadores 
sociales, el cumplimiento del derecho a desarrollo todavía está muy 
lejos de lo deseado en las zonas de estudio. A la pregunta: ¿cómo se 
podría mejorar su calidad de vida?, los entrevistados enfatizan el 
aspecto de la producción. Los siguientes ejemplos ilustran algunas 
de las preocupaciones y propuestas que tienen respecto de este ele- 
mento del derecho al desarrollo: 


Mejorar la producción. Aquí no tenemos agua, las tierras están secas 
y no tenemos pastos para pastear las ovejas. Las tierras ya son pe- 
queñas, cada vez se van dividiendo más entre nuestros hijos. Ahora 
el gobierno tiene que trabajar mas en los recursos naturales, dentro 
de la comunidad tenemos que producir más, para exportar nuestros 
productos!”, 


Con la producción, que nos den semillas certificadas, para que así 
hagamos producir de manera orgánica, porque la tierra ya está mal, 
ya no produce como antes, con gusanos. Entonces quisiéramos que 
vengan técnicos para que nos capaciten!”. 


Mejorar la producción primero, es mejorar la producción para que no 
exista esa migración. Los mismos comunarios que vienen a la ciudad 
o que van al exterior ya vuelven diferentes, ellos mismos ya no se 
valoran. Eso es lo que trae ese problema grande. Lo que sí tenemos 
que hacer es una producción, un sustento de vida en las comunidades 
con los proyectos productivos, donde va a generar economía a la co- 
munidad, donde va haber el sustento de vida para todos los jóvenes 
(Entrev. No. 97, con Modesto Mamani). 


Otros elementos que mencionan para mejorar la calidad de vida son 
la salud, educación, fortalecimiento de la cultura y lengua propia, 
fortalecimiento de las organizaciones comunitarias, la necesidad de 





124 Entrevista con 11 comunarios de la comunidad Katariri, Cantón de Tunas Vinto, 
Tapacarí (1/12/2008). 


125 Reunión ordinaria de la Comunidad de Tapaza (15/12/2008). 
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retomar las costumbres de antes y dar mayor vigencia al derecho 
indígena originario propio. Con estos elementos se fortalecería el 
derecho a desarrollo para obtener un buen vivir y para combatir la 
migración y la alienación cultural de los jóvenes, que están iden- 
tificados por los comunarios entre algunos de sus preocupaciones 
principales. 


Según el planteamiento del actual gobierno de Bolivia, el sistema 
de derecho nacional debe llegar a ser plural y un reflejo de los dos 
sistemas de derecho: lo indígena originario campesino y lo estatal 
tradicional. ¿Qué condiciones se necesitaría para poner en práctica 
este pluralismo jurídico? Como en todo dialogo intercultural, un 
requisito importante para su funcionamiento es el conocimiento 
y una valoración libre de prejuicios del otro, en este caso el otro 
sistema o cultura de derecho y justicia. Las autoridades del Estado 
entrevistadas identifican aspectos tanto positivos como negativos en 
el derecho indígena originario campesino. En la práctica, el tipo de 
reconocimiento al derecho indígena originario campesino que hasta 
ahora se ha dado ha sido una forma de tolerancia, justificada por la 
ausencia del aparato estatal de derecho en las comunidades, pero 
no se ha construido una relación de diálogo o de interculturalidad. 
La nueva Constitución establece que el derecho indígena originario 
campesino y el derecho estatal gozan de igual rango y jerarquía y 
que no existen restricciones al derecho indígena originario campesi- 
no en cuanto la materia o gravedad del problema. Sin embargo, las 
autoridades del Estado entrevistados en esta investigación hacen una 
definición categórica afirmando que los asuntos considerados graves, 
o ciertas materias, como los relacionados con menores de edad, no 
pueden ser resueltos por las autoridades comunitarias. 


Otro aspecto clave es la interpretación que se da a la restricción 
del derecho indígena originario campesino en relación a los derechos 
humanos. La lectura de esta cláusula no debe ser demasiada cerrada, 
porque esto en sí constituirá una violación de los derechos humanos 
de los pueblos indígena originario campesinos. Para llegar a una 
pluralidad jurídica se necesita un cambio profundo en la formación 
de nuevos profesionales de derecho, y una capacitación y diálogo 
con los profesionales que actualmente ejercen diferentes funciones 
de derecho; un cambio en cuanto a sus actitudes y un conocimiento 
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profesional mayor sobre los derechos de los pueblos indígena origi- 
nario campesinos. 


Desde el punto de vista de las organizaciones indígena originaria 
campesinas, se ha visto un mayor nivel de reconocimiento y vigen- 
cia del derecho indígena originario campesino como posibilidad de 
fortalecer el acceso y la calidad de la justicia. El estatus más elevado 
que antes del derecho indígena originario campesino definido por la 
nueva Constitución tiene la potencialidad de tener alcances impor- 
tantes en la administración de las autonomías y territorios indígena 
originario campesinos. El derecho indígena originario campesino 
sigue vigente en las comunidades estudiadas, pero los comunarios 
sienten un cierto debilitamiento. Por ejemplo, las prácticas de trabajo 
comunitario ya no son tan comunes, y la migración causa cambios en 
patrones culturales, especialmente en los jóvenes que ya no valoran ni 
respetan de la misma forma que antes a las autoridades comunitarias. 
Se ve importante fortalecer el derecho indígena originario campesi- 
no y trasmitirlo a las generaciones jóvenes: “A veces los abuelitos 
existen todavía, tienen mucho más conocimiento de los derechos y 
eso hay que transmitir a los jóvenes para que mantengan los usos 
y costumbres, las formas de vivir en mink'a, en mayta, en trabajos 
comunales, y solidaridad, ayudarse uno al otro” (Entrev. No. 77, con 
Pedro Gutiérrez Cruz). 


El ámbito comunitario de derecho no está aislado de las influencias 
del derecho estatal, sino existe una convivencia, pero con variaciones 
locales. La figura mas común es que las autoridades de la organiza- 
ción campesina se encargan de los asuntos relacionados con tierra, 
territorio y recursos naturales y las autoridades semi estatales (co- 
rregidor y alcalde comunal) de los asuntos penales y familiares. El 
derecho indígena originario campesino no funciona sólo a nivel local 
de las comunidades, sino también a nivel provincial y departamental 
mediante las diferentes instancias de la organización campesina. Los 
asuntos donde no se encuentra una solución en la comunidad pueden 
ser transferidos a las instancias superiores de la organización campe- 
sina, así como otros asuntos que son considerados importantes para 
obtener las opiniones de las autoridades de mayor jerarquía. Los co- 
rregidores y alcaldes comunales actúan en un espacio entre lo estatal 
y lo comunitario, con pertenencia y dependencia de ambos. El tipo 
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de justicia que imparten no es estrictamente estatal ni indígena ori- 
ginario campesino. En Cochabamba ellos reciben capacitaciones que 
no están en línea con el pluralismo jurídico promovido por el actual 
gobierno; responden a un modelo clásico de lectura de las normas 
estatales no plurales. En este aspecto, es el gobierno prefectural que 
debería asumir la tarea de poner en práctica el pluralismo jurídico 
mediante los corregidores y alcaldes comunales. 


Existe un marco legislativo nacional e internacional para proteger 
los derechos colectivos de los pueblos indígena originario campesi- 
nos a su cultura, idioma y participación en el ámbito de educación 
formal. Después de más de una década de la implementación de la 
Reforma Educativa, son muy pocos los índices de la implementa- 
ción de estos derechos colectivos. En lo lingúístico, se está usando 
de una manera inicial los idiomas indígena originarios como medio 
de enseñanza, pero están lejos de tener una posición equitativa con 
el castellano en la vida escolar. Esto no es solamente problema de la 
escuela, sino de la sociedad en su conjunto. El cambio para elevar la 
valoración general y el mayor uso en espacios públicos de los idio- 
mas indígena originarios tiene que ser simultáneo en la escuela y en 
todos los demás espacios de la sociedad. Si no hay esto, los padres 
de familia tampoco ven un valor agregado en la enseñanza en su 
lengua materna. Para esto se necesita fuertes insumos del Estado para 
crear legislación y políticas lingúísticas específicas, así como asignar 
recursos humanos y económicos para su implementación. 


En la zona de estudio, lo intercultural prácticamente no está 
siendo implementado en la escuela. Muy pocos profesionales del 
sector educativo han internalizado el significado de lo intercultural; 
en general piensan que es intercultural incorporar algunos aspectos 
puntuales de la cultura indígena originaria campesina (como danzas 
y vestimenta) en la enseñanza. Pocos distinguen entre los conceptos 
de intra e intercultural, y no hay reflexión de cómo lo intra o intercul- 
tural podría ser plasmado en los métodos y objetivos de la educación. 
Hay pocas experiencias de cómo acercar la vida comunitaria con el 
ámbito escolar. Muchos de los entrevistados de las comunidades y 
organizaciones originaria campesinas coinciden en que la escuela 
tiene una tarea importante para disminuir la alienación cultural y 
fomentar conocimientos práctico productivos que contribuyan al 
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mejoramiento de las condiciones de vida en las comunidades. En 
las siguientes citas algunos de los entrevistados manifiestan estas 
propuestas: 


Fortalecer la intraculturalidad en la educación. Es importante partir 
de lo nuestro, identificarse con lo que uno es, los adolescentes que 
vienen al pueblo de Independencia a estudiar en el colegio, cambian 
su cultura, niegan su pasado, los padres les hablan en quechua y ellos 
les contestan en castellano (Entrev. No. 40, con Oscar Terán). 


Es necesario que haya una educación verdaderamente productiva 
comunitaria. Lo que primero tenemos que mejorar es la producción 
en nuestras comunidades para mejorar la calidad de vida (Entrev. 
No. 97, con Modesto Mamani). 


Nosotros decimos aquí hay 200 bachilleres. ¿Ahora qué ha cambia- 
do, en qué ha cambiado la comunidad, entonces para qué queremos 
formar bachilleres? A ver, yo voy a salir bachiller y qué voy a aportar 
a mi comunidad; el docente, el profesor tiene que tener más criterio 
de la vida de la comunidad, ser más objetivo. Hay un proyecto muy 
grande en Tapacarí de salir bachilleres y técnicos, pero para trabajar 
por la comunidad, queremos erradicar esa migración a las ciudades 
(Entrev. No. 79, con Eloy Choque). 


En la sociedad boliviana al mismo tiempo que existen muchas 
críticas sobre el incumplimiento de las leyes, hay una fuerte creencia 
en el poder del derecho escrito, el cambio mediante leyes. Existe la 
expectativa que con una nueva ley de educación se pueda mejorar 
la calidad y relevancia de la educación. Los entrevistados expresan 
la esperanza de que la futura educación responda más a las necesi- 
dades de las comunidades, como es la educación productiva, y que 
contribuya al fortalecimiento de la identidad indígena originaria 
campesina entre los niños y jóvenes. La propuesta de la nueva legis- 
lación educativa tiene aspectos importantes en el fortalecimiento de 
lo intra e intercultural en todo el sistema educativo, pero lo funda- 
mental es asegurar su implementación mediante un trabajo conjunto 
entre los diferentes sectores involucrados en la tarea educativa. El 
cambio para fortalecer el estatus y aplicación de los idiomas y cultu- 
ras indígena originaria campesinas no funciona si se lo implementa 
aisladamente en el ámbito escolar, sino tiene que ser acompañado 
con nuevas políticas lingúísticas y culturales en todos los espacios 
de la sociedad boliviana. 
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A nivel local, la coordinación entre las autoridades del Estado 
y la comunidad en el ámbito escolar funciona mediante las juntas 
escolares, pero la tarea que asumen ellos es de controlar asuntos 
muy Operativos y no llegan a monitorear la calidad de educación 
o plantear alternativas que promuevan los derechos colectivos in- 
dígena originario campesinos en la escuela. En las comunidades 
existen propuestas de cómo mejorar la enseñanza, pero habría que 
trabajar más para que estas reflexiones sean canalizadas mediante 
las juntas escolares u otras instancias a las autoridades educativas. 
Las autoridades educativas estatales realizan poco trabajo conjunto o 
coordinado directamente con las organizaciones indígena originaria 
campesinas. 


Bolivia sigue siendo uno de los países con altos índices de racis- 
mo y discriminación y varias instancias de las Naciones Unidas han 
expresado su preocupación ante esta situación. El Estado boliviano 
no ha logrado realizar un control eficiente para eliminar la discri- 
minación racial, y aún falta legislación para que la discriminación 
y el racismo sean tipificados como delito. Asimismo, es importante 
promover educación y difusión de información que fortalezca el 
entendimiento entre las culturas como medida preventiva contra 
el racismo. Es la responsabilidad del Estado velar por que todas las 
autoridades e instituciones públicas nacionales y locales pongan en 
práctica la no discriminación racial. 


Como una dimensión de la discriminación, en esta investigación 
se hizo un pequeño sondeo sobre el derecho a participación de las 
mujeres en el ámbito comunitario. Se pudo constatar que, aunque 
la situación ha mejorado en comparación con las décadas pasadas, 
todavía son muy pocas las mujeres que activamente participan en la 
vida pública comunitaria. Las principales razones son económicas 
y culturales, y los bajos niveles de escolaridad de las mujeres. En 
algunas comunidades existen las organizaciones de las mujeres cam- 
pesinas como espacios para fortalecer la capacidad de participación 
de las mujeres y la posibilidad de tomar la iniciativa para sus propios 
proyectos productivos. En Independencia las organizaciones de las 
mujeres se reúnen separadamente de las reuniones comunitarias 
generales, quedándose de esta forma al margen de la toma de decisio- 
nes generales. En Tapacarí las reuniones se realizan simultáneamente, 
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lo que posiblemente constituya una mejor interlocución entre estos 
dos espacios organizativos. 


Una preocupación general en la implementación de los derechos 
de los pueblos indígena originario campesinos es que las autoridades 
del Estado entrevistadas conocen muy poco de estos derechos. Las 
entrevistas fueron realizadas antes de la entrada en vigor de la nueva 
Constitución, y ahora con la Constitución vigente los derechos de los 
pueblos indígena originario campesinos son todavía más amplios e 
integrales, por lo tanto, las autoridades del Estado deberían conocer 
y manejar bien la nueva normativa. Las autoridades del Estado, en 
todos sus niveles e instancias deberían comprender que la implemen- 
tación de los derechos humanos no es algo que se hace por buena 
voluntad, sino es una obligación que ha asumido el Estado tanto a 
nivel nacional como ante varias instancias internacionales. La gran 
mayoría de los profesionales en derecho no conoce o comprende 
los principios de indivisibilidad e interdependencia de los derechos 
humanos, sino cada uno defiende fielmente “su causa”. Los que tra- 
bajan por los derechos de la mujer, lo hacen desde el punto de vista 
general, sin tomar en cuenta los derechos colectivos e individuales 
de los pueblos indígena originario campesinos; los que trabajan por 
los derechos de la niñez hacen lo mismo, y así sucesivamente. Esta 
es una contradicción que va en contra del espíritu y las normas de 
los derechos humanos. Siendo así, difícilmente se puede lograr una 
transversalización de los derechos de los pueblos indígena origina- 
rio campesinos. Como medida para lograr la implementación de los 
derechos indígena originario campesinos se requiere fuertes insumos 
para la capacitación de autoridades del Estado en sus diferentes 
niveles y sectores. Asimismo, parece que existe la expectativa que el 
Estado central se encargue de la implementación de los derechos de 
los pueblos indígena originario campesinos, y para lograrlo en los 
niveles departamental y local se necesitaría lineamientos y directrices 
específicos que tendrían que ser respetados por todas las autoridades 
del Estado. 
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3. Desafíos y sugerencias generales al Estado sobre la 
implementación de los derechos indígena originario 
campesinos 


En relación al trabajo legislativo y la formulación de políticas 
públicas, el Estado boliviano está dando pasos importantes para for- 
talecer los derechos de los pueblos indígena originario campesinos. 
Este proceso está en conformidad con los derechos establecidos en los 
tratados internacionales ratificados por Bolivia, y las recomendacio- 
nes y observaciones emitidas por los comités de derechos humanos 
de las Naciones Unidas que monitorean el cumplimiento de éstos. 
Estos avances han sido reconocidos, por ejemplo, por el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 


El Comité observa con satisfacción la voluntad mostrada por el Esta- 
do parte desde 2006 para emprender cambios dirigidos a garantizar 
los derechos consagrados en el Pacto a todos los habitantes de Bolivia 
sin discriminación. 

El Proyecto de la Nueva Constitución Política del Estado de Bolivia, 
aprobado por la Asamblea, incorpora todos los derechos reconocidos 
en el Pacto. 


El Plan Nacional de Desarrollo “Bolivia Digna, Soberana, Productiva 
y Democrática para Vivir Bien” [...] pretende proyectar los derechos 
económicos, sociales y culturales a todas las actividades y políticas 
del Estado”. 


Persiste la tarea difícil de cómo bajar estas normas y políticas desde 
el Estado central a su implementación y operativización a los nive- 
les departamental y municipal. Al parecer, la implementación sigue 
dependiendo de la voluntad política, calidad profesional y capaci- 
dad de informarse sobre las reformas de los funcionarios del Estado 
departamental y municipal. 


Un desafío permanente en todo tipo de cambios institucionales es 
cómo llegar a concretizar a nivel de implementación local los cam- 
bios que han sido elaborados en el nivel central-intelectual. Como 





126 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (8/8/2008), paras 3-5. 
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se constata en un reciente estudio, el concepto indígena de Vivir 
Bien que está plasmado en el Plan de Desarrollo Nacional, aún no 
ha sido traducido “en políticas públicas articuladas para los pueblos 
indígenas, ni en un plan de acción que comprometa a todo el aparato 
estatal en acciones concretas a favor de los pueblos indígenas, de- 
bidamente presupuestado” (Meentzen 2007: 210). Probablemente la 
idea del gobierno actual no ha sido tampoco la generación de nuevas 
políticas “para” los pueblos indígena originario campesinos, sino 
trabajar mediante un enfoque más integral, pero lo cierto es que la 
aplicabilidad de las políticas depende de la capacidad que tenga un 
gobierno de plasmarlos en acciones concretas mediante la adminis- 
tración local del Estado. 


Según un estudio realizado en cinco países latinoamericanos con 
significativa presencia indígena, entre los desafíos principales identi- 
ficados para la implementación de políticas públicas que fortalezcan 
los derechos indígenas están: 


+ Lograr ejercer influencia en todas las políticas (a fin de lograr la 
“integración transversal de las políticas públicas para pueblos 
indígenas”), con la obligación de las instituciones estatales que 
de manera coherente implementen medidas especiales en favor 
de los pueblos indígenas y adecuen sus acciones a la diversidad 
cultural del país y a las condiciones socioculturales específicas. 


+ Lograr una política de información sobre los pueblos indígenas y 
la diversidad cultural del país, dirigida a la sociedad en general. 


+ Lareorientación de toda la política del Estado y de los presupues- 
tos públicos hacia los grupos poblacionales en desventaja y hacia 
los pueblos indígenas en particular. 


+ Impedir las prácticas negativas del abuso político con intentos de 
cooptación, fraccionamiento y debilitamiento de los movimientos 
indígenas; y por el lado de los dirigentes indígenas, la tentación de 
alcanzar las instancias públicas para satisfacer intereses propios 
(Ibid.: 212-213). 


El relator especial de las Naciones Unidas sobre la Situación de 
los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Indí- 
genas, como producto de su visita a Bolivia en finales del año 2007, 
emitió recomendaciones generales de cómo fortalecer los derechos 
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de los pueblos indígena originario campesinos en el país. Estas re- 
comendaciones dan orientaciones importantes de cómo fortalecer 
la implementación de los derechos indígena originario campesinos, 
pero han sido muy poco difundidos en Bolivia, por lo tanto, aquí se 
reproduce un resumen de estos: 


En relación a la legislación e institucionalidad 


+ Llevar a cabo las reformas legislativas necesarias para regular 
el ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas, dando 
prioridad a la reglamentación de la autonomía y la adminis- 
tración de justicia indígenas, así como a la compatibilización 
entre la legislación sectorial con los derechos de los pueblos 
indígenas. 


+ Enel marco del ejercicio del derecho a la libre determinación 
y a la autonomía indígenas, las autoridades del Estado deben 
tener en cuenta las estructuras tradicionales de gobierno y de 
organización territorial de los pueblos indígenas dentro del 
diseño y la ejecución de las políticas públicas. El Estado podría 
considerar la redefinición de las divisiones político-administra- 
tivas a nivel local y regional para acomodar los esfuerzos para 
la reconstitución de los territorios y de las formas de gobierno 
indígenas. 


» Las autoridades departamentales y locales deben desarrollar 
sus políticas respetando de manera estricta el derecho a con- 
sulta de los pueblos indígenas mediante sus autoridades y 
organizaciones representativas. 


+ Acelerar la formación de las autoridades y funcionarios pú- 
blicos bolivianos, y especialmente de los jueces, magistrados 
y otros operadores de justicia, en las normas jurídicas relativas 
a los derechos de los pueblos indígenas. 


» Reforzar la institucionalidad y la acción de la Unidad de Co- 
ordinación y Promoción de Políticas y Derechos Indígenas 
del Ministerio de la Presidencia, con miras a llevar a cabo una 
coordinación efectiva de las políticas públicas. 
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En relación con tierras, territorios y recursos naturales 


» Dar prioridad al proceso de saneamiento de la propiedad 
agraria en el marco de la nueva Ley de Reconducción Agraria, 
prestando especial atención a la titulación de las TCO. 


» Prestar una especial atención a la implementación de los regla- 
mentos sobre la consulta y la realización de estudios de impacto 
ambiental en relación con la exploración y la explotación de los 
recursos naturales en las tierras y territorios indígenas. 


En relación con la discriminación racial 


+ El Relator Especial hace un llamamiento especial a las au- 
toridades públicas de todos los niveles, partidos políticos, 
organizaciones indígenas, organizaciones cívicas, medios 
de comunicación, instituciones académicas y otros sectores 
políticos y sociales, a evitar toda expresión de discriminación 
en contra de personas y colectivos por razón de su origen 
indígena, y a abrir un debate amplio y sincero en la sociedad 
boliviana para el conocimiento mutuo y la interacción entre las 
diferentes comunidades y naciones del país. 


» Que las autoridades del estado refuercen sus políticas para 
luchar contra el fenómeno de la discriminación en todas sus 
manifestaciones. 


+ Promover la posibilidad de tipificar el delito de discriminación 
racial en la legislación nacional, así como la adopción de una ley 
específica para combatir la discriminación en todos los ámbitos. 


+ Promover un proceso de reflexión sobre la responsabilidad de 
los medios de comunicación, públicos y privados, en la lucha 
contra el racismo y la discriminación racial. Los distintos me- 
dios de comunicación deberían adoptar un código de conducta 
proscribiendo toda forma de discriminación. 


En relación con la situación de los defensores de derechos humanos 


* Sancionar los ataques a los dirigentes de organizaciones indí- 
genas los defensores de derechos humanos, y que las fuerzas 
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públicas otorguen la protección necesaria a dichas personas en 
caso de amenazas o ataques. En particular, recomienda que se 
haga una investigación exhaustiva sobre la posible responsa- 
bilidad de las autoridades públicas en dichos ataques, y que 
se tomen las medidas disciplinarias que sean convenientes. 


En relación con centros académicos 


Que las universidades e instituciones académicas adapten sus 
programas para la enseñanza de los principios del multicul- 
turalismo y para la promoción de los derechos de los pueblos 
indígenas, junto con el desarrollo de actitudes, prácticas e 
instituciones interculturales. En ningún caso, las instituciones 
universitarias deben acoger y promover expresiones de discri- 
minación racial, y las autoridades académicas deben promover 
la adopción de códigos de conducta en este respecto'”. 





127 Tnforme del Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y las 


Libertades Fundamentales de los Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, Adición, 
Misión a Bolivia, para 84-107. 
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criminación Racial. Resolución A/RES/2106 A (XX), aprobada por la 
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dation XXIII: Indigenous Peoples, A/52/18, annex V, 18 August 1997. 
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session, 1989). 45 UN GAOR, Supplement No. 40 (A /45/40), annex VI 
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Sucre, 11 de marzo de 2003. 
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do ponente Carlos Gaviria Díaz. Santa Fé de Bogotá, 8.8.1996. 
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publicado) 
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Ayuda Memoria: Mesa de Trabajo sobre el Proyecto de Ley Contra la Dis- 
criminación, s/f, 2008. (no publicado) 


Beijing Declaration of Indigenous Women. NGO Forum, UN Fourth 
World Conference on Women. Approved and signed on 7 September 
1995 at the Indigenous Women's Tent, Huairou, Beijing, China. http: / / 
www.tebtebba.org (—> indigenous women). 21 de enero de 2009. 


Estatuto Orgánico de la Confederación Sindical Única de Trabajadores 
Campesinos Originarios de Ayopaya. Según lo publicado en: CSUTCB 
(2006) Nueva Constitución Plurinacional: Propuesta política desde la visión 
de campesinos indígenas y originarios. La Paz: CSUTCB. 


Ministerio de Asuntos Indígenas y Pueblos Originarios, Certificación 
MAIPO No. 026/2004 D.T. certificando que el pueblo Indígena-Originario 
Ayopaya mantiene identidad y prácticas culturales propias como pueblo 
indígena y originario. La Paz, 21 de diciembre de 2004. 


Plan de Acción. Primera Cumbre de Mujeres Indígenas de las Américas. 
Oaxaca, 4 de diciembre de 2002. http: / /www.llacta.org / organiz / 
coms / com216.htm. 21 de enero de 2009. 


Resolución Prefectural No. 054/2005 revocando la Resolución Prefectural 
No. 132/2002 de 26 de abril de 2002 sobre la creación del Parque Altamachi 
Cotacajes. Cochabamba, de 1ro de marzo de 2005. 


G. Fuentes colectivas de información 


Curso: Siglo de Formación de Líderes en Derecho y la Economía Propia, 
organizado por la Federación Sindical Única de Trabajadores Cam- 
pesinos de Cochabamba y Centro de Culturas Originarias Kawsay 
para autoridades campesinas-originarias de las provincias de Cocha- 
bamba. Cochabamba, 3 de octubre de 2008. 


Taller/freunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto 
y análisis sobre sus derechos. Comunidad Tapaza, Ayopaya, 15 de oc- 
tubre de 2008. 


Curso de capacitación de corregidores de varias provincias del Departamento 
de Cochabamba. Vinto, 16 de octubre de 2008. 
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Taller/ reunión comunitaria para la presentación y aprobación del proyecto 
y análisis sobre sus derechos. Comunidad Link"u, Ayopaya, 03 de no- 
viembre de 2008. 


Curso de capacitación de corregidores y alcaldes comunales de Ayopaya. 
Independencia 27 y 28 de octubre de 2008. 


Taller/reunión comunitaria profundización de los resultados. Comunidad 
Tapaza, Ayopaya, 15 de noviembre de 2008. 


Participación del cierre de gestión educativo, de salud e instituciones que 
trabajan en el cantón de Tapacarí organizado por la alcaldía. Tapacarí, 27- 
28 de noviembre de 2008. 


Reunión ordinaria convocada por el Comité de Vigilancia de Capinota, con 
la participación de dirigentes de OTB, dirigentes sindicales, presentación y 
aceptación del proyecto. Capinota 7 de diciembre de 2008. 


Entrega del núcleo educativo Patria Nueva. Provincia Tapacarí, Cantón 
Tunas Vinto, comunidad Qillu K'asa, 1 de diciembre de 2008. 


Reunión ordinaria convocada por el Comité de Vigilancia de Capinota, con 
la participación de dirigentes de OTB y dirigentes sindicales. Capinota, 
21 de diciembre 2008. 


Taller de convalidación de los resultados de investigación. Comunidad 
Tapaza, Ayopaya, 15 de enero del 2009. 


Taller de convalidación de los resultados de investigación. Comunidad 
Link'u, Ayopaya, 31 de enero del 2009. 
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ANEXO 
MAPAS DE LAS PROVINCIAS AYOPAYA, 
CAPINOTA Y TAPACARÍ 
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ANEXOS 175 
Provincia Tapacarí 
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